N9 137 — TOMO 301 


REPUBLICA ORIENTAL 


11 DE SETIEMBRE DE 1286 


DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 
CAMARA DE SENADORES 


SEGUNDO PERIODO ORDINARIO DE LA XLIII LEGISLATURA 


46* SESION ORDINARIA EXTRAORDINARIA 


PRESIDE EL DOCTOR ENRIQUE TARIGO 
(Presidente) 


ACTUAN EN SECRETARIA LOS TITULARES SEÑORES MARIO FARACHIO Y FELIX B. EL HELOU 


SUMARIO 


Paginas 
1) Texto dela elfación .....ooooocoroocoooccrr rr 0 
Y CABISTOOCIA rs AA 65 
32 Asuntos entrados ......ooococcorococo corr 63 


4 y 7) Unión Interparlamentaria Mundial. Conyoca- 
toria al señor senador Zumarán en su €alidad 
de Vicepresidente .........oo.ooooooocooooro 67 y 69 


— $82 resuelve conferir carácter oficial a su viaje. 


5) Solicitud de licencia ......oocoococcocorororo 67 


— La formula el señor senador Ferreira por el 
día de la fecha. 


Páginas 


— Concedida. 
6) Proyecto presentado ...........ooco moco mooo.- 6 
— Embarcaciones deportivas y de recreo. 
Iniciativa del señor senador Aguirre, 


8) Comisiones Investigadoras. Sus facultades y po- 
ACES a 6) 


Continúa la discusión particular del proyecto. 


Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


9) Se levanta la sesión .......oooooooococorororos yy 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 19 de setiembre de 1986. 
LA CAMARA DE SENADORES se reunirá, en sesión eXx- 
traordinaria, mañana jueves 11, a la hora 17, a fin de in- 
formarse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 
ORDEN DEL DIA 
Continúa la discusión particular del proyecto de ley 
por el que se establecen las facultades y poderes que ten- 
drán las Comisiones Investigadoras previstas por el ar- 
tículo 120 de la Constitución de la República. 
(Carp. N? 272/85 - Rep. N* 26/86) 


LOS SECRETARIOS” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Aguirre, Araújo, Ba- 
talla, Batlle, Capeche, Cersósimo, Cigliuti, Flores Silva, 
García Costa, Gargano, Lacal'e Herrera, Martínez Moreno, 
Mederos, Ortiz, Pereyra, Posadas, Pozzolo, Ricaldoni, Ro- 
dríguez Camusso, Senatore, Singer, Tourné, Traversoni, 
Ubillos, Zorrilla y Zumarán. 


FALTAN: Con licencia, el señor senador Ferreira; y, 
con aviso, los señores senadores Fá Rebaina, Jude y Paz 
Aguirre. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número está abier- 
ta la sesión, 
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(Es la hora 17 y 21 minutos) 
—Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 


“Montevideo, 11 de setiembre de 1986. 


La presidencia de la Asamblea General remite Mensa- 
jes del Poder Ejecutivo por los. que da cuenta de haber 
dictado los siguientes decretos y resoluciones: 


Por la que se dispone que el Ministerio de Economia 
y Finanzas libre orden de pago a favor de la Coopera- 
tiva Nacional de Productores de Leche, por la suma de 
N$ 43.887,80, por concepto de subsidio a los consumos 
de leche beneficiados cor. espondiente al mes de mayo 
de 1986. 


Por la que se autoriza al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas a trasponer la suma de N$ 8:700.00.00 
del Proyecto 746 “Modelo hidráulico del Puerto de la 
Paloma” al Proyecto 813 “Equipamiento de embarca- 
ciones”, ambos del Programa 004 “Servicios para la 
Habilitación de Vías de Navegación, Administración y 
Conservación de Recursos Hídricos”. 


Por la que se autoriza al Ministerio de Salud Pública 
a trasponer la suma de N$ 13:000.000.- del Proyecto 
705 “Centro Auxiliar de Pando” a los Proyectos 706 
“Centro Departamental de Paysandú”, por nuevos pe- 
sos 2:000.000,712 “Hospital Hogar Luis Piñeyro del! 
Campo”, por N$ 9:000.000.- y 715 “Hospital Siquiá- 
trico” por N$ 2:000.000 del Programa 020 “Inversio- 
nes para la Atención Médica”, 


Por la que se autoriza al Ministerio de Ganadería, A8ri- 
cultura y Pesca a trasponer la suma de NS 8:800.000 
del Proyecto 703 “Equipamiento Repart. Administra- 
ción Superior” al Proyecto 705 “Equipos y Equipam. de 
Computación”, ambos del Programa 001 “Administra- 
ción Superior”. 


Por la que se exonera a la firma MICROCOM Limita- 
da del pago de todo recargo, ineluso el mínimo, del 
Impuesto Aduanero Unico a la Importación, de la Tasa 
de Movilización de Bultos y de Tasas Consulares para 
la importación de diverso material de oficina a ser 
usado en la Conferencia del GATT. 


Por la que se autoriza al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas a trasponer la suma de N$ 1:090.000 del 
Proyecto 706 “Adquisición Equipos de Computación” ai 
Proyecto 701 “Investigación y Estudios de Preinver- 
sión”, ambos del Programa 001 “Administración Ge- 
neral”. 


Por la que se autoriza al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas 2 trasponer la suma de NS 23:500.000 
del Proyecto 706 “Adquisición equipos de computación” 
al Proyecto 702 “Investigación y estudios de Preinver- 
sión y Control” ambos del Programa 001 “Administra- 
ción General”. 


Por la que se autoriza al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas a trasponer la suma N$ 65:000.000 del 
Proyecto 732 “Ruta 2 Tramo Ruta 1 - Puente General 
San Martin”, al Proyecto 774 “Ampliación Ruta 3 para 
Ruta 11” ambos del Programa 003 “Servicios para 
Construcción de la Red Vial Nacional”, 


-—Ténganse presentes. 


La Presidencia de la Asamblea General remite notas 
del Tribunal de Cuentas de la República, por las que pone 
en conocimiento las actuaciones cumplidas con motivo de 
las observaciones interpuestas a los siguientes expedientes: 


del Ministerio de Turismo, relacionados con la Orden 
de pago N? 100.001 y con las órdenes de entrega núme- 
ros 100.026 y 100.024. 
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del Ministerio del Interior, referente al contrato de 
arrendamiento de obra celebrado con el doctor Pedro 
Algorta y con la procuradora Mirtha Lucas. 


de la Administración Nacional de Usinas y Trasmisio- 
nes Eléctricas, relacionados con: la Contratación Di- 
recta para asistencia técnica en las represas “Gabriel 
Terra” y “Baygorria”; con la Licitación Pública núme- 
ro 028/85, y con la expropiación de una fracción del 
predio empadronado con el N? 1,469 en la zona de Pue- 
blo “J. J. Castro”, departamento de Florida. 


de la Administración de Ferrocarriles del Estado, por 
falta de disponibilidad presupuestal en los programas 
1, 2, 3, y 4 de gastos correspondientes al período ene- 
ro-marzo de 1986. 


del Ministerio de Ganaderia, Agricultura y Pesca, rela- 
cionado con la solicitud de un Anticipo de Tesoreria 
para atender el pago de pólizas adeudadas al Banco 
de Seguros de! Estado por los Ejercicios 1983-1984. 


—A las Comisiones de Constitución y Legislación y de 
Hacienda, respectivamente. 


La Cámara de Representantes comunica que no ha 
aceptado las modificaciones introducidas por el Senado 
al proyecto de ley por el que se deroga el Decreto-Ley 
N? 15.501, de 21 de diciembre de 1983. 


(Carp. N? 230/85) 
—Téngase presente. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un 
proyecto de ley por el que se suspenden los lanzamientos 
decretados O que se decreten contra los arrendatarios bue- 
nos pagadores de inmuebles rurales, cuyos titulares se 
encuentren comprendidos en las disposiciones de la Ley 
N0 15.786, de 4 de diciembre de 1985. 


(Carp. N? 625/86) 
—A la Comisión de Constitución y Legislación. 


La Cámara de Representantes comunica que ha apro- 
bado los siguientes proyectos de ley: 


Por el que se deroga el Decreto-Ley N* 15.671, de 8 de 
noviembre de 1984 y se modifica el Decreto-Ley 
N9 14.235, de 25 de julio de 1974, por el que se creó 
la Administración Nacional de Telecomunicaciones 
(ANTEL). 


(Carp. N? 207/85) 
Por el due se designa con el nombre “Luisa Luisi” a 


la Escuela N?* 95, Urbana, de 1% Categoría, de Pay- 
sandú. 


(Carp. N? 456/86) 
—Ténganse presentes y agréguense a sus antecedentes. 
La Comisión de Educación y Cultura eleva informado 
un proyecto de ley por el que se designa con el nombre de 
“Domingo Arena” a la Escuela Técnica de Piedras Blan- 
cas, departamento de Montevideo. 
(Carp. N* 587/86) 
La Comisión de Asuntos Administrativos comunica que 
está en condiciones de informar los Mensajes del Poder 
Ejecutivo por los que solicita venia para exonerar de sus 
cargos a tres funcionarios: 
Pertenecientes al Ministerio de Salud Pública. 
(Carps, Nos. 384 - 338/85 y 561/86) 


Y uno perteneciente al Ministerio de Educación y Cul- 
tura. 


(Carp. N? 366/85) 
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—Repártanse. 


Las Juntas Departamentales de Paysandú y Fiores re- 
miten notas relacionadas con la extranjerización de tie- 
Tras uruguayas. 


(Carp. N? 235/85) 


La Junta Departamental de Artigas remite nota refe- 
rente a la importancia de la forestación en nuestro pais. 


(Carp. N% 542/8:: 


Las Juntas Departamentales de Río Negro y Canelo- 
nes remiten notas relacionadas con los articulos 44 y 43 
de la Ley N? 15.739, 


(Carp. N9 619/86) 
—Ténganse presentes y agréguense a sus antecedentes. 


El señor senador Gonzalo Aguirre Ramírez, presen- 
ta con exposición de motivos, un proyecto de ley sobre 
embarcaciones deportivas y de recreo. 


(Carp. N2 624/36) 


—A la Comisión de Educación y Cultura.” 


4) UNION INTERPARLAMENTARIA MUNDIAL. 
Convocatoria al señor senador Zumarán 
en su calidad de Vicepresidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de un asunto 
relativo a un télex recibido del Presidente del Parlamento 
Latinoamericano. 


(Se da del siguiente: ) 


“El Presidente del Parlamento Latinoamericano remi- 
te télex por el que convoca al señor senador Alberto Zuma- 
rán, en calidad de integrante de la Mesa Directiva, a la 
reunión que se realizará en Buenos Aires el día 4 de oc- 
tubre, para considerar entre otros asuntos la estrategia 
común del Grupo Latinoamérica en la 76 Conferencia de 
la Unión Interparlamentaria Mundial. 


(Carp. N* 626/86)” 
—Correspondería votar, dado que el señor senador 
Zumarán es Vicepresidente del Parlamento Latinoameri- 
cano, si se confiere carácter oficial a su viaje. 
(Se vota:) 


—-15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Dése cuenta de una solici- 
tud de licencia. 


(Se da de la siguiente: ) 


“El señor senador Juan Raúl Ferreira solicita licencia 
por el día de la fecha”. 


—-Léase. 

(Se lee:) 

“Montevideo, 11 de setiembre de 1986. Señor Presi. 
dente del Senado doctor Enrique Tarigo. Presente. De mi 
mayor consideración: Por medio de la presente, solicito 
licencia por el día de hoy por razones de enfermedad. Sin 


otro particular lo saludo muy atentamente. Juan Raúl 
Ferreira. Senador”. 


—Se va a votar si se concede la licencia formulada. 


(Se vota:) 
—14 en 14, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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6) PROYECTO PRESENTADO 


“(Carp. N? 624/86) 
EMBARCACIONES DEPORTIVAS Y DE RECREO 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Desde hace años se viene aplicando a las embarcacio- 
nes deportivas normas relativas a la Marina Mercante. 
Ello se debe a que nunca existió ni se preparó una legis. 
lación especial destinada a embarcaciones deportivas. 


La situación presente ha ido en detrimento del de- 
porte ya que las normas mencionadas persiguen otros 
ines. 


En todo el mundo las embarcaciones deportivas circu- 
lan y navegan libremente. Las embarcaciones navegan de 
un puerto a otro ya sea dentro o fuera del país en la mis- 
ma forma en que circulan los automóviles. No existen 
grandes contrastes. 


La responsabilidad queda siempre, como no puede ser 
de otra forma, en manos del dueño o responsable de la em- 
barcación. La actividad de la Marina y la Prefectura está 
restringida a dar informaciones, consejos, ayuda cuando 
le sea requerida y realizar la policía del mar. 


En Estados Unidos se controla la construcción y bota- 
dura de embarcaciones deportivas, dejando lo demás li- 
brado al propietario o responsable. 


En Europa el régimen es todavía más liberal. No exis- 
ten puertos cerrados, sólo aviso de temporal. No existen 
roles o trámites para viajar de un puerto a otro dentro 
del país. "No existen inspecciones de casco, motores o ins- 
trumentos, como no lo existen en los automóviles. 


El proyecto de ley preparado busca facilitar la circu- 
lación y movilización de embarcaciones deportivas ponien. 
de al Uruguay en condiciones de brindar tanto al urugua- 
yo como al turista un régimen adecuado al tiempo al 
que vivimos. 


Montevideo, 10 de setiembre de 1988 


Gonzalo Aguirre. Senador. 


PROYECTO DE LEY SOBRE 
EMBARCACIONES DEPORTIVAS Y DE RECREO 


Artículo 19 . — Las disposiciones de la presente ley 
se aplican a las embarcaciones deportivas o de recreo. Se 
consideran a los efectos de la presente ley como “embar- 
caciones” las definidas a continuación: embarcación depor- 
tiva o de recreo es todo artefacto náutico apto para nave. 
gar, de uso particular, Por uso particular se entenderá la 
utilización de una embarcación por el propietario o la 
persona que tenga el disfrute de la misma en alquiler o 
E cualquier otro título, con fines que no sean comer- 
ciales. 


Quedan asimismo incluidas en las disposiciones de es- 
ta ley todas aquellas embarcaciones de propiedad de clu- 
bes náuticos y las tablas a vela (windsurf). 


Art. 2%. — La navegación en dichas embarcaciones, 
así como su traslado, registro o transferencia, queda st- 
jeto a las disposiciones de la presente ley. 


Art. 39 — La construcción de las embarcaciones, no 
requiere autorización previa. Con anterioridad a su bota: 
dura inicial, la Dirección de la Marina Mercante, depen- 
diente de la Prefectura Nacional Naval, expedirá un cer- 
tificado de botadura en el que verificará que las mismas 
se encuentren provistas de: a) fondeo con cadena y cabo; 
b) bengalas para uso diurno y nocturno; c) extinguidores 
para todo tipo de fuegos; d) salvavidas; e) luces de nave- 
gación reglamentarias; f) nombre y número de matrícula 
y, g) si están provistas de motor interno a nafta, malla 
matafuego. Los demás elementos de seguridad y comuni- 
caciones que aconseje la Autoridad Marítima serán de uso 
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optativo para su propietario. Las exigencias de este artícu- 
lo no serán aplicables a las tablas de windsurf a cuyos 
tripulantes se les exigirá únicamente el uso de chaleco 
salvavida. 


Art, 4% — Una vez obtenido el certificado de bota- 
dura, es responsabilidad del capitán o patrón de la embar- 
cación mantenerla en condiciones de navegabilidad y do- 
tada de los elementos de seguridad indicados en el artículo 
30, La Autoridad Marítima podrá realizar inspecciones a 
cualquier embarcación, ya sea en puerto o en navegación, 
las que no podrán superar el número de dos por embarca- 
ción y por año. No podrán ser practicadas en embarca- 
ciones que hayan solicitado previamente el rol a que se 
refiere el artículo 99. 


Art. 59 — Las embarcaciones, ya sean de bandera 
nacional o extranjera, podrán navegar y permanecer li. 
bremente en aguas de la República, quedando exceptuadas 
de dar entrada y salida en la forma prescripta por la Au- 
toridad Marítima y Aduanera, y de las limitaciones que 
implican los cierres de puertos. 


Art. 6% — La Dirección de la Marina Mercante, de- 
pendiente de la Prefectura Nacional Naval, llevará un Re- 
gistro Especial de Embarcaciones Deportivas y de Recreo. 


Art. 7% — Las embarcaciones de más de tres tonela- 
das de arqueo incluidas en la presente ley deberán ser ma- 
triculadas en: a) Entidades Náuticas que gocen de per- 
sonería jurídica, las que se encuentran obligadas a comu- 
nicar dichas inscripciones al Registro Especial de Embar- 
caciones Deportivas y de Recreo o, b) directamente en el 
mencionado Registro. 


Art, 89. — La propiedad de las embarcaciones de más 
de tres toneladas de arqueo, se acreditará con la inscrip- 
ción en el Registro a que hace referencia el artículo ante- 
rior. La transferencia de la propiedad se documentará: 
a) por acta levantada en el Registro con la comparecencia 
del comprador y del vendedor 0, b) con la inscripción ante 
el mismo de un documento privado con firmas certifica- 
das por Escribano Público. En ambos casos, el Registro 
no exigirá otro contralor que la identificación de la per- 
sona física o jurídica propietaria. 


Art. 92 — En los casos en que las embarcaciones, sean 
de bandera nacional o extranjera, viajen a puertos ex- 
tranjeros, su capitán o patrón deberá gestionar en el puerto 
de salida un rol y documento que contendrá la identifica- 
ción de la embarcación, el nombre y documento del res- 
ponsable de la misma, así como los de los tripulantes. Ello 
será requerido siempre que dicho documento sea exigido 
por el país del puerto de destino o de los puertos de escala 
extranjeros. El rol será expedido por las Entidades Náuti- 
cas a que se refiere el apartado a) del artículo 79%; de no 
existir éstas en el puerto de salida, por la Prefectura res- 
pectiva. 


En ambos casos se controlará exclusivamente la ma- 
trícula y el certificado de botadura. 


Art. 10. — El capitán o patrón de la embarcación es 
el responsable de su uso, debiendo tripularla una persona 
que acredite idoneidad mediante breve que expedirán las 
Entidades Náuticas reconocidas. Se entiende que reúnen 
esta condición aquellas que, gozando de personería jurí- 
dica, cuenten con más de cinco años de experiencia, po- 
sean escuela de vela o motonáutica y dicten cursos teórico- 
prácticos de navegación. 


Art. 11. — Créase un Tribunal Honorario integrado 
por un representante de: a) la Armada Nacional; b) la 
Prefectura Nacional Naval; c) la Autoridad privada Na- 
cional de Yachting a Vela o Motonáutica, en su caso; d) 
la Federación Uruguaya de Yachting a Vela y, e) la Enti. 
dad Náutica en que esté inscripta la embarcación. En caso 
de tratarse de una embarcación de bandera extranjera, el 
delegado previsto en el apartado e) será sustituido por uno 
designado por el Yacht Club Uruguayo. Su función será 
la de juzgar del punto de vista administrativo la conducta 
y responsabilidad de los propietarios, usuarios, capitanes 
o patrones de las embarcaciones y la de imponer las san- 
ciones del artículo 12; el Tribunal resolverá por mayoría 
de presentes y funcionará válidamente con un mínimo de 
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tres de sus integrantes. Las conclusiones y decisiones de 
este Tribunal a todos los efectos legales posteriores, no 
constituirá un medio de prueba ni antecedentes a ningún 
efecto. - 


Art. 12. — El Tribunal que se crea por el artículo añ. 
terior podrá imponer al propietario, usuario, capitán o pa- 
trón de la embarcación, las sanciones siguientes: a) en 
el caso de comprobarse que se encuentra sin los elemen. 
tos de seguridad definidos en el artículo 32 o de que ellos 
se encuentren en condiciones defectuosas: amonestación, 
multa hasta de 40 UR e inmovilización de la embarcación 
hasta su puesta en condiciones; b) en el caso de no cum- 
plir con los reglamentos de navegación: amonestación o 
multa de cinco UR a 40 UR. según la gravedad de la in- 
fracción. 


Art. 13. — Las operaciones de remolque, asistencia, 
salvamento y otras similares podrán ser realizadas entre 
embarcaciones de las comprendidas en esta ley, o por cual- 
quier persona o entidad con quien contrate el propietario 
O responsable de la embarcación. 


Art. 14. — Se consideran abandonadas las embarca. 
ciones que estén en puertos de la República o en depósitos 
o varaderos públicos o admivistrados por entidades náu. 
ticas, en los siguientes casos: a) que no efectúen navega. 
ción en un plazo de un año, salvo causa justificada; b) que 
no abonen su estadía o depósito en un plazo de un año. 


.. Los hechos precedentemente mencionados serán certi- 
licados por la Prefectura del lugar o por las Entidades 
Náuticas definidas en el artículo 79. 


La Autoridad Pública o Entidades Náuticas dispon- 
drán el remate de Ja embarcación, sin base y al mejor 
postor, procediendo a efectuar publicaciones en el Diario 
Oficial, y en otro de circulación general por un plazo de 
10 dias anunciando el remate y las bases del mismo. 


El propietario o responsable de la embarcación podrá 
dejar sin efecto el remate :' antes del mismo regulariza 
la situación abonando todc: los adeudos y gastos que se 
hayan generado. 


- Con el producido de la subasta se cubrirán los gastos 
originados y la deuda existente reajustada de conformidad 
con lo dispuesto por el Decreto-Ley NO 14.500, de 8 de 
marzo de 1976, y el remanente si lo hubiere, se depositará 
en el Banco Hipotecario del Uruguay eu Obligaciones Hi. 
potecarias Reajustables a la orden de quien justifique ha- 
ber sido el propietario o tener derecho sobre la embar. 
cación. 


_Si no hubiere oferente, la embarcación podrá ser de- 
positada en predio a determinar por la Prefectura Nacto- 
nal Naval. 


Art. 15. — Cuando una embarcación deportiva aban- 
done un puerto sin haber pagado los emolumentos, tribu- 
tos y/o precios públicos que adeudare, se podrá requerir 
a la Prefectura Nacional Naval su detención y arresto 
hasta que se satisfagan los adeudos generados. 


Art. 16. — A las embarcaciones matriculadas en la 
sección Deportes de la Matrícula de Cabotaje a la fecha 
de vigencia de la presente ley, y a solicitud de sus propie- 
tarios, se les extenderá el certificado de botadura a que 
se refiere el artículo 32 de esta ley. 


Art. 17. —— A las embarcaciones comprendidas en esta 
ley se les aplicarán todas las franquicias, facilidades y be- 
neficios que rijan para los buques de cabotaje nacionales, 
incluso las pormas de abanderamicnto, en lo que no esié 
en contradicción con las normas de esta ley. 


Art. 18. — Todo capitán o patrón, sin perjuicio de la 
responsabilidad solidaria del propietario, de embarcación 
deportiva o de recreo cualquiera sea su bandera, es res- 
ponsable por los daños y perjuicios que ocasione a bien o 
persona. 


Montevideo, 10 de setiembre de 1986. 


Ganzalo Aguirre. Senador”. 
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7. UNION INTERPARLAMENTARIA MUNDIAL. 
Convocatoria al señor senador Zumarán 
en su calidad de Vicepresidente, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar el or- 
den del día. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite, señor Presi- 
dente, para formular una pregunta de carácter reglamen- 
tario? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — En este momento advierto 
que en sala hay solamente 15 señores senadores. ¿Se puec- 
de sesionar con este número? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Hay quórum para delive- 
rar pero no para votar. 


SEÑOR CERSOSIMO. —- ¿Se está llamando a Sala” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Desde hace varios minu- 
tos, señor senador. 


(Entran a Sala varios señores senadores). 


SEÑOR AGUIRRE. — Ahora se está en condiciones 
de votar. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra, el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Hace unos instantes el Cuer- 
po aprobó una resolución, que comparto, sobre el señor 
senador Zumarán, que contó solamente con 15 votos. Me 
pregunto, si no sería posible poner dicha resolución nue- 
vamente a votación ahora que el Cuerpo ha aumentado 
su quórum. 


SEÑOR PRESIDENTE, — El asunto parecía más una 
cuestión de trámite interno pero la Mesa entiende que de- 
be ponerlo nuevamente a votación para que el tema que- 
de más claro. 


Hace unos instantes se decidió conferirle carácter ofi- 
cial al viaje del señor senador Zumarán a la ciudad de 
Buenos Aires, en su calidad de Vicepresidente del Paria- 
mento Latinoamericano, a los efectos de que pueda asis- 
tir a una reunión de su Junta Directiva. 


Ahora que hay quórum en Sala, se va a reiterar la 
votación. 


Siro se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
--17 en 17, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


$8) COMISIONES INVESTIGADORAS 
Sus facultades y poderes. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Se pasa a considerar el 
primer punto del orden del día: proyecto de ley por el 
que se establecen las facultades y poderes que tendrán 
las Comisiones Investigadoras previstas por el artículo 
120 de la Constitución de la República. (Carp. N* 272/85 
Rep. N9 26/86). 


(Antecedentes: ver 21% S.O.) 
--Continúa la discusión del proyecto. 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: los artículos 
12, 13 y 14 que integran el Capítulo III, ya habían sido 
objeto de extenso análisis y de una deliberación exhausti- 
va por parte del Cuerpo de modo que, a mi juicio, y salvo 
mejor opinión de otro señor senador, correspondería po- 
nerlos a votación. Ahora aue ingresó a Sala el señor se- 
nador Araújo y algún otro colega, estamos en condicio- 
nes de resolver. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— La Mesa concuerda con el 
señor senador en que los artículos 12 a 14 ya habían sido 
largamente discutidos. En consecuencia, se está en con- 
dición de ponerlos a votación. Se había decidido realizar 
una modificación en el literal a) del artículo 12. 


SEÑOR AGUIRRE. — Solicito que se le dé lectura 
a la modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE. —. Léase. 
(Se lee:) 


“a) investigar situaciones que se consideren ilícitas 
o irregulares, a fin de corregirlas y hacerlas cesar, por 
quien corresponda, mediante el ejercicio de los poderes 
jurídicos de control administrativo o la promoción de un 
juicio político;” 


—Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
Capítulo 111, que comprende los artículos 12 —con la mo- 
dificación que se acaba de leer—— a 14, inclusive. 


(Se vota:) 
--17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el Capítulo IV, “De los órganos, ac: 
tividades y personas que pueden ser objeto de investiga- 
ción” que comprende los articulos 15 a 31, inclusive. 


Para el artículo 15 hay un texto sustitutivo. 
—Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 15. — La actividad administrativa del Po- 
der Ejecutivo, incluso Ja desarrollada en cumplimiento de 
un acto de gobierno, puede ser objeto de investigación. 


Sin embargo, no podrá ser objeto de investigación un 
asunto que formare parte de la competencia de los Minis- 
terios de Defensa Nacional, interior o Relaciones Exterio 
res, y que el Poder Ejecutivo declarara secreto, no siendo 
de aplicación lo dispuesto én el Capítulo V de esta ley. 


La declaración correspondiente será comunicada por 
escrito al Presidente de la Cámara que hubiera designado 
la Comisión o, en su caso, al de la Comisión Permanento. 


El Cuerpo designante, dentro de los veinte días de re- 
cibida la comunicación del Poder Ejecutivo deberá pro. 
nunciarse. Para ratificar la decisión de investigar será 
necesario el voto afirmativo de los dos tercios de sus inte- 
grantes. 


(Firman:) Jorge Batlle, Américo Ricaldoni. Senado- 
res”, 


SEÑOR GARGANO. — Solicito que se distribuya el 
texto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Así se hará. 

SEÑOR CERSOSIMO. — La consideración de este 
artícuio puede dejarse en suspenso y continuar con el 
resto. 

SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra, el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: en mi cali- 
dad de miembro informante, debo decir que este tema no 
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fue considerado a nivel de Comisión y es por ello que el 
aditivo no venía incluido en el texto del proyecto. No obs- 
tante, dadas las objeciones formuladas por señores sena. 
dores del Partido de gobierno sobre la posibilidad de acep- 
tar investigaciones sin ningún tipo de limitaciones, en el 
área del Poder Ejecutivo, por los problemas que pueden 
referirse, precisamente, a actividades de carácter secreto 
o respecto de las cuales pueda aducirse ese carácter, al- 
gunos legisladores, fuera de la Comisión, aceptamos este 
texto que —-creo no cometer ninguna indiscreción— para 
zanjar la cuestión, había sido redactado en su parte final 
por el señor senador Ortiz. Es decir, en donde se establece 
la posibilidad —o mejor dicho la facultad— del cuerpo 
designante de resolver en definitiva, ello sí, por una mu- 
yoría relativamente exigente, de dos tercios. 


A título personal, señalo que estoy de acuerdo con 
esta modificación y que la voy a votar en aras de que el 
proyecto de ley se apruebe y zanjemos esta discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Mientras se fotocopia el 
texto del artículo 15 y se reparte, los señores senadores 
podrían ocuparse de los restantes. 


SEÑOR ORTIZ. — Tengo entendido que el proyecto 
de ley se está votando por capitulos, por lo tanto, podria. 
mos aprobar este Capítulo con excepción del artículo 15. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si el Senado comparte el 
criterio, se podría proceder como sugiere el señor senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. -—- ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — El artículo 23 está dentro de 
este Capitulo. En consecuencia, señor Presidente, si bien 
nosotros, en la Comisión, hemos establecido en el acápite 
de ese articulo, que sin perjuicio de lo dispuesto en el ar- 
ticulo precedente, el Senado también puede designar co- 
misiones de investigación de la actividad administrativa 
de los Entes Autónomos y de jos Servicios Descentralizados, 
para ser asesorado a los efectos de, etcétera, de acuerdo 
con un estudio del doctor Justino Jiménez de Aréchaga, 
que consta en la Revista de Derecho, Jurisprudencia y 
Administración, Tomo 54, página 163, se llega a la conclu- 
sión de que éste tiene razón, como no puede ser de otra 
manera, cuando afirma que tanto el Senado como la Cá- 
mara de Representantes pueden designar este tipo de Co- 
misiones, en lo que dice relación con la actividad adminis- 
trativa de los Entes Autónomos y de los Servicios Descen- 
tralizados. O sea Comisiones Investigadoras propiamente 
dichas o Comisiones de esta naturaleza para suministrar 
datos con fines legislativos, porque él entiende que a cual- 
quiera de las dos ramas del Parlamento le corresponde no 
sólo el derecho sino la obligación, ya que deben legislar en 
su caso la materia, y, naturalmente, tienen que poseer un 
conocimiento cabal del espectro de actividades de que se 
trate, de ejercitar esa facultad o ese poder deber, como 
quiera llamársele, que comprende tanto al Senado como 
a la Cámara de Representantes. 


Es por eso que sugeriría -—salvo mejor opinión de los 
señores integrantes de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación-— que se agregara “y la Cámara de Represen- 
e como enseña el doctor Justino Jiménez de Aré- 
chaga. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: por supuesto 
que estamos de acuerdo con la opinión del doctor Justino 
Jiménez de Aréchaga, que ha sido recogida en el proyecto 
de ley. Pero creo que el señor senador Cersósimo padece 
una confusión, por supuesto involuntaria. El principio ge- 
neral al que él refiere, surge del artículo 22, que dice: 
“Las investigaciones en los Entes Autónomos y los Servi- 
cios Descentralizados proceden para asesorar al Cuerpo 
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designante a los efectos de:” y allí vienen las distintas 
hipótesis. Esas investigaciones, por supuesto, pueden ser 
realizadas por ambas Cámaras y también por la Comisión 
Permanente. 


El artículo 23 alude de modo expreso al Senado y, por 
consiguiente, excluye a los demás Cuerpos Parlamentarios, 
porque se trata de investigaciones referidas al ejercicio 
de poderes jurídicos de que sólo es titular el Senado; esto 
es, otorgar venias para reelegir o designar a Directores de 
Entes Autónomos, resolver sobre medidas de contralcr 
que puede disponer el Poder Ejecutivo, decidir sobre solici- 
tudes de venias para destituir a miembros de los Consejos, 
etcétera. Es decir que allí no se puede hacer alusión a la 
Cámara de Representantes, porque esos poderes jurídicos 
son competencia del Senado y no de aquélla. Ella puede 
investigar, por supuesto, en todas las otras situaciones de 
carácter general a que se refiere el artículo 22. 


SEÑOR CERSOSIMO. --- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR AGUIRRE. — Ya he terminado, pero con gus: 
io le concedo la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Hace tanto tiempo que lhe- 
mos dejado de lado este asunto, que no hemos tenido opor- 
tunidad, por razones obvias, de refrescar todo el material 
de que disponemos y que está aqui ahora, encima de nues- 
tra banca. Pero tengo presente esa cita que he indicado 
del doctor Justino Jiménez de Aréchaga, que figura en 
la página 163, y con el permiso del señor Presidente, que 
me hacía signos negativos con la cabeza —y yo, normal- 
mente, siento un poco de nerviosismo cuando ello ocurre... 


SEÑOR PEREYRA. — Faita de experiencia. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Efectivamente, faita de ex- 
periencia. 


Quiero leer la expresión concreta del párrafo de que 
se trata, perteneciente al doctor Justino Jiménez de Aré- 
chaga. Dice: “Esta conclusión, que parece indiscutible con 
relación al Senado, en el caso de que el Poder Ejecutivo 
le solicite la venia para destituir” -——estaba hablando de 
la Universidad de la República— “a un Director de la 
Universidad, me parece igualmente indiscutible respecto 
del Senado en toda circunstancia y de la Cámara de Re- 
presentantes. Sólo pudiendo ilustrarse una y otra Cámara 
respecto de la gestión realizada por la Universidad, podrán 
encontrarse en situación de apreciar si el Ejecutivo Ces 
tral cumple adecuadamente con el deber de contralorear 
la eficiencia, diligencia y licitud penal de la gestión a car- 
zo de los miembros del Consejo Directivo de la Univer. 
sidad”. 


Esto es en lo que respecta a la Universidad de la Re- 
pública, y es tanto más acentuado en jos demás Entes Au. 
tónomos, que no sean de enseñanza, porque es sabido que 
en relación con ésta, los de enseñanza no rigen los contra- 
lores de oportunidad y de conveniencia proclamados en 
el artículo 197 de la Carta, sino solamente aquellos que 
pueden hacer jugar a posteriori la responsabilidad del Mi- 
nistro correspondiente, si el Poder Ejecutivo no procede, 
eventualmente, a la destitución de los Directorios o Direc- 
tores en caso de ineptitud, omisión o delito, según la regla 
del artículo 198 de la Constitución. 


Quiere decir entonces que parece adecuada en Ja es- 
pecie, aplicar la opinión del doctor Aréchaga, cuando ex- 
presa que en este tipo de casos es procedente también ex- 
tender la competencia, en cuanto a Ja posibilidad de de- 
signar Comisiones Parlamentarias de Investigación, a la 
Cámara de Representantes, por los motivos que están se- 
ñalados en este pasaje de su trabajo sobre “Parlamento y 
Universidad”, publicado en la Revista que he citado. 


SEÑOR ORTIZ, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Ortiz. 


11 de Setiembre de 1986 


SEÑOR ORTIZ. — Naturalmente que la Cámara de 
Representantes tiene facultades para designar Comisiones 
Investigadoras para estudiar temas relacionados con la 
Universidad o cualquier otro organismo. Pero la mención 
que se hace aquí, en los apartados a, b y e del articulo 23, 
se refiere exclusivamente a funciones del Senado. Porque 
dice el artículo 23 que el Senado puede designar Comi- 
siones Investigadoras. ¿En qué asuntos? En el caso de 
otorgar la venia y ella solamente la otorga el Senado, no 
la Cámara de Representantes. 


En el apartado b), se expresa que será para resolver 
sobre las rectificaciones, correctivos, etcétera, incluidos 
en el artículo 197 de Ja Constitución. Y esta disposición 
197 atribuye competencia en esta materia al Senado, ex- 
clusivamente. 


Lo mismo sucede con el apartado c), cuando dice: 
“otorgar la venia requerida por el Poder Ejecutivo para 
destituir a los miembros de los Directorios”. Esa venia la 
otorga el Senado, De manera que para esos temas no pue- 
de Ja Cámara de Representantes designar una Comisión 
Investigadora, porque no tiene competencia para otorgar 
venias ni para resolver sobre los correctivos. Pero eso 10 
quiere decir que ella no esté habilitada para designar Co- 
misiones Investigadoras sobre todos los otros temas; pero 
en este caso concreto que aquí se detalla, solamente tiene 
intervención el Senado. 


Por esas razones, señor Presidente, entiendo que el 
artículo está bien y que no limita las potestades de la 
Cámara de Representantes, que además están dadas por 
el resto del proyecto. Por eso es que se ha hecho la men- 
ción dé estos casos específicos. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO, — Soy miembro informante, 
señor Presidente, de modo que puedo tomarme estas li 
cencias, un poco excesivas, a veces. 


No hago cuestión en esto. Simplemente, como en la 
Comisión no habíamos hablado de este tema y, en reali- 
dad, después de leer con detención la opinión del desta- 
cado constitucionalista que he nombrado, me pareció que 
era, por lo menos, oportuno citar su punto de vista, por si 
el Cuerpo, o la Comisión antes, entendían que podía incor- 
porarse ese giro que él indica para estos casos. Pero si la 
Comisión y el Senado deciden que no, también comprendo 
que puedan tener razón; y quizá la tengan quienes opi- 
nan en la forma en que se ha estructurado el proyecto 
que está a consideración en este momento. De modo que 
tampoco hago una cuestión en ese aspecto. 


Lo que sí quiero decir, señor Presidente, en relación 
con el mismo artículo, es algo que ya expresé en la dis- 
cusión general y que había manifestado en aquella ova- 
sión, lo iba a replantear al tratarse el artículo correspon- 
diente, para dear constancia de cual era nuestro pensa- 
miento en relación con la disposición del literal c) del 
mismo artículo 23. Este establece en su inciso segundo que 
“la investigación no procede respecto de los Entes Autó- 
nomos docentes, en el caso del literal b), ni en él caso del 
literal a) respecto de la Universidad de la República (ar- 
tículos 205 y 203 de la Constitución)”. 


A este respecto señalaba, en aquella intervención que 
tuvo lugar al tratarse en general el proyecto, la opinión 
del doctor Juan José Carbajal Victorica, en su trabajo 
“Comisiones Parlamentarias de Investigación”, que fue pu- 
blicado en el tomo 54 de la “Revista de Derecho, Juris- 
prudencia y Administración”. 


Sobre el particular hago mías sus expresiones en cuan- 
to indican claramente lo que a continuación voy a leer, 
para que quede constancia de cuál es el pensamiento del 
senador que habla en relación con este tema específico. 


Dice el doctor Carbajal Victorica, en la página 115: 
“Existen vinculados a la obra de la Universidad valores 
de orden público, regulados y protegidos por las leyes, co: 
mo la gratuidad de la enseñanza oficial, la formación dei 
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carácter moral y cívico de los alumnos, los derechos fun- 
damentales que no pueden ser quitados por reglamentos 
y que pueden resultar heridos por los regímenes de estu- 
dios, según la cantidad de materias y los años exigidos, el 
acceso a las profesiones del cual depende en parte la igual- 
dad social de oportunidades; la policía del ejercicio profe- 
sional que cuida la exclusividad de actuación derivada de 
los títulos universitarios. No se trata de problemas circuns- 
critos a la especialidad técnica de un Ente Autónomo, 
aunque este tenga la vida y la trascendencia de ser al. 
bergue del pensamiento nacional. Son incumbencias esen- 
ciales del Estado proclamadas por la Constitución, some- 
tidas a la ley y que no pueden hurtarse al conocimiento 
parlamentario y a la ventilación pública de su contralor”. 


En €se aspecto pues, señor Presidente, nuestro pensa. 
miento es concordante con las ideas expuestas por el doc. 
tor Carbajal Victorica y vamos a votar con ese sentido 
este artículo. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: no quiero 
extender innecesariamente la consideración de este pro- 
yecto de ley. 


Sin embargo, creo que debemos clarificar cuál es el 
alcance de la precisión que acaba de formular el señor 
senador Cersósimo, remitiéndose a las exactas opiniones 
—que también compartimos— de aquel ilustre jurista y 
especialista en Derecho Público que fue el doctor Juan 
José Carbajal Victorica. 


La opinión a que acaba de dar lectura el señor sena: 
dor Cersósimo, expresa un juicio favorable a la proceden- 
cia de la actuación de las Comisiones Investigadoras en el 
ámbito de la Universidad de la República, que no está 
excluida de la posibilidad de ser investigada en su ges- 
tión administrativa, por las mismas razones que, con ca- 
rácter general, fundamentan la posibilidad de nombrar Co- 
misiones Investigadoras respecto de todos los Entes Au- 
tónomos. 


El único sentido que tiene el literal final de este ar- 
tículo es aclarar que el Senado no puede investigar cuan- 
do el objeto de la investigación es un asesoramiento res- 
pecto del ejercicio de atribuciones que no tiene con rela- 
ción a los Entes Autónomos docentes y, en un caso con- 
creto, con respecto a la Universidad de ia República. ¿Por 
qué expreso esto? Porque la referencia al literal b) es al 
ejercicio de un poder jurídico que establece el artículo 197 
de la Constitución. De acuerdo con la remisión del artículo 
205 de la Constitución, que es el último del Capítulo 11 de 
la Sección referente a los Entes Autónomos, es decir el 
Capítulo relativo a los Entes Autónomos docentes, ese 
poder jurídico de observar los actos de los Directorios o 
Directores Generales o de disponer su suspensión cuando 
considere inconveniente o ilegal la gestión de los mismos, 
así como de disponer rectificaciones, correctivos o remo- 
ciones que considere del caso al ser desatendidas las obser- 
vaciones, no la tiene el Poder Ejecutivo respecto de los 
Entes Autónomos de enseñanza. Y, por consiguiente, el 
Senado no puede nombrar Comisiones Investigadoras a 
esos efectos porque —reitero— respecto de los Entes Do- 
centes no tiene esa atribución. 


En cuanto al literal a) que se refiere al otorgamiento 
de venia requerida para reelegir o designar a un miem. 
bro de un Directorio o a un Director General, no se puede 
ejercer respecto de la Universidad de la República porque 
ésta, de acuerdo al artículo 203 de la Constitución tiene 
un régimen particular de designación de su Consejo Di- 
rectivo Central, establecido a texto expreso por la Cons- 
titución y que no puede modificarse por ley. 


Dice esta norma, como todos sabemos, que “El Cor- 
sejo Directivo de la Universidad de la Revública será de- 
signado por los órganos que la integran y los Consejos 
de sus órganos serán electos por docentes, estudiantes y 
egresados, conforme a lo que establezca la ley sancionada 
por la mayoría determinada en el inciso anterior”. 


TICS. 


Quiere decir que no existe la menor contradicción en- 
tre lo que establece esta disposición y lo expresado con 
toda razón por el doctor Juan José Carbajal Victorica y 
a lo cual se le ha dado lectura por parte del señor seña- 
dor Cersósimo, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, correspondería votar el Capítulo IV, con exclusión 
del artículo 15, tal como se había resuelto. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Se podría incluir el artículo 15. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Entonces, incluiriamos el 
artículo 15. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene Ja palabra el señor 
senador. si 


SEÑOR TOURNE. — Señor Presidente: no vamos a 
acompañar la modificación del artíqulo 15, cuyo reparti- 
do obra sobre nuestra mesa. 


Voy a tratar de sintetizar mi pensamiento. 


Considero que esta disposición es inconstitucional por- 
que significa una limitación exorbitante de la facultad del 
Parlamento expresamente establecida en los artículos 118, 
119, 120 y 121 de la Constitución de la República. 


No es necesario extendernos en argumentaciones por- 
que cualquier legislador tiene la facultad de pedir infor- 
mes y de recibirlos obligatoriamente por parte del Poder 
Ejecutivo sobre cualquier materia que sea competencia 
de las diversas ramas de la Administración pública. 


Además, el desarrollo de esta disposición ha sido una 
de las garantías de las minorías, integrantes del Parlamen- 
to de la República. Esta disposición que estatuye el fun- 
cionamiento de Comisiones Investigadoras en ciertas áreas 
calificadas por la reserva o el secreto, únicamente desti- 
nadas al arbitrio de mayorías excepcionales significa, en 
definitiva, una forma de atentar o de. violar el espíritu de 
la Constitución de la República y el origen y los antece- 
dentes con que fueron consagradas estas normas a partir 
de la Constitución de 1917. 


Significa, además, señor Presidente, desde el punto de 
vista político, una “capite deminutio” institucional! del 
Parlamento, la existencia de esferas vedadas de la Admi- 
nistración, que quedan prácticamente libres de la posibi- 
lidad de que el Parlamento investigue. La admisión por 
parte del Parlamento de la existencia dentro de la vida 
administrativa de la República de este tipo de sectores, 
constituye no solamente una disminución institucional del 
Parlamento, sino una calificación institucional diminutoria 
para el Parlamento en su conjunto y para cualquiera de 
sus miembros. 


Por último, la existencia de un espacio administrati- 
vo en la vida de la República vedado al conocimiento del 
Parlamento, es contrario al sistema democrático republi- 
cano de Gobierno. 


En consecuencia, nosotros no podemos imnplantarlo de 
ninguna manera, 


En definitiva, señor Presidente, considero que esto es 
una rémora de la doctrina de la seguridad nacional. ¿Que 
pueda admitirse en el funcionamiento democrático de un 
país que determinados aspectos de la vida del mismo scan 
secretos, que haya actividades de carácter administrativo 
vinculadas a los Ministerios del Interior, Defensa Naciona! 
y Relaciones Exteriores que tengan la nota o calificación 
de secreto? Sí, lo admitimos perfectamente porque no 
sólo ocurre en nuestro país, sino que en cualquier sistema 
organizado del mundo entero se establece este tipo de ca- 
racterizaciones respecto a determinados asuntos. 


Pero que el Parlamento tenga vedada la posibilidad 
de conocer estos asuntos, evidentemente, es algo de dudo- 
so arbitrio que, reitero, significa simplemente la admisión 
de la doctrina de la seguridad nacional, larvada, pero de 
cualquier manera presente a nivel del análisis de estas 
Comisiones Investigadoras. 
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Digo además, que esto es contrario al sistema previsto 
en este proyecto de ley, que parte de la base de que de- 
terminadas Comisiones Inyestigadoras reciban —una vez 
que entren en funcionamiento— de parte de cualquiera 
de los señores Ministros a cuya órbita de trabajo pertenece 
la investigación, el pianteamiento de que se consideren 
secretos determinados documentos o actuaciones adminis. 
trativas. Lo prevé el proyecto y se apoya en que dicho 
planteo conforma, automáticamente, la decisión de que 
esos documentos o actuaciones administrativas se corsi- 
deren secretos. Pero sigue en el conocimiento de la Comi- 
sión y, por lo tanto, ésta y el Cuerpo, durante el período 
en que se considere y analice el informe de la Comisión 
Investigadora, deberán actuar bajo el imperativo del se- 
creto. 


Por consiguiente, esto es congruente con un planteo 
del Poder Ejecutivo, pero lo es también con el respeto que 
se debe un Parlamento democrático, al cual no le puede 
estar vedado el acceso a actuaciones de cualquier natura. 
leza. Aquí nos encontramos con que se marca la imposi- 
bilidad de análisis por parte del Parlamento, salvo la exis- 
tencia de una mayoría extraordinaria, pero se parte de la 
base de que el Poder Ejecutivo prácticamente pueda ve- 
dar el conocimiento de inmensos sectores de la Adminis- 
tración o frustrar el funcionamiento de las Comisiones 
Investigadoras “in limine”, mediante ei planteo antes de 
que la propia Comisión pueda entrar en el estudio y aná- 
lisis del asunto. 


Por las razones expuestas, y sin perjuicio de otras 
consideraciones que sin duda el análisis de este artículo 
va a determinar —y que en forma más prolija y con re- 
flexiones más profundas van a surgir a nivel de la opi: 
nión pública y que babrían aparecido en el estudio que 
tendríamos que haber hecho— aueremos dejar claramen- 
te expresado que para nosotros este es un artículo que 
prácticamente recién llega a nuestro conocimiento en este 
momento y que dentro de Jos extremos que hemos fijado 
como determinantes de nuestro voto negativo, en torno 
a ese planteo, van a estar fundamentados los motivos de 
una controversia que comienza en el dia de hoy, y a la 
que el Senado de la República debe poner fin no acompa- 
ñando este texto. 


En este proyecio se preserva el secreto de las actua: 
ciones administrativas. El Poder Ejecutivo o cualquier Mi- 
nistro que considere que una actuación administrativa de- 
be permanecer secreta, lo comunicará a la Comisión In- 
vestigadora y ésta seguirá investigando, pero bajo esa 
condición, que no podrá ser levantada inclusive en el co- 
nocimiento del Cuerpo. 


Creo que el proyecto contemplaba ambos puntos de 
'vista. La necesidad de respetar el secreto de determina: 
dos documentos, actuaciones y asuntos vinculados a Jos 
resortes más delicados de la vida del Estado, quedaba per- 
lectamente establecida en el proyecto, tal como venía 
estatuido sin necesidad de esta dispensa genérica, de esta 
veda ai conocimiento del Parlamento que significa, reite. 
ro, una contraposición total de los fundamentos mismos 
del sistema democrático republicano. 


SEÑOR GARGANO. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabia el señor 
senador. 


SEÑOR GARGANO. — Señor Presidente: el texto 
sustitutivo propuesto llegó recién a nuestras manos y las 
primeras reflexiones que se nos ocurría hacer van en la 
misma, dirección de las que ha efectuado el señor senador 

ourne, 


Pensamos que el texto propuesto colide con las dispo: 
siciones constitucionales, especialmente con el artículo 120 
de la Constitución que dice: “Las Cámaras podrán nom- 
brar comisiones parlamentarias de investigación o para 
suministrar datos con fines legislativos”. Establece esa 
facultad, sin ninguna limitación. Por lo tanto, la Jey no 
Puede imponer una limitación que no existe en la propia 
Constitución. 


Además, la segunda línea de reflexiones con respecto 
al texto propuesto, tiene su respuesta en el artículo 34 del 
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proyecto en discusión, que reglamenta el secreto de las 
Comisiones Investigadoras en forma exhaustiva, dando ab- 
soluta garantía a la Administración de la reserva perti- 
nente cuando ésta corresponda. 


Por las razones expuestas, no vamos a acompañar el 
texto sustitutivo propuesto. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: este texto 
sustitutivo del artículo 15 —presentado por el señor se- 
nador Batlle y por el que habla— apunta a algo que no 
tengo inconveniente en señalar y que resulta de reflexio- 
nes que algunos integrantes de este Cuerpo hemos reali- 
zado respecto a ciertos problemas gue se pueden plantear 
en casos prácticos. En ese sentido, quiero decir, en primer 
lugar, que sin este artículo faltaría una previsión en lo que 
tiene que ver con la tutela efectiva de algunos intereses 
del Estado que es necesario preservar. 


Entiendo, entonces, que debe tenerse presente que lo 
que establece este proyecto sustitutivo del artículo 15 tie- 
ne que ver, no con lo que se investiga, sino con lo que 
no se investiga. Se ha hecho una referencia al artículo 34 
del mismo proyecto; éste trata lo que es el principio ge- 
neral, lo que es de esencia en la labor de una Comisión y 
que significa investigar y el artículo 34, dentro de la 
actividad de investigación de las Comisiones establece cir- 
cunstancias en las cuales se puede resolver que la inves- 
tigación tenga un carácter reservado, secreto. Adviértase, 
entonces, gue esto es distinto de lo gue establece este ar- 
tículo 15. 


Este artículo no habla del secreto de las actuaciones 
sino de que, contra lo que establece el principio general, 
hay circunstancias excepcionales que ameritan que no se 
investiguen. Entonces, no se puede decir que el artículo 
34 cubre perfectamente estas hipótesis, porque precisamen- 
te existen algunas en las que a varios de nosotros nos pa- 
rece que los intereses superiores del Estado están por en- 
cima de lo que resulta de la norma general establecida en 
el proyecto. 


Esto no tiene nada que ver con la seguridad nacional, 
sino con principios elementales de protección de intereses 
superiores del Estado. 


Periódicamente —y eon toda justicia— recordamos, 
dentro de lo que es la doctrina constitucionalista del país, 
al profesor Justino Jiménez de Aréchaga. Me voy a permi- 
tir leer, de las páginas 53 y 54 del Tomo IV de “La Cons- 
tibución Nacional”, algunos conceptos vertidos por Jimé- 
nez de Aréchaga para demostrar cómo este tipo de situa- 
ciones que pretende abarcar el proyectado artículo 15 sus- 
títutivo, nada menos que para este eminente profesor, es- 
taban dentro de lo que el Parlamento no podía investigar. 


Decía, hablando de documentos confidenciales o secre- 
tos —naturalmente que se puede hacer la sutileza de dis- 
tinguir documentos confidenciales o secretos de temas 
de la misma naturaleza pero creo que sería algo incondu- 
cente porque en definitiva, es lo mismo— lo sigujente: 
“Con respecto al tercer grupo de documentos, los docu- 
mentos confidenciales o secretos, el Derecho parlamenta- 
rio resuelve de manera incontrovertida que ellos no deben 
ser requeridos por los legisladores ni por las Cámaras. Vi- 
viani, en el Parlamento francés, en 1916, respondió a un 
legislador: “Esos informes me han sido comunicados para 
que yo los utilice, no para que los publique”. En el mismo 
sentido ha enseñado Todd: “Cuando los servidores respon- 
sables de la Corona declaran que una información pedida 
por el Parlamento no podría ser dada sin perjuicio para 
el servicio público o por otras razones mayores, el Parla- 
mento no debe insistir”. Naturalmente, si esto es verdad 
para los informes, tanto más ha de serlo para los docu- 
mentos. Y cuando Todd fundaba tal principio, no hacía 
sino repetir una expresión de Disraeli, que decía aguda- 
mente: “Si la Cámara insistiese en la producción de esos 
documentos, sucedería que, en lugar de lo que tenemos 
hoy -——es decir, informes confidenciales dirigidos al Go- 
bierno y conteniendo en sus menores detalles la opinión 
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de los funcionarios, dada franca y libremente para ilustrar 
a los Jefes de Departamento— tendríamos un sistema de 
informes preparados para ser depositados en la Mesa de 
la Cámara, y ellos serían acompañados de otros, confiden- 
Ciales, para el Jefe de Departamento y para él solo”. El 
mismo significado tiene la fórmula utilizada en los Esta- 
dos Unidos para solicitar datos e informes. Esa fórmula 
es la siguiente: “Pidese al Presidente trasmita al Senado 
(o a la Cámara de Representantes), si no fuese incompa- 
tible con el interés público, información completa respecto 
de...'. Claro está que en un régimen parlamentarizado 
como el nuestro, en el caso de que el Poder Ejecutivo, por 
intermedio de uno de sus Ministros o de todos ellos, se nie. 
gue a suministrar datos o informes, podrá. ocurrir que el 
Ministro o el Gabinete, sean censurados por el Parlamento 
y se produzca su caída. Pero lo que interesa averiguar no 
es cuál será la consecuencia jurídico-política de Ja negativa 
del Poder Ejecutivo a suministrar datos o a producir do- 
cumentos, sino cuál es la extensión de los poderes jurídi. 
cos del Parlamento en relación a esta materia, Si el Par- 
lamento tiene confianza en el Ministro que niega los do- 
cumentos, el Parlamento aceptará su negativa. Si el Par- 
lamento tuviera el derecho de exigir la producción de do- 
cumentos, no debería tolerar la actitud del Ministro, ni 
aún en el caso de que le merezca su confianza, porque 
estaría afectando una prerrogativa parlamentaria”. De 
esta manera, termina la transcripción del doctor Justino 
Jiménez de Aréchaga. 


Quiero referirme a esta cita del máximo constitucio- 
nalista del país, de todos los tiempos, porque no es una 
cita ociosa ya que se le dedica la importancia que tiene el 
tema y naturalmente, trae el acopio de lo que es el De- 
recho Parlamentario a la práctica parlamentaria en gene- 
ral. Pero más allá de todo eso, también quiero señalar otra 
cosa y sobre la que deseo llamar a la reflexión a quienes 
discrepan con este artículo 15. La debilidad relativa de 
este país, que no puede ser absolutamente desconocida por 
nadie —y repito que este es un tema de reflexión ulterior 
a la firma del informe por parte de quien habla— puede 
colocarlo en situaciones tremendamente difíciles que com- 
prometan realmente su soberania, sus más altos intereses, 
eso que en la fórmula tradicional del Congreso de los Es- 
tados Unidos se llama el “interés público”, que no tiene 
nada que ver, repito, con la doctrina de la seguridad nacio- 
nal, que no se practica en esta democracia uruguaya. To- 
das esas cosas podrian verse afectadas. ¿Cuáles son Jas 
áreas donde pueden verse afectadas las más altas posibili- 
dades de los superiores intereses del país? Precisamente son 
las que se mencionan acá, es decir, Ministerios del Interior, 
de Defensa Nacional y Relaciones Exteriores. Le pregunto 
al Parlamento si realmente se sentiría seguro y tranquilo 
cuando se ventilara un problema diplomático de gran im- 
portancia, de gran delicadeza, donde estuvieran amenaza- 
dos los intereses más importantes del país, o si cuando se 
estuviera discutiendo un tema que tiene que ver, no con 
la seguridad nacional sino con la defensa nacional —-y po- 
demos poner ejemplos presentes y pasados e incluso del 
futuro, no necesariamente de ciencia ficción— bastaría 
para la tranquilidad de todos nosotros saber que deter- 
minados documentos reservados son tratados con secreto 
por una Comisión. Desgraciadamente es imposible garan- 
tizar en muchos aspectos y en muchas circunstancias que 
ese secreto se pueda conservar. No basta con decir que 
habrá algún responsable y que habrá que investigar, por- 
que allí es mucho más importante el mantenimiento de 
ese secreto, que el éxito de una investigación destinada a 
determinar quién lo violó. 


En definitiva, acá se ha estructurado una fórmula 
que originariamente no preveía los últimos dos párrafos 
y que tanto el señor senador Batlle —que lamentable- 
mente no está en Sala-— como el que habla, hemos acep- 
tado, de parte de algún otro señor senador, que en defi- 
nitiva exista una mayoría especial, porque mayorías espe- 
ciales hay en la Constitución y no tiene por qué no haber. 
las en una ley que trata un tema de esta importancia. 


La decisión final la tiene, como dice el proyecto, el 
Cuerpo designante, es decir, la Cámara de Diputados, la 
Cámara de Senadores o la Comisión Permanente. Enton- 
ces acá no se trata de tapar alguna cosa que no se quiere 
que se sepa y que —si se me permite la expresión—- tiene 
“mal olor”. Es algo diferente, decir que no todo, sino al- 
gunas cosas en las áreas de los Ministerios de Defensa 
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Nacional, Interior y Relaciones Exteriores pueden ser de- 
claradas secretas por el Poder Ejecutivo, pero que la co- 
municación que se haga al Parlamento, pone en funciona- 
miento un procedimiento en el cual la última palabra 
-—por supuesto y lo reitero: con una mayoría especial-- 
la tiene la Cámara correspondiente. Y como decía el doc- 
tor Jiménez de Aréchaga, además de todo eso que prevé 
este nuevo artículo 15 que estamos considerando, no hay 
ninguna duda que si no satisficiera al Parlamento, a una 
Cámara, esa actitud del Poder Ejecutivo y el hecho de no 
haberse obtenido la mayoría necesaria para levantar el 
secreto y seguir adelante, queda toda la mecánica consti- 
tucional relativa a la responsabilidad del Ejecutivo y de 
sus Ministros, por no tenérsele confianza y por haber ori- 
ginado esta negativa a dar una determinada información. 


Me pregunto si realmente se justifica esa alarma 
—-que pienso es sincera y bien inspirada— que creo es 
equivocada desde los puntos de vista jurídico y político, 
porque a este pequeño país, que tanto costó crear y con. 
solidar, lo tenemos que defender a través de este tipo de 
medidas que apuntan a dejar ciertas cosas en una zona 
de secreto fundamental, diría casi de vida o muerte, para 
lo que pueden ser las consecuencias de la revelación de 
una determinada situación concreta. 


Nada más. 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE, — Declaro sin violencia que pre- 
fiero, en una forma que no admite la menor duda ni va- 
cilación, el texto origina] del artículo 15, que redacté, al 
que se ha presentado como aditivo por los señores senado- 
res Batlle y Ricaldoni. 


Declaro, también, señor Presidente, que admito que 
pueda plantearse una duda de carácter constitucional, res- 
pecto a la legitimidad de introducir una mayoría especial 
para que determinadas materias en las cuales actúa el 
Poder Ejecutivo, puedan ser objeto de investigación, desde 
que el artículo 120 de la Constitución no establece ningu- 
na excepción, ni requiere mayorías especiales en ningún 
caso, para que el Parlamento nombre Comisiones Inves- 
tigadoras. 


Afirmo, también —coincidentemente con Jo expresado 
por el señor senador Tourné en una parte de su exposi- 
ción... que parece suficiente garantía, por lo menos desde 
mi punto de vista, el hecho de que el artículo 34 del pro- 
yecto establezca que el solo hecho de que un Ministro o 
un jerarca de otro organismo estatal aduzca el carácter 
secreto de una información o documento, imponga al cuer- 
po designante el mantenimiento obligatorio del secreto res- 
pecto de esos elementos de juicio. 


Estimo que sería innecesaria esta disposición; pero, 
debemos admitir que el tema no es tan sencillo ni da para 
afirmaciones tan tajantes. Desde este punto de vista, com- 
parto lo que ha expresado el señor senador Ricaldoni, en 
cuanto a que esta limitación no tiene ninguna vinculación 
con la teoría de la seguridad nacional. Creo, en verdad, 
que sin advertirlo en forma concreta, se nos está formu- 
lando un cargo bastante severo a quienes estamos dispues- 
tos, aún con dudas y en función de realidades políticas, a 
votar esta disposición. 


¡Digo esto, señor Presidente, porque el hecho de adu- 
cir que las Comisiones Investigadoras tienen un límite en 
sus posibilidades de actuación y que hay determinada ma- 
teria de carácter secreto, no es un invento de la teoría de 
la seguridad nacional, ni es una idea nacida bajo la dic- 
tadura que padeció el país. Hay largos desarrollos doc- 
trinarios, a uno de los cuales es el que acaba de dar lec- 
tura el señor senador Ricaldoni —es decir, lo expresado 
por el doctor Jiménez de Aréchaga— que no adhieren a 
la tesis del secreto pero que, sin embargo, por su exposi- 
ción ponen de manifiesto que éste ha sido siempre un 
tema muy discutido en el Derecho Comparado y en la 
doctrina. 


También está la tesis del doctor Korzeniak, tantas 
veces citada en el informe considerado a nivel de la Co- 
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misión, donde expone Jas dudas que distinguidos autores 
han tenido en esta materia. 


La práctica parlamentaria del país también determi- 
na que, en distintas oportunidades, se sostuvieran tesis 
restrictivas en este aspecto, que no comparto. La sostu- 
vo, por ejemplo, el entonces Presidente de la República, 
doctor Baltasar Brum, en los años 1919 y 1920, cuando se 
trataron los proyectos de los doctores Ramírez y Justino 
Eugenio Jiménez de Aréchaga. Más aún, un ¡lustre esta- 
dista y jurista, el doctor Amézaga, como Presidente del 
Banco de Seguros, opuso a una investigación la tesis del 
secreto bancario de ese Ente Autónomo, teoría que no 
comparte el doctor Jiménez de Aréchaga y que refuta en 
su obra “La Constitución Nacional”. 


Con estas consideraciones, quiero poner de manifiesto 
que en esta discutible cuestión, lo que está en juego no 
es la teoría de la seguridad nacional, sino otra tesis ju. 
rídica, que no €es nueva y que puede ser completamente 
equivocada y que yo, en principio, no comparto. Me in- 
clino por el texto que había propuesto la Comisión; lo que 
ocurre es que hubo un trámite de entendimiento, o una 
gestión, para limitar, en alguna medida, el alcance "de este 
artículo, al cual se hizo una contrapropuesta que estable- 
cía que el Parlamento, en cualquier caso, podía investi- 
gar, si lo hacía por una mayoría especial. 


Admito, señor Presidente, que eso puede ser dudoso 
desde el punto de vista constitucional; pero no es nada 
más que eso. No tiene nada que ver esto con la doctrina 
de la seguridad nacional. 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR AGUIRRE. — Termino enseguida, señor se. 
nador; voy a hacer una alusión amistosa que debo realizar. 
Luego le concederé la interrupción y, estoy seguro, me 
contestará las dos alusiones. 


Deseo manifestar algo respecto del hecho de que este 
texto se haya repartido en este momento, expresándose 
que no se conocía, como si fuera un problema que “ate- 
rriza” ahora en la banca de cada senador. 


Si ese reproche se nos hace desde la bancada del Fren- 
te Amplio, lo acepto sin vacilar. Desde ese punto de vista, 
sería exacto, porque ese sector no fue consultado ni adver- 
tido sobre este punto. 


Admito, asimismo, que en el fárrago de problemas 
que tenemos en la sucesión interminable de reuniones de 
todo tipo de Comisiones parlamentarias y partidarias y, 
habiéndose interrumpido la consideración de este tema 
hace ya cerca de dos meses, tengamos un poco confundi. 
dos los recuerdos; pero ese reproche no es válido desde el 
punto de vista interno del Partido Nacional. 


Este asunto fue considerado un día en Sala —-—recuer- 
do que el señor senador Tourné dijo que tenía serias du- 
das y que no estaba dispuesto a dar su aval sin meditar- 
lo— y en otra oportunidad lo discutimos, en su presencia, 
en la bancada. 


Creo recordar que el señor senador Tourné volvió a 
manifestar sus reservas O la posibilidad de mantener una 
posición discrepante; pero no es exacto que, en estos mo. 
mentos, este tema haya “aterrizado” en las bancas del 
Partido Nacional, sin que sus senadores tuvieran conoci- 
miento de él. 


Era lo que quería expresar, señor Presidente, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Para contestar una alusión, 
tiene la palabra el señor senador Tourné. 


SEÑOR TOURNE, — Deseo destacar, señor Presiden- 
te, que efectivamente, el señor senador Aguirre ha sido 
un patrocinador activo de este proyecto de ley. Fue en 
cierto modo quien creó este sistema tendiente a mantener 
la reserva en las condiciones que venían en el proyecto de 
ley y citadas en el artículo 34. Posteriormente, tanto en 
el curso de las discusiones de la Comisión como en distin. 
tos debates, fue un propugnador firme del mantenimiento 
del secreto dentro de esos estrictos límites. No he hecho 
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acusaciones absolutamente a nadie; simplemente, com- 
pruebo un hecho. Esto pudo haber sido motivo de análi- 
sis, de discusión y podría haberse también manejado que 
existen otros puntos de vista que no contarían con la ma- 
yoría necesaria por cuanto se considera que debe haber 
determinados aspectos reservados de la Administración, 
fuera de las posibilidades del conocimiento y de una in. 
vestigación parlamentaria. Sin embargo, recién hoy tene- 
mos a la vista el texto concreto de un artículo, con ese 
alcance, 


Sin duda, puede haber algún señor senador que posea 
mayores elementos de juicio por haber estudiado más de- 
talladamente el problema. 


Reitero mi posición expuesta en las consideraciones 
de carácter general que ya he expresado. Hago un favor 
al Senado al evitarle una repetición de las mismas. 


Sin embargo, señalo otro argumento que me parece 
fundamental, decisivo, en el sentido de que el Senado no 
puede votar esto porque sería, simplemente, la condena 
de las Comisiones parlamentarias. 


Me permito meditar en torno al trámite de la labor 
de una Comisión designada por cualquiera de los Cuerpos 
parlamentarios. Constituida la misma —después de haber- 
se aconsejado en el sentido de que el asunto tiene entidad, 
importancia y seriedad, y que la temática debe ser objeto 
de investigación parlamentaria porque existen irregulari- 
dades— el Cuerpo recibe el proyecto del Poder Ejecutivo 
donde se declara secreto el campo de la investigación y, 
por lo tanto, no puede ser objeto del ejercicio de las facul- 
tades previstas en el Capítulo V de este proyecto de ley, 
con lo que, simplemente, el Cuerpo debe declarar finali- 
zada la actividad de la Comisión Investigadora. 


Formulo una reflexión a los señores senadores, que 
son todos hombres con experiencia politica, que han vi- 
vido etapas diversas de la vida del país y que saben lo 
que es el peso de este tipo de decisiones. Toda esa argu- 
mentación que trae del Derecho americano y que ha se- 
ñalado con su reconocida erudición el señor senador Ri- 
caldoni, del pensamiento del doctor Jiménez de Aréchaga, 
es aplicable a otros Derechos; pero, de cualquier manera, 
importa el concepto y el interés públicos. Simplemente 
pregunto, constituida una Comisión Investigadora, recibi- 
da por parte del Cuerpo una comunicación del Poder Eje- 
cutivo declarando secreto el campo de la investigación, y 
suponiendo que el mismo fuera del más alto interés pú- 
blico —-que es el que debe prevalecer en todos los casos— 
¿qué Cuerpo parlamentario se atrevería a levantar esa 
declaración del Poder Ejecutivo? 


¿Podríamos de alguna manera, válidamente, osar decir 
que si el Poder Ejecutivo le hace conocer al Parlamento 
que existe un interés público fundamental comprometido 
en el mantenimiento del secreto, vamos a levantarlo lle- 
gando, no a un enfrentamiento con el Poder Ejecutivo 
—-que es otra fase-— sino simplemente desconociendo esa 
solicitud en nombre del interés público, del Estado y del 
país? ¿Vamos a mantener, reitero, la decisión de levantar 
ese secreto y continuar con la investigación? Eso no es 
propio de hombres que tengan un mínimo de mesura y 
cordura, y sepan lo que es la función y la responsabilidad 
política y pública, sobre todo cuando recién comienza la 
tarea de una Comisión Investigadora y no se ha avanzado 
en el estudio o no se tienen datos precisos acerca del tema. 


La conclusión de mis reflexiones es que por medio de 
este texto, dejamos el funcionamiento de las Comisiones 
Investigadoras en manos del Poder Ejecutivo. En los tér- 
minos en que está redactado este artículo, el Parlamento 
decreta prácticamente la imposibilidad de que en el futuro 
funcionen Comisiones Parlamentarias; ellas trabajarán en 
Ja medida en que el Poder Ejecutivo considere que debe 
ser así. 


Por supuesto que actúa con buena fe, pero no es el 
modo de funcionar en democracia, ni de permitir la la- 
bor adecuada y correcta de las instituciones. Ese espíritu, 
trasladado a este artículo sustitutivo —reitero— termina 
con las investigaciones parlamentarias. Y es sobre esto 
que queremos llamar la atención, por las razones expues- 
tas, y por lo que representa desde el punto de vista del 
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Parlamento, votar esta disposición, Además, con esta: dis- 
posición prácticamente estamos condenando a la inocui- 
dad, lo dispuesto en el artículo 120 de la Constitución de 
la República. 


Por ahora, nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Si no se hace uso de la pa- 
labra, correspondería votar el Capítulo IV, desglosando 
el artículo 15. Habría que votar, entonces, el proyecto de 
la Comisión y luego el texto sustitutivo. 


SEÑOR PEREYRA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR PEREYRA. --— A manera de fundamento de 
voto adelantado, señalo que voy a votar la fórmula pro- 
puesta, compartiendi íntegramente las consideraciones que 
ha senlizado mi compañero de bancada, el señor senador 

guirre. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- En consecuencia, se va a 
votar el Capítulo TV, con excepción del artículo 15. 


(Se vota:) 
—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se va a votar ahora el artículo 15 con la redacción 
que figuraba originalmente en el proyecto. 


(Se vota:) 


—£ en 19. Negativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra 
Para dejar una constancia. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señalo que por 
los fundamentos expuestos por el señor senador Gargano, 
nuestro compañero de sector, que comparto plenamente, 
hemos votado el artículo tal como vino propuesto por la 
Comisión, ya que entendemos es sensiblemente superior 
al sustitutivo que ha sido presentado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar ahora el tex- 
to sustitutivo del artículo 15. 


(Se vota:) 
—-13 en 19. Afirmativa, 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra para dejar una 
constancia. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE. --- Simplemente quiero destacar 
que hemos votado el texto tal como venía originariamente 
de la Comisión, y negativamente la modificación pro- 
puesta. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración el Capí- 
tulo V, “De los poderes jurídicos de las Comisiones del 


artículo 120 de la Constitución”, que comprende los ar- 
tículos 31 al 51 inclusive. 


La Mesa se permite señalar que existen dos propues- 
tas sustitutivas o modificativas. También se ha propuesto 
un párrafo sustitutivo del final del artículo 41, que ha 
sido repartido. Asimismo, se ha presentado un agregado, 
que sería el artículo 51 bis. 


SEÑOR AGUIRRE, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR AGUIRRE. — Voy a explicar por qué he pro- 
puesto un párrafo, más que aditivo, sustitutivo del último 
del artículo 41, esto es el que dice: “Será de aplicación 
en su caso el párrafo final del artículo 37”. 


Ocurre que se produce un desajuste en el texto, una 
incongruencia que, en su momento, me hizo notar el se. 
ñor senador Gargano, que no integra la Comisión, pero 
que estudiando el proyecto no entendía qué significaba 
esta referencia. Su observación era perfectamente per- 
tinente. El desajuste se produjo porque entre los distintos 
textos que fue manejando la Comisión, en determinado 
momento, se suprimieron del artículo 37 dos parágrafos 
finales, a los que voy a dar lectura. 


El artículo 37 se refiere a la imposibilidad de aducir 
el carácter secreto de una actividad o asunto para negarse 
a presentar un informe o exhibir un documento. A ren- 
glón seguido, dice que tratándose de organismos u órga- 
nos estatales, será de aplicación lo dispuesto por el artículo 
34 de la presente ley. Se trata de la necesidad de mante- 
ner el secreto de esos documentos o actuaciones. Pero des- 
pués, el artículo seguía diciendo lo que luego se suprimió, 
es decir: “En el caso de los bancos, para levantar el secre- 
to bancario o proceder a la apertura de cofres fort, deberá 
requerirse autorización del juez competente y no regirá 
el artículo 25 de la Ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 
1982”. A título aclaratorio, agrego que se trata de la ley 
de intermediación financiera en cuanto preserva el secre- 
to bancario. 


Luego figuraba ese último párrafo, al que estaba re- 
ferida esta remisión final del artículo 41. Dice así: “En 
todo caso, el juez podrá examinar la procedencia jurídica 
de la solicitud, así como negarla en mérito de tal examen. 
Si el juez no se pronunciare en el término de 48 horas y 
no hiciera lugar a la solicitud, la Comisión podrá recurrir 
ante el Tribunal de Apelaciones de turno, el que deberá 
pronunciarse en un término de 72 horas”. 


Cuando se entendió pertinente, en función de que al- 
gunos legisladores adujeron la necesidad de prescrvar el 
secreto bancario, eliminar el tercer párrafo, consiguiente- 
mente perdió fundamento la referencia final del cuarto 
parágrafo a toda una actuación en el ámbito judicial. Por 
consiguiente, quedó desajustada la remisión final del ar- 
tículo 41 a un párrafo que ya no figura en el artículo 37. 
En cambio, es pertinente agregar lo que establecía el 
artículo 37, porque el 41 se refiere a la actuación judicial 
en la práctica de allanamientos en reparticiones u oficinas 
públicas. Alli sí es evidente que el juez no puede actuar 
como un mero vaso comunicante de la Comisión que le 
solicita el allanamiento; el juez tiene que poder examinar 
la pertinencia jurídica de la solicitud, para acceder a ella 
o negarla en mérito de tal examen. Si la niega o demora 
el pronunciamiento, podrá haber una instancia ulterior 
ante un Tribunal de Apelaciones. 


Por esas razones, señor Presidente, he sugerido aque se 
suprima la referencia al párrafo final del artículo 37, que 
ya no existe en el texto del proyecto de ley que estamos 
considerando, y se la sustituya por lo que originalmente 
establecía ese parágrafo final del artículo 37. 


SEÑOR SINGER. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — Pido disculpas al Cuerpo porque 
en dos oportunidades debí ausentarme de Sala. Observo 
que este asunto se está tratando por Capítulos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Efectivamente, señor se- 
nador. 


SEÑOR SINGER. — Entonces, voy a solicitar que se 
reconsidere el artículo 17, ya que me parece que se incu- 
rre, por lo menos, en un error. No quisiera abundar en 
detalles ahora, sino cuando entremos a discutirlo nueva- 
mente, si es que se aprueba mi pedido en tal sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar si se recon- 
sidera el artículo 17, tal como fuera solicitado por el señor 
senador Singer. 
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(Se vota:) 

—18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 17. 

Tiene la palabra el señor senador Singer. 


SEÑOR SINGER. — En oportunidad de los debates 
anteriores, había formulado diversas observaciones en las 
que exponía —trayendo en mi auxilio fundamentos de ju- 
ristas reconocidos— la dudosa constitucionalidad de algu- 
nas disposiciones respecto del instituto del juicio político. 


Aqdviértase lo que indica este artículo 17: “Los actos 
de los legisladores, sólo pueden ser objeto de investigación 
por su respectiva Cámara a efectos de: a) promover o 
fallar un juicio político”. 


_A este respecto, no creo que lo de promover un juicio 
político sea de recibo, porque la promoción de éste yu 
tuve oportunidad de explicarlo-— sólo puede hacerse en 
virtud de lo que dispone el artículo 93 de la Constitución 
de la República. En cuanto a fallar un juicio político, ereo 
que corresponde menos aún, porque no es cualquiera de 
las dos Cámaras la que puede hacerlo. La única que puede 
fallar respecto de cualquier legislador, ya sea diputado o 
senador, es Ja Cámara de Senadores. Es decir, puede fallar 


al acusado por la Cámara de Representantes ante la de 
Senadores. 


De manera que no se trata de que cualquiera de las 
Cámaras pueda promover o fallar un juicio político. La 
Cámara puede hacer aquello para lo que la Constitución 
la habilita expresamente, pero no otra cosa. En cuanto al 
juicio político, éste lo puede fallar el Senado. ¿En qué 
oportunidad o en qué casos? Cuando hay un acusado por 
la Cámara de Representantes. 


En otro de sus literales señala: “resolver su desafuero”. 
Supongo que esto del desafuero en realidad debería refe- 
rirse, justamente, al caso de la resolución del Senado, es 
decir, al falio de éste ante el acusado por la Cámara de 
Representantes, que en esta oportunidad le da al legisla- 
dor el desafuero. 


Otro caso sería el contemplado por el artículo 115 de 
la Constitución, mediante el cual podría iniciar investiga- 
ción “por actos de conducta que le hicieren indigno de su 
cargo”, según reza su parágrafo segundo. 


En consecuencia reitero que no veo muy claro este li- 
teral segundo, que habla de “resolver un desafuero”. 


En cuanto a su literal c) —“ejercer los poderes disci- 
plinarios previstos por el artículo 115 de la Constitución”- 
parece ser que se crearía una Comisión Investigadora a los 
efectos de determinar si los actos de conducta del legis. 
lador lo hacen indigno de su cargo, es evidente que no 38 
va a nombrar una Comisión Investigadora para compro- 
bar “la imposibilidad física o incapacidad mental superví- 
niente a su incorporación”, según lo establece el referido 
parágrafo segundo del artículo 115 de la Constitución. 


De manera que este artículo 17 contiene una serie de 
errores que me parece habría que modificar. En ese sen- 
tido, propondría eliminarlo porque a mi juicio los actos de 
los legisladores están claramente regulados por la Consti- 
tución de la República y realmente no treo que se re- 
quiera Ja realización de algún tipo de investigación parla- 
mentaria, agregando así a las normas constitucionales un 
mecanismo legal a efectos de determinar si un legislador 
incurre en un delito político, en un desarreglo de conduc- 
ta o en un acto de inconducta, tal como lo regula el men- 
cionado artículo 115. 


Reitero que los representantes y senadores tenemos 
nuestra conducta reglada con total claridad por las dispo- 
siciones constitucionales y francamente opino que éstas no 
requieren se les agregue ningún tipo de normativa legal. 


Por lo tanto, propongo que este artículo se vote nega. 
tivamente. 
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SEÑOR RICALDONLI. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. -—- Creo que la preocupación del 
señor senador Singer no ha sido ociosa, ya que quizás per- 
mita esclarecer los alcances de este articulo 17. 


En ese sentido, voy a decir, lo más sintéticamente 
posible, cual fue el criterio de la Comisión. 


En primer lugar, hay un marco circunscrito de inves- 
tigación de los actos de los legisladores, que es el que 
tiene en cuenta la finalidad de esa investigación, Tal co- 
mo lo señalan los literales a), b) y €), la finalidad es la 
de promover o fallar un juicio político, la de resolver su 
desafuero y la de ejercer los poderes disciplinarics pre- 
vistos por el artículo 115 de la Constitución. 


Promover o fallar un juicio político quiere decir uti- 
lizar el mecanismo que prevé la Constitución para juzgar 
la conducta de los legisladores. En sentido lato, juicio po- 
lítico abarca el juzgamiento del Presidente y del Vicepre- 
sidente de la República, de los Intendentes Municipales, 
de los miembros de la Corte Electoral, de la Suprema Cor- 
te de Justicia, de las Juntas Departamentales, del Tribu- 
nal. de lo Contencioso Administrativo, del Tribunal de 
Cuentas, de los Ministros de Estado y de los legisladores. 
El juicio politico referido a los legisladores está previsto 
en la Constitución, en su Capítulo III, comenzando en el 
artículo 112. De eso se trata. 


El artículo 115, por ejempio, se refiere al literal b) de 
este artículo 17, porque dice: “Cada Cámara puede corre- 
gir a cualquiera de sus miembros por desorden de con- 
ducta en el desempeño de sus funciones y hasta suspen- 
derlo en el ejercicio de las mismas, por dos tercios de 
votos del total de sus componentes. Por igual número de 
votos podrá removerlo por imposibilidad física o incapaci- 
dad mental...”, etcétera. De manera que eso se refiere 2 
uno de los poderes disciplinarios. 


En cuanto al desafuero, también está previsto en el 
artículo 113 de ta Constitución. Me pregunto, entonces, 
dónde está aquí el cercenamiento de las inmunidades y 
privilegios que tienen los legisladores cuando de lo que 
aquí se trata, precisamente, es de establecer un marco de 
análisis mucho más adecuado, cual es el del nombramien- 
to de una Comisión que es de presumirse habrá de actuar 
con una responsabilidad acorde con la trascendencia de 
tener que juzgar a un legislador, para luego someter a la 
Cámara el iníorme y estar a lo que ésta resuelva. 


Como dije al principio, quizás haya sido oportuna la 
reconsideración que hemos votado a instancias del señor 
senador Singer. No obstante, no termino de comprender 
cuáles son los riesgos que amenazan a los legisladores, en 
el caso de que este artículo 17 fuera parte de un Cuerpo 
legal. 


SEÑOR SINGER, — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR RICALDONI. --- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — Quiero puntualizar que yo no ha- 
blé de ningún tipo de riesgos ni de amenazas; no veo nin- 
gún riesgo en este tipo de disposición. Lo que sí puedo 
apreciar, y con claridad, es que esto entra en colisión 
con las normas constitucionales. Promover un juicio polí- 
tico contra un legislador es algo que está regulado por el 
artículo 93 de la Constitución y no por el 113, 114 o el 
115. Es la Cámara de Representantes la que puede pro- 
mover juicio político a un legislador; es a ésta a la que 
le compete. Y el fallo del juicio político está contempiado 
en el artículo 102 Que dice: “A la Cámara de Senadores 
corresponde abrir juicio público a los acusados por la 
Cámara de Representantes o la Junta Departamental, en 
su Caso, y pronunciar sentencia al solo efecto de separar- 
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los de sus cargos, por dos tercios de votos del total de sus 
componentes”. Entonces, es así que la Cámara de Repre- 
sentantes puede promover juicio politico a un legislador, 
pero no fallar en él. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Y quién dice lo contrario? 
Naturalmente que no va a fallar. 


SEÑOR SINGER. --- Pero este artículo 17 dice que ld¿s 
actos de los legisladores sólo pueden ser objeto de inves- 
tigación por su respectiva Cámara a efectos de promover 
o fallar un juicio político y: resolver su desafuero, tema 
que está regulado por otras disposiciones. 


Entonces, aqui no se trata de correr riesgos; creo que 
ninguno de nosotros tiene temor al respecto, 


_ De lo que se trata —y con esto finalizaría mi interven- 
ción, agradeciendo, además, al señor senador Ricaldoni la 
interrupción — que todo lo que tiene que ver con el ejet- 
cicio de nuestro cargo de legislador está bien regulado, di: 
ría perfecta y ampliamente regulado por un conjunto de 
disposiciones en las que están previstos todos los casos. Es 
decir, el juicio político promovido por la Cámara de Re- 
presentantes, el juzgamiento por el Senado, los desarreglos 
de conducta, la capacidad de cada Cámara para Obser- 
var e, inclusive, cuando es una cuestión grave —como, por 
ejemplo, desarreglo de conducta que pone en juego el buén 
nombre del legislador-- separarlo de su cargo por dos 
tercios de votos. O sea que todo está previsto en la Cons- 
titución. Pienso que establecer esto aquí, a mi modo de 
ver, no agrega nada y, por el contrario, podría llevar a 
confusión. Inclusive implicaría —y voy a emplear la mis- 
ma terminología del señor senador Ricaldoni— un riesgo, 
ya que mañana el Senado puede aparecer promoviendo un 
sudo político contra un representante, lo que no puede 

acer. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Lo que pretende el proyecto 
con este artículo —y deseo expresarlo con algunas pala- 
bras gráficas— es crear un acto preparatorio que permiia 
el pronunciamiento de la Cámara correspondiente. 


Por ejemplo, el artículo 114 prevé la suspensión en 
las funciones; el 115, los correctivos en las cuestiones de 
conducta. Entonces, lo que pretendemos es establecer que 
lo que se puede hacer por una Cámara en torno a la con. 
ducta de un legislador, puede dar mérito al nombramiento 
de una Comisión Preinvestigadora o Investigadora, la que 
va a elevar su informe al Cuerpo a fin de que éste rt- 
suelva. 


Estimo que este tema no le atribuye al Parlamento 
competencias que la Constitución no le otorga, sino que 
las reglamenta diciendo que previamente, cuando se nom- 
bra una Comisión, ella no puede investigar cualquier cosa 
de un legislador, sino determinadas conductas. Además, 
ello es a los efectos de cumplir con aquello que la Cons- 
a prevé como decisión de la Cámara correspon- 

ente. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE, —- En primer término, quiero ma- 
nifestar que, por supuesto, comparto lo que ha expresado 
el señor senador Ricaldoni respecto de esta disposición que 
se está reconsiderando. 


En segundo lugar, quiero decir que la disposición de 
ninguna manera le permite a Ja Cámara de Representan. 
tes fallar un juicio político, ni al Senado promoverlo, por- 
que ambas cosas serian groseramente inconstitucionales. 
Va de suyo que la referencia a “promover o fallar un jui- 
cio político” está dirigida o alude, simplemente, a aquel 
cuerpo parlamentario que es titular de la competencia res- 
pectiva. 
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En consecuencia, si se insiste en esta objeción, pode- 
mos decir a texto expreso, dentro del literal a), lo siguien. 
te: “promover la Cámara de Representantes o fallar el Se- 
nado un juicio político”. Está clarisimo que ese es el al- 
cance. 


Por último —y para tratar de clarificar definitiva- 
mente este problema— me voy a permitir dar lectura a 
lo que sobre el particular expresa una autoridad mucho 
mayor que la que yo, modestamente, pueda tener, que es 
el conocido profesor de Derecho Constitucional, el doctor 
José Korzeniak. En la página 38 de su obra de tesis dice: 
“Investigaciones dirigidas al ámbito del propio Poder Le- 
gislativo. En casi todos los países, los órganos parlamen- 
tarios tienen una serie de poderes que se ejercen respecto 
de sus propios integrantes. Es una solución de «cierta Íre- 
cuencia en el Derecho Comparado, que las Cámaras juz- 
guen la regularidad de la elección de sus miembros. Tam- 
bién suele establecerse —y es, por otra parte, una solución 
de principio en los órganos de integración colegiada— que 
los cuerpos legislativos dispongan de poderes disciplina- 
rios respecto de sus soportes humanos. Y, en los países 
que reciben el instituto del juicio político, es generalmen- 
te establecido que los legisladores son pasibles de tal en- 
juiciamiento. Este conjunto de atribuciones de contralor, 
de disciplina, de juzgamiento que tienen los órganos par- 
lamentarios sobre sus integrantes, ha determinado la ge- 
neral admisión de las investigaciones parlamentarias, con 
el objeto de inquirir respecto de conductas o actividades 
de los propios miembros del Parlamento. En el sistema 
constitucional uruguayo, los miembros de ambas Cámaras 
son pasibles de juicio político, y tanto la Cámara de Re- 
presentantes para decidir si hay lugar a la formación de 
causa (artículo 93) como el Senado para dictar la sen- 
tencia (artículo 102), pueden entender necesario nombrar 
previamente una Comisión Investigadora que reúna ele- 
mentos de juicio que permitan adoptar decisiones Con 
suficiente fundamento práctico-político. Similares investi- 
gaciones pueden ser procedentes antes de resolver el de- 
safuero de un legislador por su respectiva Cámara (ar- 
tículo 114) o para lograr información adecuada a fin de 
corregirlos, suspenderlos o removerlos, de acuerdo con el 
artículo 115. Conviene advertir que la búsqueda de ele- 
mentos de juicio por parte de las Cámaras, en los casos 
señalados, no ha de motivar, necesariamente, el nombra- 
miento de una Comisión parlamentaria de investigación. 
Per el contrario, la inmensa mayoría de esas averiguacio. 
nes podrá verificarse mediante el funcionamiento regular 
de los cuerpos parlamentarios, seguramente con interven- 
ción de alguna de las Comisiones internas permanentes. 
Pero, en especiales circunstancias, la Cámara respectiva 
puede entender indispensable la designación de una Co- 
misión Investigadora, La apreciación de esta necesidad, 
naturalmente, ha de constituir un problema de prudencia 
y cireunspección política”. Estas expresiones del doctor 
Korzeniak, por su claridad y pertinencia jurídica, en mi 
opinión, hacen ociosa cualquier argumentación comple- 
mentaria. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- La Mesa sugeriria, a efec- 
tos de atender por lo menos una de las objeciones reali- 
zadas por el señor senador Singer, que en el literal a) se 
agregara, después de “promover o fallar un juicio políti- 
co”, “por la Cámara que corresponda”. 


SEÑOR AGUIRRE. — Perfecto. 
SEÑOR CERSOSIMO. --- ¡Que se vote! 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el artículo 17 con el aditivo propuesto. 


(Se vota:) 
" —18 en 19. Afirmativa. 
SEÑOR FLORES SILVA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Me encuentro, al igual que 
el señor senador Singer, en la necesidad de pedir excusas 
al Cuerpo porque he tenido que retirarme dos o tres veces 
de Sala. 
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Observo que dentro de este Capítulo se ha votado el 
artículo 29, sobre el que desearía solicitar a los miembros 
informantes que me aclararan algunas dudas acerca de 
cuál ha sido el criterio. En consecuencia, solicitaría la re- 
consideración del artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción det 
señor senador Flores Silva, en el sentido de que se recon. 
sidere el artículo 29 que ya ha sido aprobado junto con 
los demás que componen el Capítulo IV. 


(Se vota:) 
—16 en 18. Afirmativa. 
En consideración, nuevamente, el artículo 29. 


SEÑOR FLORES SILVA. Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. -- Señor Presidente: hace 
algunos meses, cuando estudiamos someramente este te. 
ma, uno de los puntos que ha sido más debatido a través 
del largo proceso de discusión es, justamente el de la 
competencia que puedan tener las Comisiones del Parla- 
mento en lo que tiene que ver con investigar a personas 
privadas. 


Tengo en mi poder el informe de Justino Jiménez de 
Aréchaga, el último —en el que consta una opinión— que 
remitió a esta Cámara en el año 1970 cuando se le con- 
sultara acerca de si las empresas privadas podían ser ob- 
jeto de investigación por las Comisiones de este Cuerpo. 


Es uno de los temas más largamente discutidos. La 
rotundidad de la respuesta del doctor Jiménez de Arécha- 
ga, me provoca dudas, por lo cual voy a solicitar a los 
miembros informantes me aclaren cuál ha sido la funda- 
mentación del criterio sobre el punto. 

Dice el doctor Jiménez de Aréchaga: “...la designa- 
ción de Comisiones Parlamentarias con el fin de investigar 
las actividades de personas privadas o entidades privadas 
excede la competencia de nuestras Cámaras, significa una 
infracción del orden constitucional, importa la invasión de 
una esfera reservada a otros Poderes del Gobierno y crea 
un gravísimo riesgo de lesión de derechos humanos funda- 
mentales”. 


Es muy largo el informe, por lo que voy a ahorrar al 
Senado parte de su lectura. Fundamentalmente, la tesis 
se apoya en que “En ninguno de los dos casos la labor de 
las Comisiones Parlamentarias constituye un “fin en sf, 
sino un medio, un trabajo preparatorio, preliminar, para 
€) ulterior ejercicio de alguna de las dos competencias fun- 
damentales del Parlamento: la de contralor sobre el Eje- 
cutivo y la de legislación”. 


Esto nos llevaría al cuestionamiento que el doctor Ji- 
ménez de Aréchaga hace sobre la investigación de un 
caso con fines legislativos, entre comillas, por razones de 
interés general. 


Tengo la impresión de que él se apoya en una lectura 
algo restringida de este interés general y no como un pa. 
saporte para investigar la empresa privada por el Parla- 
mento, como fin en sí, porque es dificil delimitar cuando 
es con fines legislativos y cuando, de hecho se le está ha- 
ciendo a esa empresa una investigación con repercusiones 
cue tienen que ver hasta con su propia viabilidad en el 
uturo. 


Más adelante continúa el doctor Jiménez de Aréchaga, 
en uno de los párrafos de la culminación de su informe: 
“Reconocemos que es mucho más sencillo demostrar que 
las Cámaras carecen de potestad para designar Comisiones 
con fines de investigación respecto de una persona privada 
(persona física, sociedad, asociación), que demostrar que 
no pueden investigarlas con fines de legislación. 


a Siendo las Comisiones Parlamentarias —medios para 
fines— y no “fines en sí', y establecido que la gestión de 
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las personas privadas no es materia sobre la que pueda 
recaer la actividad de las Cámaras, está dicho que respec- 
to de ella las Cámaras no pueden realizar investigaciones. 


Pero queda el recurso de obtener los mismos resulta. 
dos designando a las Comisiones “con fines legislativos... % 
El particular dirá: “Yo no puedo ser objeto de investiga- 
ción, porque la Cámara no tiene poderes para juzgar mi 
conducta”. Pero la Cámara dirá: “Yo no lo investigo con 
fines de censura de su conducta, sino para obtener datos 
con fines de legislación'. Y es muy difícil demostrar que 
no sea posible legislar en algún sentido acerca de parti- 
Culares...” 


“El arbitrio —torcido arbitrio-— no es nuevo ni ori- 
ginal. Lo mismo se ha hecho en los Estados Unidos, con 
el fin de quebrantar la resistencia opuesta por los Tribu- 
nales a los designios del Congreso de investigar los actos 
de personas o entidades privadas, como lo señala Henry 
J. Merry.” 


“Pero el mismo autor demuestra que la decisión final 
del punto compete a los órganos del Poder Judicial los 
cuales analizando la circunstancia del caso, podrán decidir 
si realmente se persigue la finalidad de allegar informa- 
ción con fines legislativos o la de inquirir en la actividad 
de personas o entidades privadas...” 


Hay un difícil tabique jurídico en la situación de in- 
vestigar a alguien con fines parlamentarios o legislativos, 
sin el tiempo adecuado de llevar a cabo la misma en la 
empresa privada, lo que puede generar algún tipo de re- 
percusiones, como las que en otro pasaje señala el doctor 
Jiménez de Aréchaga, cuando expresa: “Cualquier inves- 
tigación parlamentaria significa inacabables interrogato- 
rios acerca de hechos propios, eumplidos con la interven- 
ción simultánea de varios —a veces, de muchos— legisla- 
dores, en el ambiente menos propicio para que el testigo 
se sienta amparado y dueño de sí mismo; supone la re- 
quisa de papeles y documentos de toda índole, aún de los 
que hacen más estrecha relación con la vida privada; re: 
presenta la terminación de todo secreto comercial, por la 
forma como se lo realiza; es un procedimiento intimida- 
torio para todos los que en él se ven involucrados, sus 
resultados —no ya los definitivos— depurados, controla- 
dos, justamente analizados se lanzan a la publicidad en 
íorma espectacular, o se los juzga en el recinto parlamen- 
tario con Ja pasión, el interés y el calor que son propios 
de la lucha política, sin que siempre se mida bastante el 
daño irreparable que se puede ocasionar al interés legíti- 
mo O a la reputación ajena”. 


De la lectura global del proyecto de ley que analiza- 
mos, me resulta claro que los legisladores han cuidado que 
el peligro que señala el doctor Jiménez de Aréchaga no 
se cumpla ni se ampare a los testigos o a los investigados 
de las situaciones a las que refiere. 


Siendo éste un tema tan debatido en el país y sobre 
el cual existen, reitero, Opiniones tan rotundas, creo ---de- 
bido a los problemas que hemos estado analizando en es- 
tos días, no he podido repasar los informes que a propó- 
sito de este proyecto había recabado— que en la propia 
exposición de motivos se cita una opinión contraria a la 
del doctor Jiménez de Aréchaga, la del doctor Korzeniak. 


El sentido último de mi intervención es el de no pasar 
tan rápidamente sobre un punto tan controversial, sin re- 
querir de los miembros de la Comisión que redactó este 
proyecto sustitutivo, una explicación que nos haga asimi- 
lar mejor la rotundidad tan firme de un jurista de la im- 
portancia del doctor Jiménez de Aréchaga. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR AGUIRRE. — Para satisfacer la inquietud del 
señor senador Flores Silva, inquietud pertinente, por otra 
parte, porque el tema es muy importante, quiero manifes- 
tar que es exacto lo que acaba de decir. No sólo era con- 
trario el doctor Jiménez de Aréchaga a admitir la perti- 
nencia de este tipo de investigación, sino que, efectiva- 
mente, en el informe de la Comisión, que consta en el re- 
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partido en poder de los señores senadores, se transcribe 
con cierta extensión la opinión contraria del profesor Kor- 
zeniak, que no es opuesta totalmente, sino que establece 
que puede investigarse en el ámbito de la actividad pri: 
vada, pero que existen ciertas limitaciones, que entende- 
mos han sido recogidas en el texto del artículo 29. 


Sustancialmente, lo que afirma la Comisión, para no 
compartir en todos sus términos la opinión del doctor Ji 
ménez de Aréchaga, es lo siguiente: “El artículo 29 con- 
sagra para las empresas privadas y las personas jurídicas 
de Derecho Privado las mismas soluciones que el artículo 
28 para las personas de Derecho Público no estatales. El 
tema ha sido objeto de amplia discusión y la tesis nega- 
tiva se funda en que el Parlamento no tiene poderes de 
contralor sino sobre las personas públicas, ni poderes de 
legislación sobre personas o empresas determinadas, cues- 
tión, esta última, que se vincula a la nota de generalidad 
que, en principio, debe tener la ley”. 


“Ambos argumentos (dice la Comisión) son refuta- 
bles. El Parlamento puede legislar, por ejemplo, sobre ¡la 
industria frigorífica y sobre la banca privada (hecho que, 
anoto, es indiscutible) y, en su mérito, tener necesidad 
de investigar sus actividades. También, para controlar al 
Poder Ejecutivo, que tiene la atribución genérica de “cum- 
plir y hacer cumplir las leyes””; este además (es decir el 
Poder Ejecutivo) es tutor administrativo del Banco Cen- 
tral, el cual, a su vez —y para seguir con el mismo ejem- 
plo— es legalmente competente para controlar a la ban- 
ca privada. Además, empresas privadas son concesionarias 
de servicios públicos, por cuya causa están sujetas a se- 
veros controles del Poder Ejecutivo o de los Gobiernos 
¡Departamentales. 


“La práctica parlamentaria, por otra parte, abona la 
tesis afirmativa. Así, se ha investigado a FUNSA, a ANDA 
y a los frigoríficos extranjeros, oportunidad esta última 
en que la Suprema Corte de Justicia admitió la proceden- 
cia de la investigación por sentencia N9 20, del 11 de 
marzo de 1959”. 


Es indiscutible, señor Presidente, la facultad que tie- 
ne el Parlamento de legislar en el ámbito de la actividad 
privada y de limitar los derechos individuales. Recorde- 
mos que la norma básica en esta materia es el artículo 7? 
de la Constitución, que dice: “Los habitantes de la Re- 
pública tienen derecho a ser protegidos en el goce de su 
vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad. Na- 
die puede ser privado de estos derechos sino conforme a 
las leyes que se establecieren por razones de interés gene- 
ral”. Es decir, que el derecho de propiedad, que puede ale- 
garse cuando se realiza una investigación en el ámbito de 
una empresa privada, o el derecho al trabajo, u otras liber- 
tades que están consagradas en Otras disposiciones consti- 
tucionales —como la de libertad de comercio o de indus- 
tria—- pueden ser limitadas por leyes fundadas en razones 
de interés general. Y antes de dictar esas leyes, en el 
ámbito de la actividad privada, es evidente que el Parla- 
mento puede nombrar Comisiones Investigadoras para sa- 


ber si es necesario legislar o innovar en la legislación ya 
vigente. 


Es por eso que creo que, a la luz de estos razonamien- 
tos, es que debe ser entendido el artículo 29. Cuando dicho 
artículo dice que “pueden ser objeto de investigación tan- 
to por Comisiones para suministrar datos con tines legis- 
lativos como por Comisiones Investigadoras”, se debe in- 
terpretar esta atribución en el ámbito de esos principios 
generales, Y cuando dice que esa investigación “sólo pro. 
cede a los efectos de a) analizar actividades o situaciones 
que, por su relevancia afecten el interés general”, queda 
dicho que si se nombra una Comisión Investigadora para 
legislar, no puede ser respecto de una única empresa por- 
que ello violaría la nota de generalidad que en principio 
debe tener la ley. No obstante esta limitación, que está 
implícita en el texto, la práctica parlamentaria contraría 
este pensamiento de la Comisión porque, como citamos 
en la exposición de motivos, fue investigada, por ejemplo, 
FUNSA y, tl año pasado ANDA —o se nombró una Co- 
misión Preinvestigadora que no sé si siguió adelante— 
pero nadie dijo en ese momento que no se podía investi- 
gar a una sola empresa. 


De manera tal, señor Presidente, que considero que 
aunque el tema es opinable en algunos de sus aspectos, y 
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es muy respetable, como siempre, la opinión del doctor 
Justino Jiménez de Aréchaga, la Comisión ha tenido en 
cuenta las objeciones, estableciendo una norma, en este 
artículo 29, que no da un cheque en blanco para investi- 
gar sin ninguna limitación y que creo que está dentro de 
la tesis correcta. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR FLORES SILVA. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. -— No quisiera fatigar « 
CAcpo con este asunto; pero el tema me parece trascen- 
¡ental. 


El señor senador Aguirre —por medio de sus muy se- 
rios argumentos— se ha referido a un tema que es el que 
tiene que ver con el conocido fallo de la Suprema Corte 
de Justicia de 1959, cuando ella tuvo que considerar este 
punto, ya que se había presentado una cuestión de cons- 
titucionalidad. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR FLORES SILVA. —- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el senor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. -. Creo que ese era un caso sobre 
una investigación sobre los frigoríficos extranjeros; no 
estaba planteado el tema de si era una investigación en 
el ámbito de una única empresa, Era una investigación 
con carácter de generalidad dentro de una industria muy 
importante para el pais, pero no referido a una Única 
empresa sino a todas las de esa área. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Fiores Silva. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Tengo aquí el fallo de la 
Suprema Corte de Justicia referido a diferentes frigorifi- 
cos, Swift, Artigas, Quienes se presentaron ante ella, la 
que siguió el criterio al cual la Comisión ha obedecido. 


Sin embargo, en el informe que en 1970 hizo el doctor 
Justino Jiménez de Aréchaga, aconsejando a este Cuerpo 
ante un tema similar, en el sentido de que las Comisiones 
Investigadoras no tienen facultades para investigar esas 
empresas, se refiere al fallo de la Suprema Corte de Jus- 
ticia. 


Si el señor Presidente me permite voy a dar lectura 
a dicho informe: “El 11 de marzo de 1959 decidiendo la 
cuestión de constitucionalidad planteada por los frigorifi- 
cos Swift y Artigas contra las Leyes Nos. 12.336 y 12.294, 
que autorizaban su investigación por una Comisión parla- 
mentaria y fijaban las competencias de ésta, la Suprema 
Corte de Justicia, en un erudito fallo redactado por uno 
de nuestros más distinguidos magistrados, el doctor Alvaro 
F. Macedo, desechó la pretensión de los accionantes. Nos 
interesa destacar dos o tres puntos de esta cuidada sen- 
tencia. 


En primer lugar, refiriéndose a la posibilidad de que 
las Comisiones investiguen actividades privadas, se recuer- 
da el proyecto Ramírez de 1919, que admitía el poder de 
la Cámara de obligar a la comparecencia de particulares 
ante la Comisión. Eso no se discute”. Se refiere a que en 
el fallo de la Corte se da gran importancia a que compa- 
rezcan particulares y aquí, indudablemente, estamos dis- 
cutiendo otra cosa. 


“Lo que se discute es que un particular o una entidad 
privada puedan ser el objeto mismo de la investigación. 
Y. al respecto cabe señalar que ni en el proyecto Ramírez 
vi en el de Aréchaga, ni el de Arroyo Torres y Pinto 
de Vidal” —es decir los proyectos presentados por Ramí- 
rez en 1919, y el de Aréchaga sustitutivo en el Senado 


CAMARA DE SENADORES 


11 de Setiembre de 1986 


del mismo, analizado diez años más tarde por este Cuer- 
po o en el proyecto de 1946 de los entonces diputados 
Ledo Arroyo Torres e Isabel Pinto de Vidal— “hay una 
sola palabra que autorice a sostener que sus autores admi- 
tían la investigación parlamentaria (con cualquiera de 
sus fines) que tuviera como objetivo una persona o enti. 
dad privada, y no un sector de la Administración.” 


Este es el argumento que maneja el doctor Jiménez 
de Aréchaga en el sentido de que nunca existieron ante- 
cedentes parlamentarios, a diferencia de lo que la Supre- 
ma Corte de Justicia consideraba, respecto a que empre- 
sas privadas pudieran ser objeto de investigación. 


“En segundo lugar, se hace extenso argumento del he- 
cho de que las leyes dictadas para fijar las competencias 
de las Comisiones parlamentarias no facultan a dichas 
Comisiones para practicar allanamientos, vulnerar secre- 
tos, requisar papeles, sino solamente para solicitar de la 
Justicia la adopción de tales medidas, lo que significa, en 
concepto de la Suprema Corte, eficaz amparo de los de- 
rechos y libertades consagrados por la Constitución, pues 
el juez, será el llamado a decidir de la legitimidad y ju- 
ridicidad de la petición que se le formule. Solicitada la 
medida “el Poder Judicial” —se refiere a la resolución de 
la Suprema Corte— la decretará o no la decretará, según 
estime que aquella petición está o no está ajustada a de- 
recho” dice la Corte. Pero yo observo: cuando se trate de 
un allanamiento, el Juez no puede autorizarlo, en ejerci- 
cio de sus propias competencias, sino “en los casos deter- 
minados por la ley” (artículo 11 de la Constitución); los 
papeles de los particulares y su correspondencia no pue- 
den ser registrados o examinados “sino conforme a las 
leyes” (artículo 28 de la Constitución); y ya sabemos 
que éstas no lo autorizan sino cuando hay proceso crimi- 
nal o en caso de quiebra, Y bien: ¿cómo se entienden 
estas leyes que atribuyen potestad a las Comisiones parla. 
mentarias para pedir allanamientos o para solicitar exa- 
men de papeles o correspondencia? ¿Se hará lugar a ta- 
les medidas solamente en los casos en los cuales, confor- 
me a las leyes, los Jueces mismos pueden adopiarlas? ¿O 
se dirá, simplemente, que desde que la ley autoriza a las 
Comisiones a requerir tales medidas, ellas deben ser adop- 
tadas cuando las Comisiones lo soliciten? Si lo primero, 
ello equivaldrá a imposibilitar en los hechos tales allana- 
mientos o requisas de papeles, por cuanto las leyes son 
extremadamente rigurosas para autorizar a los Jueces la 
adopción de tales medidas; si lo segundo, la intervención 
de la Justicia será vana e inútil como forma de amparo 
de los derechos individuales, o se sustituirá un sistema de 
arbitrio judicial al de competencias rigurosamente regla- 
das que establece la Constitución. Pero hay más aún: tan 
preciosa como la garantía que significa la norma según 
la cual sólo los Jueces y en los casos especificamente de- 
finidos por las leyes pueden penetrar en el hogar e in- 
quirir en papeles y documentos, es la que representa el 
hecho de que tales medidas extremas sólo se cumplan bajo 
la inmediata vigilancia de los magistrados. 


Sabemos bien que tal cosa no sucede siempre cuando 
se trata de la actuación de las Comisiones parlamentarias, 
las cuales pesquisan, inquieren o requisan no solamente 
sin la directa y personal intervención de los Jueces, sino, 
en muchos casos, sin siquiera la personal presencia de los 
mismos legisladores que las integran, valiéndose de fun- 
cionarios subalternos o de personal contratado al solo 0b- 
jeto de la investigación. 


Esta es la verdad de la vida. Muy diferente sería que 
€sas leyes dictadas para armar a las Comisiones parlamen- 
tarias de medios prácticos para el cumplimiento de sus 
labores establecieran que ellas pueden pedir de los Jueces 
requisas de papeles o allanamientos de domicilios; que 
éstos solamente podrán decretarlos en los casos previstos 
por las leyes, es decir, sólo cuando ellos mismos, por propia 
iniciativa, habrían podido disponerlos; que tales procedi- 
mientos serán cumplidos por los propios Jueces y que éstos 
comunicarán a la Comisión los resultados obtenidos. Sólo 
en tal caso se podrá decir que tales leyes no significan un 
grave descaecimiento de las garantías constitucionales de 
la libertad (ver proyecto Arroyo Torres - Pinto de Vidal, 
artículo).” 
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“En tercer lugar” —y termino— “el fallo” (el fallo de 
la Corte de Justicia, por supuesto) “acumula varios argu- 
mentos en el sentido de demostrar la utilidad práctica de 
tales investigaciones. En relación a este extremo, debemos 
decir que este tipo de razonamiento podría ser útil si se 
tratara de reformar el sistema de la Constitución, no de 
interpretarlo. Pero, además, sostenemos que mayores re- 
sultados se obtendrían, sin mengua para los derechos y 
libertades que la Constitución proclama, dirigiendo la in- 
vestigación a los cuerpos administrativos encargados de 
ejercer el contralor sobre las empresas o asociaciones de 
derechos privado, Y esto sí es conforme con las prescrip- 
ciones del texto constitucional y con el sentido histórico 
e institucional que tuvo la ereación de las Comisiones 
parlamentarias, cuyo sentido se está desviando peligrosa- 
mente por una costumbre viciosa y absolutamente estéril 
en sus resultados prácticos”, etcétera, etcétera. 


El comentario que hace el doctor Jiménez de Arécha. 
ga respecto de este asunto me siembra alguna duda con 
relación a tomar como antecedente la decisión de la Su- 
prema Corte de Justicia, del año 1959, como vajor defi. 
nitivo. 


Otro argumento, este sí de peso, que ha formulado el 
señor senador, se refiere a que es o ha sido práctica ha- 
bitual —por lo menos reiterada— de este Parlamento, in- 
vestigar empresas privadas. 


Sin embargo, señor Presidente, yo digo que por lo me- 
nos en 1970, este Senado tenía dudas y es por eso que So- 
licitó informes. Y no está en contra solamente el informe 
del doctor Justino Jiménez de Aréchaga sino, por ejemplo, 
también el del doctor Juan B. Carballa, que insiste, sí, en 
que el Parlamento tiene facultades para convocar testigos 
pero no para hacer objeto de una investigación a la em- 
presa o a la persona jurídica de derecho privado. 


Continúo, pues, con mis dudas. Siento que el tema es 
trascendente y que, como ha sido aludido por los comen- 
tarios que he leído, hace a las propias objeciones de Ca- 
rácter constitucional. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra, primero, 
el señor senador Aguirre y, luego, el señor senador Singer, 


SEÑOR AGUIRRE. -—- Señor Presidente: a la extensa 
lectura que ha realizado el señor senador Flores Silva del 
dictamen O comentario del doctor Justino Jiménez de 
Aréchaga a la recordada sentencia de la Suprema Corte 
de Justicia del 11 de marzo de 1959, podría oponer un de- 
sarrollo, igualmente extenso y muy fundado, del doctor 
Korzeniak en su obra de Tesis; pero voy a eximir al 
Senado de otra lectura que puede resultar un poco can- 
sadora, porque creo que el informe de la Comisión es 
bastante claro en este punto. Ya lo expresé en mi inter. 
vención anterior y no lo voy a reiterar. 


Las Cámaras, señor Presidente, tienen facultad de le- 
gislación respecto de la actividad privada en general. Y 
si la tienen, pueden investigar para conocer los extremos 
de hecho en función de los cuales tienen o pueden tener 
que legislar. Si bien la autoridad del doctor Jiménez de 
Aréchaga es la más alta, quizá, que ha existido en este 
país en Derecho Constitucional, no hay nadie que sea in- 
falible y por lo tanto, también pudo incurrir en el error. 
Creo que también era muy alta la autoridad de la Supre- 
ma Corte de Justicia en el año 1959, precisamente cuan- 
do estaba integrada por varios de los más extraordina. 
rios magistrados que han existido en esta República, Se 
ha dicho, con precisión, que el redactor de la sentencia 
fue nada menos, que el doctor Alvaro Macedo. Integraban 
la Suprema Corte de Justicia de la época, además, los 
doctores De Gregorio, Bouza y algunos otros de los más 
grandes jueces que ha tenido el país. 


De manera que, señor Presidente, entiendo que esta- 
mos en buena compañía. Además, como lo dice el señor 
senador Flores Silva, esta ha sido la práctica invariable 
del Parlamento; siempre se ha investigado la actividad 
privada. 
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Por ejemplo, este propio Parlamento, cuando dispuso 
investigar la venta de carnes a Israel, cuestionó una de- 
cisión de un órgano sobre el que no tengo ahora presente 
si es estatal o paraestatal, INAC; y al mismo tiempo es- 
tuyo investigando Jos procedimientos de los titulares de 
las empresas frigoríficas que habían ido a Israel a nego- 
ciar dicha venta de carnes. Se les convocó al Parlamento, 
y se estuvo investigando toda su actividad, como se pon- 
drá de manifiesto el jueves próximo cuando, en sesión 
extraordinaria, se trate el informe de la Comisión respec- 
tiva. Y nadie alegó que esa investigación no podía llevarse 
adelante porque ello significaba entrar en el ámbito re- 
servado de la actividad privada de determinados inte- 
grantes de la industria frigorífica. De modo tal que, con el 
extraordinario respeto que siempre he tenido y seguiré te- 
niendo por las opiniones del doctor Justino Jiménez de 
Aréchaga, continúo manteniéndome en la tesitura que ha 
inspirado a la Comisión para establecer el texto del ar. 
tículo 29. 


SEÑOR FLORES SILVA. — ¿Me concede una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el senor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Señor Presidente: eviden- 
temente tiene un gran peso el argumento que hace el se. 
ñor senador respecto a que hay una práctica en materia 
de investigar empresas privadas. Pero ese hecho, que sur- 
ge de la praxis y de la vida, diría también, Justino Jimé- 
nez de Aréchaga, de acuerdo al comentario que leí hace 
unos momentos, no debe hacernos olvidar otros múltiples 
proyectos sobre este mismo tema en los que jamás se ha 
incluido este asunto. Este es un punto que por lo menos 
merece por parte de nosotros, la reflexión de que significa 
una novedad. 


El proyecto aprobado el 31 de octubre de 1919, el lla- 
mado proyecto Ramírez, no lo contenía, dice Jiménez de 
Aréchaga. Tampoco el proyecto sustitutivo de Jiménez de 
Aréchaga, informado por él al Senado, con el apoyo de 
Hipólito Gallinal y Manuel Otero; tampoco, naturalmente, 
el proyecto del Poder Ejecutivo, que llegó algunos dias 
después, enviado por el Presidente Brum; tampoco se toma 
en cuenta en el año 1928, cuando se recoge el proyecto 
del doctor Justino Jiménez de Aréchaga —la Comisión 
del Senado, que lo informó favorablemente, estaba inte- 
grada por los señores senadores Ismae] Cortinas, Guiller- 
mo García y Juan Andrés Ramírez— y tampoco el pro- 
yecto de Albo y García Seijas, de 1929. 


Además, sobre el proyecto de Lerena Acevedo —-vuel- 
to a diputados el asunto— también estuvieron contestes 
los miembros de la Comisión, que estuvo integrada por Al. 
varo Vásquez, Emilio Frugoni, Felisberto Carámbula y Ja- 
vier Barrios Amorín. 


Digo, señor Presidente, que así como durante varias 
décadas hemos seguido una práctica que vulnera alguno 
de los principios más importantes de nuestro Derecho, a 
juicio del doctor Jiménez de Aréchaga, también es cierto 
que cada vez que este Cuerpo o el Parlamento ha refle- 
xionado sobre el tema no se le ha ocurrido poner a la 
empresa privada como objeto de investigación. 


Entonces, señalo que si tenemos, naturalmente, fines 
legislativos, la lógica del argumento del señor senador Tes- 
pecto a que podemos investigarla, tiene su respuesta, por- 
que el hecho de que tengamos fines legislativos no quiere 
decir que invadamos áreas que competen a otros Poderes, 
a los efectos de investigar el funcionamiento en sí de esas 
empresas. 


Gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. 
miembro informante. 


- Puede continuar el señor 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: al argumen- 
tarse que en los proyectos anteriores -—ninguno de ellos 
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llegó a ser sancionado— este tema no se previó o no se 
reguló, se olvida una realidad, que es la siguiente. El pri- 
mer proyecto, que data de 1919, redactado por Juan An- 
drés Ramírez y aprobado por la Cámara de Representan- 
tes, apuntaba a resolver una cuestión del momento. El 
texto constitucional! de 1913 era flamante y, ante la de- 
signación de la primera o segunda Comisión Investigado- 
ra para investigar en el ámbito del Estado, surgieron du- 
das sobre cuáles eran su poderes jurídicos. Entonces, ¿qué 
fue lo que trató de hacer el doctor Juan Andrés Ramirez? 
Determinar cuáles eran esos poderes para investigar en el 
ámbito del Estado. 


A eso se redujo su articulado. 


Todos los proyectos posteriores, que ha recordado el 
señor senador Flores Silva, como los de Justino Eugenio 
Jiménez de Aréchaga, Arturo Lerena Acevedo, y los de 
otras Comisiones parlamentarias que consideraron el tema 
y no llegaron a plantearlo en Sala, así como el de Arroyo 
Torres e Isabel Pinto de Vidal son, con pequeñas diferen- 
cias, copias o reproducciones del proyecto Ramirez, Si los 
leemos y comparamos, nos daremos cuenta de ello de in- 
mediato y ese es el motivo por el cual no tratan este 
tema. 


Si llevamos el argumento a estos extremos, tendre- 
mos que eliminar la mayor parte de los artículos que inte- 
gran este proyecto, que es mucho más amplio y compren- 
sivo, ya que plantea una serie de puntos que los demás 
proyectos no toman en cuenta. 


Con esa manera de razonar, deberiamos eliminar el 
artículo 28, que se refiere a las investigaciones en el ám- 
bito de las personas de Derecho Público no estatal, por- 
que nada de ello existia en los proyectos anteriores, Nun- 
ca se hizo la menor referencia a este tipo de investiga- 
ciones. 


¿Alguien duda que podamos investigar en el ámbito 
de Conaprole, en el del Frigorífico Nacional, si éste eXis- 
tiera, o en el de las Cajas no estatales? Por supuesto que 
podemos hacerlo. 


No alcanzo a comprender realmente la fuerza del ar- 
gumento, y si bien en los proyectos anteriores no existían 
referencias con respecto a las investigaciones en la activi. 
dad privada, lo cierto es que reiteradamente los Cuerpos 
legislativos han investigado dentro de ese ámbito, lo que 
demuestra incontestablemente que tanto la Cámara de Re- 
presentantes como el Senado, a lo largo de los años, han 
considerado que tenían competencias para actuar en. esa 
esfera. 


El aspecto dudoso es el límite de las investigaciones 
en esos ámbitos. Creemos que las dos limitaciones conte- 
nidas en el artículo 29 son correctas e impiden que se 
extralimite el ámbito legitimo dentro del cual el Parla- 
mento puede investigar en el área de la actividad privada! 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: la inter- 
vención del señor senador Flores Silva en este tema, nos 
hace retornar a un artículo que, quizás por este sistema 
de votar por capítulos, no fue analizado como se merece. 


Comparto las expresiones del señor senador Aguirre 
sobre los alcances del artículo 29. Pero también creo com- 
prender parte de la preocupación que plantea el señor se- 
nador Flores Silva. 


Releyendo el artículo 29 del proyecto de ley, observo 
que el mismo delimita la investigación desde el punto de 
vista de los propósitos que se persiguen. En consecuencia, 
dicho límite está expresado en los literales a y b del ar- 
tículo 29. Es decir, desde el punto de vista de los propósi- 
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tos perseguidos sólo puede investigar con dos fines: para 
analizar actividades o situaciones que por su relevancia 
afecten al interés general, y para verificar si el Poder 
Ejecutivo aplica la obligación de hacer cumplir las leyes. 


Quizá a raíz de la interesante intervención del señor 
sínador Flores Silva, surja a la luz de la interpretación del 
artículo proyectado, un ángulo no contemplado por él, 
que es el referido no a los propósitos perseguidos por lz 
investigación, sino a los alcances o límites de la misma 
dentro de las áreas establecidas en los apartados a) y b). 


Dicho en otra forma: estoy de acuerdo con lo que 
viene señalando el señor senador Aguirre sobre que el ar- 
tículo limita las investigaciones a los efectos de lo esta- 
blecido en los apartados a) y b). Pero quizá le falte —y 
esto es un poco el sentido de las manifestaciones del se- 
ñor senador Flores Silva— referirse al hecho de que en 
aquellas investigaciones permitidas por el artículo 29, se 
puede llegar hasta tal límite, sin traspasarlo. ¿Cuál es ese 
límite que no puede traspasar? Se me ocurre -—improvi. 
sando sobre la marcha de la discusión— proponer un úl- 
timo agregado al articulo 29, ya que tengo otra Observa. 
ción que no la voy a formular por el momento, porque 
entiendo que es menor y se refiere a otro aspecto. Ten- 
dríamos que agregar un párrafo que expresara —y me 
gustaría escuchar la opinión especialmente del señor se- 
nador Flores Silva, que es quien ha dado la voz de alerta 
al respecto— lo siguiente: “En ningún caso la investiga- 
ción podrá vulnerar la prohibición establecida en el ar- 
tículo 28 de la Constitución”. Dicho artículo establece: 
“Los papeles de los particulares y su correspondencia epis- 
tolar, telegráfica o de cualquier otra especie, son inviola- 
bles, y nunca podrá hacerse su registro, examen o inter- 
ceptación”. Y sigue diciendo que esto sólo podría hacerse 
conforme a las leyes que se establecieren por razones de 
interés general. Si no incluyéramos este agregado, natu- 
ralmente que se podría sostener con buen fundamento ju- 
rídico, que este proyecto que estamos analizando, si se 
convirtiera en ley, pasaría, por razones de interés gene- 
ral, a establecer una limitación a esta inviolabilidad con- 
sagrada constitucionalmente. 


Entonces, preguntaría especialmente al señor senador 
Flores Silva —lamentablemente no me puede contestar 
porque estoy en uso de una interrupción, pero en algún 
momento del debate, quizá sea posible que lo haga— y 
también al señor senador Aguirre, cuya opinión asimismo 
me interesa mucho, si este último párrafo no podría ser 
insertado, en opinión de ambos que son los que están dis- 
cutiendo el tema, al final del artículo 29, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en uso de la pa- 
labra el señor senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Le contesto al señor senador 
Ricaldoni que, en mi opinión, este párralo no podría ser 
insertado por dos razones. La primera, porque el problema 
se refiere a los poderes jurídicos de las Comislones, y este 
Capítulo trata “De los Organos, Actividades y Personas 
que pueden ser objeto de Investigación”. El hecho de que 
en el ámbito de la actividad privada se puedan requerir 
documentos, incautar, investigar o analizar los libros o la 
correspondencia de una empresa, es un problema distinto 
del que aquí se está considerando. Esta es la primera ra- 
zón, la misma por la que creo —aunque no lo expresé an- 
tes voy a hacerlo ahora-— que no venía al caso la argu- 
mentación que hacia el doctor Justino Jiménez de Aré. 
chaga —no por su Culpa, claro está, porque no sabía que 
un día íbamos a considerar este proyecto de ley en el 
Senado sino porque estaba comentando la sentencia de la 
Suprema Corte de Justicia, a la que se había hecho alu- 
sión— cuando sostenía que no se podía investigar papeles, 
documentación, ni entrar a locales privados sin orden de 
allanamiento, sin intervención de la autoridad judicial, 
porque ella también se refiere a] tema de cómo se realiza 
la investigación. Aqui el tema está referido a qué se in- 
vestiga o de quiénes son “los destinatarios” de la inves- 
tigación, según la terminología que emplea en su obra 
de Tesis el doctor Korzeniak. 


La segunda razón por la cual esa limitación no podia 
incluirse, es porque se contradice con lo que establece el 
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artículo 35 del proyecto, que tendremos que considerar 
más adelante. Es decir que nos estamos adentrando en un 
problema que se encuentra a posteriori. Por lo tanto, creo 
que sería conveniente mantenernos dentro del orden en 
que están los artículos. 


El artículo 35 dice: “Toda Comisión encargada de una 
investigación podrá requerir la presentación de informes 
y la exhibición de documentos relacionados directamente 
con la investigación a los organismos estatales, públicos 
no estatales, empresas privadas y, en general, personas 
jurídicas de Derecho Privado”. Esto se puede compartir o 
no, pero vamos a discutirlo cuando lleguemos al artículo 
35; ahora estamos en el artículo 29. 


SEÑOR SINGER. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el senor 
senador. 


SEÑOR SINGER. -— Señor Presidente: me alegro y 
congratulo de que el señor senador Flores Silva haya for- 
mulado este planteamiento. Pienso que si se hubiera se- 
guido la discusión particular, articulo por artículo, en lu- 
gar de hacerlo por capítulos, hubiera sido diferente. Noso- 
tros teníamos subrayado para referirnos al artículo 29. 


Creo que la preocupación del señor senador Flores 
Silva está fundada en varias razones. 


La discusión que ha derivado a raíz de ese plantea- 
miento pone de manifiesto aquel aspecto que sostuvimos 
en la discusión particular. Cuando el Parlamento se dis- 
pone a realizar una investigación y dicta para cada caso 
particular una ley, lo hace porque de esa forma tiene la 
oportunidad de apreciar si es necesaria la investigación y 
si la entidad del asunto la amerita, etcétera. 


En segundo lugar, señor Presidente, creo que la duda 
que se está planteando, deriva justamente de que no se 
trata de poner en tela de juicio la investigación de empre- 
sas O de personas jurídicas de Derecho Privado —como 
dice la disposición— que por su repercusión para la eco- 
nomía nacional o por el interés colectivo que tiene su 
funcionamiento, determinen la conveniencia o procedencia 
de una investigación, sino que esto es de una amplitud 
total, 


De acuerdo con esta disposición, se puede investigar, 
por ejemplo, a un productor agropecuario que tenga cua- 
tro cuadras de campo y que se dedique a cultivar horta- 
lizas. Una persona que edite un pequeño periódico, un se- 
immanario, un quincenario, etcétera —no hablo de una gran 
empresa periodística, con todas las connotaciones que ésta 
pueda tener-— caerá también dentro de la órbita de las 
facultades de esta investigación. En una palabra, cae cuaj- 
quiera y creo que de ahí surge la principal preocupación 
con respecto a esta disposición, Esto no tiene límites; yo 
creo que éstos están, precisamente, en que el Parlamento 
puede investigar, cuando existen asuntos de interés colec- 
tivo o de verdadera repercusión para la economía nacio- 
nal. Y esos fueron, precisamente, los casos que se citaron 
como ejemplo: los frigoríficos extranjeros, FUNSA -—que 
en aquel entonces ejercía prácticamente un monopolio en 
la fabricación de neumáticos— la empresa ANDA, que es 
una entidad muy importante, con decenas de miles de afi- 
liados, etcétera. Pero el alcance de esta disposición no es 
para este tipo de empresas, sino para cualquier caso. No 
hay limitaciones de ninguna especle. 


Entonces, debo señalar que no me resisto a decir que 
entre la muy autorizada opinión del doctor Korzeniak y 
la del doctor Justino Jiménez de Aréchaga, me quedo con 
la de éste último. Pero, en términos prácticos, tratando 
de resolver esta diferencia de opiniones que se ha plantea- 
do, creo que podríamos intentar mejorar el alcance de 
esta disposición si corregimos el párrafo que se desglosa 
luego en los literales a) y hb). Creo que convendría supri. 
mir la expresión. “En este último caso” y decir: “La in- 
vestigación sólo procede a los efectos de:”, etcétera. Me 
refiero a la investigación en cualquier caso: con fines le- 
gislativos, etcétera. 


De acuerdo con lo que establece el literal a), que di- 
ce: “analizar actividades o situaciones que, por su rele. 
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vancia afecten el interés general”; podrá contestárseme 
que no se va a investigar a un productor que posee cuatro 
cuadras en las que planta hortalizas porque su actividad 
no atecta el interés general de la República. 


y Supongo que los literales a) y b) contienen disposi- 
ciones que se suman y que no son solamente alternativas. 


Entonces, si se suprime la expresión “En este último 
caso” la preocupación que con toda lógica —me permito 
agregar, con el respeto debido a las manifestaciones del 
señor senador Aguirre, con férrea lógica-— ha planteado 
el señor senador Flores Silva, de alguna forma quedarían 
salvadas porque la investigación quedaría limitada a aque- 
llos casos en que se analizan actividades o situaciones que 
por su relevancia afecten el interés general. Creo que ese 
es el propósito de la Comisión. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR SINGER. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Simplemente, deseo manifestar 
que no tengo inconveniente en que se suprima la expresión 
“En este último caso”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Singer. 


SEÑOR PEREYRA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR SINGER. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PEREYRA. — No sé si lo que voy a expresar 
es coadyuvante o no con esta discusión, pero puede acla- 
rar en cuanto a la tradición parlamentaria al respecto. 


Siendo representante me correspondió integrar la Co. 
misión Investigadora de las actuaciones del Banco Indus- 
trial y siendo senador, integré la Comisión Investigadora 
de las actividades de las financieras y situaciones creadas 
en el Banco Mercantil. De manera que hay antecedentes 
de investigación en organismos o empresas privadas. 


Creo que todos estos casos pueden estar relacionados 
con el interés general de que hablaba el señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Singer. 


SEÑOR SINGER. — Desde luego comparto lo que aca- 
ba de manifestar el señor senador Pereyra; no estoy cn 
contra de las investigaciones y, además, no discuto la fa- 
cultad del Parlamento de investigar empresas privadas. 
He sostenido durante la discusión general —lo reitero aho- 
ra— que prefiero que en cada uno de los casos —y asi 
sucedió en aquellos en los que le tocó actuar al señor se- 
nador Percyra— el Parlamento dicte una ley, porque es la 
oportunidad de apreciar si la investigación es fundada, si 
procede o no. 


Teniendo en cuenta que existe en el Senado una ma- 
yoría dispuesta a aprobar este proyecto y habiendo plan- 
teado el señor senador Flores Silva con férrea lógica su 
preocupación y no perdiendo de vista la cita del doctor 
Justino Jiménez de Aréchaga, creo que si suprimimos “En 
este último caso” por lo menos limitaremos el alcance de 
la disposición. 


Frente a la aceptación del señor senador Aguirre no 
tengo nada más que agregar. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 
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SEÑOR FLORES SILVA. -— En cuanto a lo afirmado 
por el señor senador Aguirre, respecto a que este proyecto 
es más completo que los anteriores, debo decir que sí, que 
lo es y que, sin lugar a dudas, es el que abarca más temas. 
Sin embargo, yo no reduciría todos los anteriores a dife. 
rentes interpretaciones del proyecto Ramírez. Creo que 
pan existido trabajos muy serios de algunos señores legis- 
adores, 


Tampoco diría que el hecho de que entonces no st 
abordara el tema de la empresa privada, deriva de que la 
coyuntura determinaba que en ese momento importaba 
otra cosa. Creo que el hecho de que ninguno de los pres- 
tigiosos juristas que han trabajado en este asunto haya 
avanzado sobre el punto, no se puede deber simplemente a 
que en el año 1919 no importaba otra cosa más que la 
coyuntura. 


Efectivamente fue esa situación la que motivó el lan- 
zamiento del proyecto de Ramirez. En oportunidad de la 
investigación de un asunto de la policía, vinculado —creo 
recordar— con la muerte de un ciudadano en una comi- 
saría de Durazno el Ministro del Interior de entonces, se 
retiró de Sala porque se cuestionaba la capacidad del Par- 
lamento —recién entrada en vigencia la Constitución de 
1917, que incorporaba este artículo 120, que en ese mo- 
mento tenía otro numeral— de investigar conductas even- 
tualmente incorrectas o aún delictivas en el Estado. 


Observo que en aquel entonces, cuando naturalmente 
si había empresa privada —y aunque no había personas 
públicas de Derecho Privado— de acuerdo con ese episo- 
dio y con los sucesivos, existia, explícitamente, la voluntad 
de no legislar teniendo por objeto la investigación de una 
empresa privada. 


El señor senador Ricaldoni, con muy buena voluntad, 
que le agradezco, ha planteado algún posible agregado 
-—que el señor senador Aguirre ha descartado— que po- 
aría ser el siguiente: “En ningún caso la investigación po- 
drá vulnerar la prohibición establecida en el artículo 28 
de la Constitución”. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR FLORES SILVA. -- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Parecería que este es un diálogo 
de sordos. He dicho que debemos leer el proyecto desde 
el primer artículo al último. Ese tema está en el artículo 
35, porque el articulo 28 de la Constitución se refiere au 
la inviolabilidad de la correspondencia y es por el articu- 
lo 35 que se permite registrar los papeles. Así que si se 
quiere hacer esa modificación, hay que hacerla en el ar- 
tículo 35, porque aquí no estamos hablando de los pode- 
res jurídicos de las Comisiones. No la he descartado pcr- 
que esté en contra, o mejor dicho, creo que ese poder !o 
tienen que tener las Comisiones y el señor senador Pe- 
reyra me decía —aunque no lo expresó en su interrup- 
ción—- que en aquella oportunidad registraron los libros y 
todos los papeles del Banco Mercantil, de las financieras 
y de las empresas de que se trataba. Porque de otra ma- 
nera, la investigación no llega a ningún lado y no sirve 
para nada. Esa es la realidad. 


Por eso digo que vamos a discutirlo después, cuando 
lleguemos al articulo 35. Ahora estamos en el artículo 29 
que se refiere a si se puede investigar a las empresas pri- 
vadas, y cómo se hace, es decir, si se puede llamar a de- 
clarar a los funcionarios de las empresas privadas, si se 
puede requerir su documentación, o si se puede investigar 
su papelería, es un tema que viene en el capítulo de los 
poderes jurídicos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Flores Silva. 


SEÑOR FLORES SILVA, — He leído el proyecto y 
tengo claro que hay algunos puntos que están después asi 
como otros, están antes. 
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Sin embargo, el señor senador entenderá que un abor- 
daje global del asunto, sobre todo cuando estamos tratan- 
do temas tan polémicos, justifica que dé lectura a algo 
que había propuesto el señor senador Ricaldoni para in- 
cluirlo, en todo caso, en cualquiera de los artículos o ca- 
pítulos que vamos a ir votando con cuidado, que tiene 
que ver directamente con este problema. 


El asunto de la privacidad de los papeles está relacio. 
nado directamente con esto y es algo que yo queria se- 
ñalar para agregarlo donde sea necesario o donde el 
Cuerpo lo considere menester, o sea, en el ordén en que 
ha venido el proyecto o en algún otro que lo podría rae- 
jorar. Se podría hacer lo mismo con otros puntos a los 
que me he referido en los comentarios que leía del doc- 
tor Justino Jiménez de Aréchaga, que se relacionan nu 
solamente con este artículo 28 sino también con el articu- 
lo 11 referido al tema del hogar como sagrado, inviolab!e. 
Sé que está analizado después pero está unido a esto. 


Lamento la desprolijidad al abordar lo referente a 10 
persona privada, pero ella reside en algún lugar y tiens 
papeles y vemos que cuando se la investiga es necesario 
considerarlo globalmente. Tenemos articulos como el 11 
respecto a la inviolabilidad del hogar, y también están el 
35 y el 44. 


De lo que surge de los artículos 41 al 44 tengo algu- 
nas dudas en el sentido de que allí no se esté violando 
el artículo 11 de la Constitución en lo referente a las 
empresas o personas privadas, Creo que tengo que plan- 
tearlo ahora para incluirlo luego donde sea necesario. Si 
se me permite, en el artículo 41 se establece lo siguiente: 
“Cuando se considere necesaria para el objeto de la in- 
vestigación, la Comisión podrá solicitar al Juez compe- 
tente la práctica de allanamientos en reparticiones u ofi- 
cinas públicas”. Aquí no se refiere a lo privado. Pero el 
articulo 46 dice que: “Si la práctica de una pericia debié- 
ra realizarse en una repartición u oficina pública o de 
una persona de Derecho Fublico no estatal, o en un ho- 
gar o local u oficina particular, se aplicarán, en lo per- 
tinente, los artículos 41 y 42 de esta ley”. Alí se nos 
desliza una suerte de allanamiento, no establecido en el 
artículo 41, que es particular, que tampoco está establecido 
en los artículos 29 o 35, ni en ningún lado y que tiene 
que ver, entonces, con que en algún lugar se pudiera po- 
ner que la empresa o la persona privada será protegida de 
que no se vulneren los derechos que ella tiene por el ar- 
tículo 11 de la Constitución. 


Al abordar un tema tan complejo en un proyecto tan 
completo, a veces no se cae en la precaución de estudiar 
las cosas en el mejor orden, pero los problemas son glo- 
bales y los derechos de la persona privada son peculiares 
y también deben ser considerados globalmente. Señaio 
que así como veo, en un tema tan importante como es el 
allanamiento de un particular, una contradicción en el 
texto del artículo 41, cue no lo aborda, pero el 46 si ¡o 
desliza, considero que el camino puede estar pasando púr 
el área de proteger o amparar los derechos en redaccio- 
nes similares referentes a los artículos 11 y 28 de ia 
Constitución y alli donde el Cuerpo considere mejor in- 
corporarlos. Insisto en que la solución de este problema 
pasa por señalar explicitamente algunos resguardos que 
me parecen importantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el artículo 29 
con la corrección propuesta por el señor senador Singer y 
aceptada por el señor miembro informante. 


Se suprimiría la expresión “en este último caso”, por 
la frase: “la investigación sólo procede a efectos de”. 


(Se vota:) 

—-14 en 17. Negativa. 

SEÑOR SINGER. — Pido que se rectifique la votación. 

SEÑOR PRESIDENTE. — El Reglamento expresa que: 
“Acordada la reconsideración se reabrirá la discusión de 


inmediato y para que la resolución pueda ser anulada o 
modificada, se requerirá la conformidad de un número 
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mayor que el que.la sancionó o más de la mitad de los 
votos del total de componentes del Cuerpo, según corres- 
ponda”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a rectificar la 
votación del artículo 29. 


SEÑOR FLORES SILVA, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. —Como hay diferentes Opi- 
niones y no habiendo solución alternativa, salvo la modi- 
ficación propuesta de eliminar la expresión “en úitimo 
caso”, declaro que voy a votar por la afirmativa en el 
sentido de que más adelante y en el lugar que el señor 
senador Aguirre estime más conveniente, se introduzcan 
las salvaguardias que habíamos anotado como imprescin- 
dibles. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Se va a votar €] artículo 29, 
rectificándose la votación anterior. 


(Se vota:) 
—17 en 18. Afirmativa. 


En consideración, el Capítulo V - De los poderes jurí- 
dicos de las Comisiones del artículo 120 de la Constitución, 
gue comprende, los artículos 32 a 51 inclusive. 


SEÑOR SINGER. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene Ja palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — Si seguimos discutiendo por ca- 
pítulos, quiero aclarar que hasta el artículo 35 no tengo 
ningún inconveniente, pero a partir de ese artículo deseo 
hacer algunas observaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Cuando se vota por capí- 
tulos, las observaciones se hacen a todos los artículos del 
mismo, pero si son muchas, lo lógico es volver a la dis- 
cusión por artículos. Pero, esto no quiere decir que 0 
se puedan hacer objeciones a los artículos, lo que sucede 
es que están en consideración simultánea todos estos at- 
tículos. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — De acuerdo a algunas expre- 
siones que se han hecho en Sala, es evidente que van 4 
haber objeciones a distintos artículos, y se va 4 confundir 
totalmente la discusión. Por lo tanto, creo que a esta altura 
es práctico, y hago moción de orden en tal sentido, que 
se vuelva al sistema de votar artículo por artículo. Alg:- 
nos se votarán sin discusión y en otros casos no será así. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Basta con que un señor se. 
nador lo proponga para que así se proceda. 


Por consiguiente, vamos a pasar al régimen de discu- 
tic artículo por artículo. 


En consideración el artículo 32. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 33. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


—18 en 19. Afirmativa. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-—65 


En consideración el artículo 34. 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra cl señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — En el segundo parágrafo hay 
un error. Donde dice “la asistencia de las Comisiones”, de- 
be ponerse “la asistencia a las Comisiones”. 


SEÑOR FLORES SILVA. — ¿Me permite, para ula 
aclaración, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. -—— Reitero que debo traba- 
jar por apuntes porque últimamente no lo he leído; pero 
interpreto que los miembros de este Cuerpo que no inte. 
gran las Comisiones no pueden asistir a ellas. ¿Es así? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Parecería que sí, porque 
se establece: “La asistencia de las Comisiones quedará 
restringida a sus miembros, al denunciante, a los citados 
por las mismas y a los funcionarios de los Cuerpos desig- 
rantes necesarias para su labor.” Quiere decir, entonces, 
gue los que no están mencionados no pueden concurrir, 
salvo autorización expresa de las Comisiones, 


SEÑOR FLORES SILVA. -—— No voy a realizar una 
polémica; simplemente señalo que algunos señores legis- 
ladores han sostenido, a lo largo de la vida del Parlamento, 
que no hay modo de impedirles el acceso a las Comisiones 
de los Cuerpos. Esa era la posición del recordado doctor 
Abdala, ex-Presidente de este Cuerpo. 


No tengo mucho tiempo en esta banca, por lo que pre- 
guntaría a los señores senadores más experimentados si 
no estamos violentando una tradición al impedir a los se- 
ñores legisladores a acceder a Comisiones de los propios 
Cuerpos. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — No tengo vocación de arii- 
buirme autoría de artículos de los proyectos porque croo 
que siempre son el fruto del trabajo en equipo, como es 
el caso de la labor de las Comisiones. Sin embargo, creo 
recordar —aqui están algunos miembros de la Comisión, 
como los señores senadores Aguirre y Ortiz que podrán 
confirmar lo que expreso— que esto lo plantée yo. 


SEÑOR AGUIRRE. -- Exactamente, señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. -— No lo digo, en modo alguns, 
para que el señor senador Flores Silva desista de su plan- 
teamiento, sino porque me siento un poco obligado a jus- 
tificar la inserción de esta norma. 


En primer término, debo expresar que este artículo 
35 se refiere, exclusivamente, a aquellas Comisiones que 
están trabajando bajo el régimen del secreto. En las de- 
más Comisiones no se impide la concurrencia de los seño- 
res legisladores que deseen asistir a ellas. Solamente se 
trata de Comisiones que están trabajando con el régimen 
de secreto. 


Esto, que fue acogido por la Comisión —lo digo con 
la mayor franqueza— pretende recoger algunas experien- 
cias habidas en este Parlamento en los últimos tiempos. 


El secreto es algo muy serio; hay que cuidarlo y cuan: 
to más gente concurre a las sesiones, más posibilidad existe 
de que trascienda lo considerado. En definitiva, se termina 
perjudicando el prestigio de la investigación, del instituto 
de las Comisiones Investigadoras y, ñaturalmente, del pro- 
pio Parlamento. 


La realidad es muy simple. Cuando el tema es algo 
espectacular —porque siempre las cosas secretas son lia- 
mativas— todo el mundo siente la tentación de asistir a 
las sesiones de las Comisiones 
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En lo que me es personal, espontáneamente, desde que 
ingresé al Parlamento, jamás he penetrado al recinto de 
Comisiones en régimen de secreto, porgue entiendo que 
no lo debo hacer y que no corresponde. Naturalmente, pue- 
de ser una sensibilidad particular, incluso equivocada «ás 
mi parte. 


Llamo a la reflexión en cuanto a que han sucedido 
echos en este Parlamento que no favorecen la tesis de 
que cualquiera puede concurrir a las Comisiones que tie- 
nen carácter secreto. 


Era lo que quería manifestar, señor Presidente. 
SEÑOR FLORES SILVA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. -- Naturalmente, son muy 
importantes las reflexiones del señor senador Ricaldoni 
respecto a la inviolabilidad del secreto. Encuentro, sin 
embargo, que el ejemplo que trae a colación no demuestra 
que una Comisión de pocos miembros que funciona en 
régimen de secreto, lo garantice durante el desarrollo de 
la investigación porque, justamente, los episodios a que 
se ha referido el señor senador surgieron en informaciones 
de Comisiones secretas dadas a publicidad. 


Mi intervención no tenía la intención de colidir con 
el sentido que tiene el secreto en una investigación de 
este tipo; pero entiendo que no es el único valor a tener 
en cuenta. También está el relacionado con el derecho de 
los señores senadores a conocer las deliberaciones de una 
Comisión asesora de los Cuerpos. 


No voy a insistir en el punto, Presidente. Mencin- 
né al ex senador Abdala al referirme a la polémica que 
sobre este punto hubo cuando se nombraron Comision:s 
secretas. El doctor Abdala sostuvo que no se podía limi- 
tar en ese sentido la facultad de un legislador y que, por 
lo tanto, no iba a respetar esa norma. Por consiguiente. 
jamás alguien le pudo impedir el ingreso a este tipo de 
Comisiones. 


Quería señalar que el tema es polémico y que no hago 
cuestión, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el artículo 34. 
Se vota:) 


--16 en 17. Afirmativa. 


En consideración el artículo 35. 
SEÑOR FLORES SILVA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Creo que hemos llegado 
al punto del articulado del proyecto en el que conviene 
— según la opinión de algunos señores senadores-—— incor- 
porar la salvaguarda que el señor senador Ricaldoni ha- 
bia redactado y que establece: “En ningún caso la inves- 
tigación podrá vulnerar la prohibición establecida en el 
articulo 28 de la Constitución”. Yo agregaría, señor Pre- 
sidente, y el artículo 11. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — En la página 39 del repartido, 
al referirse al artículo 35, se expresa: “El asunto es me- 
nos claro cuando se trata de documentos en poder de par- 
ticulares o de empresas privadas, porque en ese ámbito 
rige el principio constitucional de la inviolabilidad de la 
papelería y la correspondencia de los particulares, pero 
éste puede y debe ceder ante las leyes que se establecie- 
ren por razones de interés general' (articulo 28 de la 
Carta), que es el caso de la presente ley.” 


Quiere decir que lo que se está proponiendo —más 
allá de que el tema es discutible— va contra lo que sos- 
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tuvo la Comisión, y no advierto que hayan razones para 
cambiar el criterio. 


Al igual que cuando se está en el ámbito de la inves- 
tigación de la actividad de personas jurídicas estatales u 
personas públicas no estatales, si no se dan los medios 
a las Comisiones para llevar adelante la investigación, pa- 
ra hacer las comprobaciones de los hechos que se suponen 
ciertos, ¿cómo se va a pretender que la investigación sea 
efectiva? 


Reitero lo que me decía hace unos minutos el señor 
senador Pereyra. En aquellas oportunidades, cuando se in- 
vestigaba un Banco o alguna financiera, en Legislaturas 
pasadas, se tuvo acceso a toda la documentción. Nadie pu- 
do invocar el artículo 28 de la Constitución, porque de 
lo contrario la investigación no servía absolutamente pa- 
ra nada. 


Lamento que no se encuentre en Sala el señor sena- 
dor Martínez Moreno, que recordaba tiempo atrás que 
integró la famosa Comisión Investigadora de la Aduan 
del año 1955, votada por la Cámara de Representantes, 
Dicha Comisión se constituyó en virtud de denuncias lor- 
muladas por el entonces representante Zelmar Michelini. 


Bien; esa investigación se llevó «4 cabo con medios 
compulsivos que se votaron por ley, y que permitían a la 
Comisión entrar en locales privados, registrar papelería, 
realizar allanamientos, etcétera; es decir, todo esto que 
ahora se quiere prohibir a texto expreso en lá ley. Si 
esto se prohíbe, de nada sirven las investigaciones en la 
actividad privada. 


Es lo que quería decir. Señalo que me mantengo en 
la tesitura que inspira cl texto del artículo 35 y así lo 
voy a votar. 


SENOR FLORES SILVA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA, — Creo que aquí se plan- 
tean dos posiciones absolutamente contrapuestas. Conside- 
ro que no se trata tanto del tema de ubicación, sino más 
bien de dos posturas opuestas. 


Cuando el señor senador Aguirre explica cómo una 
Comisión Investigadora se lleva todos los papeles y entra 
donde quiere, etcétera —lo que da eficacia a esa Comi- 
sión— debo señalar que mi manera de pensar es otra. 


_. SEÑOR AGUIRRE. — No puede entrar donde quiera; 
tiene que requerir la presentación de los documentos, De 
modo que no es como lo plantea el señor senador. ' 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Señores senadores: uno de 
los miembros del Cuerpo me acaba de enviar una nota 
recordándome la disposición reglamentaria que establece 
que en la discusión particular cada senador puede hacer 
uso de la palabra una sola vez, Reitero dicha disposición 
a los señores senadores, así como la que señala que no se 
puede interrumpir sin autorización de la Mesa. 


Puede continuar el señor senador Flores Silva. 


SEÑOR FLORES SILVA. — La verdad es que tengo 
problemas para ubicar en algún lugar del proyecto la idea 
que considero importante figure a texto expreso. Me re- 
fiero a la salvaguarda de algunos derechos de la persona 
privada. 


Esta reflexión que estoy realizando se basa en la bue- 
na compañía que hemos tenido en el día de hoy: el doctor 
Jiménez de Aréchaga y numerosos legisladores que han 
pensado que sería conveniente introducir este punto. 


Considero que aquí corresponde expresar que en nin- 
gún caso la investigación podrá vulnerar la prohibición es- 
tablecida en el articulo 11 de la Constitución. Natural- 
mente que esto puede tornar más difícil y engorrosa la 
investigación. Siempre que salvaguardamos algún derecho, 
ponemos alguna traba a otras voluntades posibles de es- 
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grimir. Consideramos que en la valoración de derechos es 
importante que esto figure a texto expreso. Si eso hace 
que las investigaciones sean menos eficaces o más lentas, 
es un precio que corresponde pagar. Pero si lo que la in- 
vestigación tiene es un fin legislativo, la comparecencia 
de testigos, los interrogatorios que se puedan hacer, las 
averiguaciones —naturalmente que respetando las limita- 
ciones que he señalado— pueden dar a los fines legisla- 
tivos una idea acabada de una situación. Para el fin le- 
gislativo, la eficacia del detalle puede ser menos necesaria 
que en una investigación que persiguiera objetivos que sólo 
puede lograr el órgano que sí tiene poderes para ello: el 
Poder Judicial. 


Concretamente, en esta única vez que hablo sobre este 
artículo, intentaré colocar, aunque contara con mi solo 
voto, la expresión que ha sido sugerida por el señor senador 
Ricaldoni, en el sentido de que en ningún caso la inves- 
tigación podrá vulnerar la prohibición establecida en los 
artículos 11 y 28 de la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Correspondería votar, en 
primer término, el artículo 35 tal como viene de Comi- 
sión, y luego con los agregados propuestos por los señores 
senadores Ricaldoni y Flores Silva. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el at- 
tículo 35 tal como viene de la Comisión. 


(Se vota:) 
—4 en 18. Negativa, 


Se va a votar ahora el articulo 35 con el agregado 
propuesto por los señores senadores Ricaldoni y Flores 
Silva. 


SEÑOR SINGER. —- Los agregados propuestos, ¿a qué 
artículos de la Constitución hacen referencia? 


SEÑOR PRESIDENTE. — A los artículos 11 y 28, se- 
ñor senador. 


SEÑOR SINGER. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. --— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. -— En su momento, escuché la pro- 
posición que realizó el señor senador Ricaldoni, que en- 
tiendo tiene fundamento, como después con amplitud lo 
expuso el señor senador Flores Silva. Sin embargo, respec- 
to al artículo 11, me parece que no tiene nada que ver 
con esto. Dicho artículo establece que “el hogar es un sa- 
grado inviolable. De noche nadie podrá entrar en él sin 
consentimiento de su jefe”, Esto es claro, Nadie puede 
entrar sin consentimiento de su jefe, mándelo quien sea. 
“De día, sólo” —-podrán entrar—- “de Orden expresa de 
Juez competente, por escrito y en los casos determinados 
por la ley”. Es decir, en los casos determinados por la ley, 
con la orden del Juez competente y no en ninguna otra 
ocasión. Las Comisiones Investigadoras no tienen ninguna 
facultad en lo que se refiere al artículo 11. Lo del artículo 
28 es otra cosa. 


Por estas razones, considero que el agregado debe re- 
ferirse únicamente al artículo 28. 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿Acepta el señor senador 
Flores Silva la corrección? 


SEÑOR FLORES SILVA. --- He escuchado con aten- 
ción al señor senador Singer y señalo que estoy de acuer- 
do con.su planteo. 


SENOR AGUIRRE. — Solicito que se rectifique la vo- 
tación. 

SEÑOR PRESIDENTE. -—— Se va a rectificar la vota. 
ción del artículo 35 con el texto propuesto por la Comi- 
sión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
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(Se vota: ) 
—i0 en 19. Afirmativa. 


SEÑOR RICALDONI. —- Solicito que se rectifique nue- 
vamente la votación del artículo 35. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a rectificar la vota- 
ción del artículo 35 con el texto venido de la Comisión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—M en 20. Afirmativa. 

En consideración el 'artículo 36. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—17 en 20. Afirmativa. 

En consideración el artículo 37. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—17 en 20. Afirmativa. 

En consideración el artículo 38. 

SEÑOR SINGER. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER, --- En principio, voy a dar lectura a 
este artículo, a efectos de clarificar lo que me propongo 
corregir. Dice así: “El jerarca de un organismo u órgano 
estatal, así como el funcionario público relacionado con 
la investigación que se negaren a presentar informes o a 
exhibir documentos necesarios para la investigación, in- 
eurrirán en el delito previsto por el artículo 162 del Có. 
digo Penal. En tal caso, la Comisión dará cuenta al Cuer- 
po designante, a los efectos de que éste resuelva si se pa- 
san los antecedentes a la Justicia Penal, sin perjuicio de 
proseguir la investigación”. 


Por su parte, el articulo 162 del Código Penal se re- 
fiere a abuso de funciones en casos no previstos espe- 
cialmente por la Jey. Dice así: “El funcionario público que 
con abuso de su cargo cometiere u ordenare Cualquier ac- 
to arbitrario en perjuicio de la Administración o de los 
particulares, que no se hallare especialmente previsto en 
las disposiciones del Código será castigado con prisión de 
tres a veinticuatro meses e inhabilitación especial de dos a 
seis años”. 


Francamente, al leer el artículo 38 y esta disposición 
del Código, se aprecia que una cosa no está relacionada 
con la otra. Sé que este antecedente lo recogió la Comi- 
sión con motivo de las facultades que en su oportunidad 
—creo que fue en el año 1955— se le concedieron a la 
Comisión Investigadora de la Aduana. De todos modos, 
pienso que se cometió un error, puesto que el artículo del 
Código que sería de aplicación es el 164, que habla de 
omisión contumacial de los deberes del cargo. 


Pido disculpas al Cuerpo porque comprenderán que 
en esta materia no me muevo con la soltura que seria 
de desear. 


Este articulo 164 dice: “El funcionario público, que 
requetido al efecto por un particular o por un funciona- 
rio público, omitiere o rehusare sin causa justificada eje. 
cutar un acto impuesto por los deberes de su Cargo, será 
castigado con suspensión de tres a dieciocho meses”. 


Me parece que esto se adecua perfectamente al alcan- 
ce del artículo 38 y no lo que dispone el artículo 162. 
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Por lo tanto, propongo que se modifique este artículo 
que estamos tratando, sustituyendo “162” por “164”. 


SEÑOR. AGUIRRE. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. —- Creo que esta vez tiene razón el 
señor senador Singer y, en ese sentido, creo recordar que 
eso era lo que establecía originalmente el artículo. Entre 
tantas variantes y distribuidos que se hicieron de este 
proyecto, quizás se haya cometido un error de copia. Si 
no fuere así, si originalmente hubiéramos puesto el ar- 
tículo 162, de todas maneras creo que el señor senador 
tiene razón y que es más exacto, desde cl punto de vista 
jurídico, hacer referencia a la figura delictiva del articu- 
lo 164 del Código Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el artículo 38, con la corrección indi. 
cada. 


(Se vota:) 

-—18 en 19. Afirmativa. 

En consideración el artículo 39. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

—18 en 19. Afirmativa. 

En consideración el artículo 40. 

SEÑOR SINGER. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEROR SINGER, — Señor Presidente: voy a recoger 
aquí el planteamiento que hizo el señor senador Flores 
Silva en oportunidad de tratarse el artículo 35. Asimismo, 
pienso que se podría incorporar la propuesta que formuló 
en su momento el señor senador Ricaidoni. 


Desearía que se advirtiese el alcance realmente grave 
que tiene esta disposición, pues aqui se hace referencia a 
todos los particulares, sin excepción. Este artículo dice 10 
siguiente: “Los particulares, los representantes de empre- 
sas y de personas jurídicas de Derecho Privado que se ne- 
garen a presentar los informes y a exhibir los documentos 
y papeles” --que es justamente a lo que se refiere el ar- 
ticulo 28 de la Constitución de la República— “que les 
fueran requeridos, incurrirán en el delito previsto en el 
artículo 173 del Código Penal, siempre que se tratare de 
informes y documentos necesarios para el objeto de la in- 
vestigación”. 


Aquí se habla de informes y documentos necesarios 
para el objeto de la investigación, pero con anterioridad 
se hace referencia a documentos y papeles. Llamo la aten- 
ción del Cuerpo en cuanto a que el artículo 173 del Códi- 
go Penal se refiere al delito de desacato, delito grave que 
se castiga con una pena que va de tres a dieciocho meses 
de prisión. 


En consecuencia, me permito proponer que se incor- 
pore la excepción del artículo 28 de la Constitución. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, --- Tiene la palabra el senor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — En realidad, lo que podria pro- 
ponerse es, simplemente, una referencia al artículo del 
Código Penal si se entiende que es muy grave la pena que 
puede recaer sobre un particular por incurrir en esta con- 
ducta que configura una desobediencia al mandato de la 
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Comisión. Pero si el artículo 35, tal como se votó, esta- 
blece que existe prácticamente obligación de presentar im- 
formes y exhibir documentos toda vez que lo requieran 
las Cemisiones Investigadoras y que esta obligación alean- 
za a las empresas privadas y, en general, a las personas 
juridicas de Derecho Privado, no podemos poner esta ex- 
cepción en el articulo 40 porque, entonces, una disposicion 
resultaria contradictoria respecto de la otra. 


La preocupación del señor senador Singer la tuvimos 
también los miembros de la Comisión. Pero sucede que de 
no existir una disposición para la negativa a presentar los 
informes o exhibir los documentos, la obligación —por no 
tener sanción— se hace ilusoria, y lo Cierto es que la ne- 
gativa cae, dentro de una consideración general, en los 
términos del articulo 173 del Código Penal. Hubiera sido 
nuestro deseo que existiera otra figura en dicho Códiro 
que tuviera una pena más leve, como la ley en el ámbito 
de la Administración Pública, donde cabe la figura de la 
omisión contumacial de los deberes del cargo y, quizás no 
tan claramente, la del abuso de funciones, que se susti- 
tuyó por la otra. Pero para un particular no hay DIngú 
encuadramiento ni ninguna tipificación en el Código que 
no sea la del desacato. 


Esa fue la alternativa o la disyuntiva a que se vis 
enfrentada la Comisión. 


SEÑOR SINGER. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir cl señor 
senador, 


SEÑOR SINGER. — Agradezco al señor senador que 
me la haya concedido, porque como ya hablé, no puedo 
volver a hacerlo. 


Quiero advertir al señor senador lo siguiente. En ei 
artículo 35, que se votó afirmativamente, se habla de in- 
iormes y documentos y en éste que estamos considerando 
se agrega el término “papeles”, aque tiene un sentido muy 
especial. 


El artículo 28 de la Constitución, justamente, comien- 
za mencionando que los papeles de los particulares y su 
correspondencia epistolar, telegráfica o de cualquier otra 
especie, son inviolables. Es decir que tiene un alcance de 
protección a un derecho individual, que está ampliamente 
consagrado en el contexto. 


Pienso, por lo tanto, que si se suprime el término “pa- 
peles” y se deja “informes y exhibir los documentos”, tal 
como lo establece el artículo 35, mejoraría la redacción. 


SEÑOR ORTIZ. —- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR SINGER. — Lamento, señor senador, pero no 
se la puedo conceder porgue yo también estoy en 1uso cie 
una interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE, -— Creo que el señor senador Or- 
tiz va a manifestar lo mismo que yo. Pienso que no hay 
ningún inconveniente en suprimir la palabra “papeles”. 


Le concedo la interrupción que ha solicitado el señor 
senador Ortiz. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — El problema se presenta cuando la 
persona concurra a la Comisión y diga: “Estos son pape- 
les y estos son documentos”. ¿Qué diferencia existe entre 
papeles y documentos? No sé si el señor senador Singer 
me podrá dar una explicación sobre qué es un papel y 
qué es un documento. Creo que no es posible distinguir. 
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Por mi parte, no hay inconveniente es suprimir la pa: 
labra “papeles”. 


SEÑOR SINGER. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


Por ejemplo, una carta privada no es un documento. 
SEÑOR ORTIZ. -— Recurra al diccionario. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¡Que se vote con la exclusión 
de Ja palabra “papeles”! 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Se va a votar el artículo 
con la supresión del término “y papeles”. 


(Se vota:) 
ce 20 en 21. Afirmativa, 


En consideración el artículo 41, con el agregado pro- 
puesto oportunamente. En el mismo se dice: “En todo caso, 
el Juez podrá examinar la procedencia jurídica de ja soli- 
citud, asi como negarla en mérito de tal examen. Si el 
Juez no se pronunciare en el término de 48 horas o ny 
hiciera lugar a la solicitud, la Comisión podrá recurrir 
ante el Tribunal de Apelaciones de turno, el aque deberá 
pronunciarse en un término de 72 horas.” 


_Este texto sustituye el segundo párrafo del artículo 
41, 


SEÑOR RICALDONI. —Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. —- Pido disculpas al señor Pre- 
sidente por incursionar en un tema de materia procesal, 
que es de su especialidad y no de la mía. pero se me ocu- 
rre que sería mejor hacer referencia en el texto, a días 
hábiles y no a horas. Digo esto porque quizás en la prác- 
tica, la mención a las horas podría causar problemas pos- 
teriores. No sé si el proponente tiene inconveniente en 
sustituir 48 horas” por “dos días hábiles” y “72 horas” 
por “tres días hábiles”. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: a esta altura 
del debate ya estoy con “animus conciliandi”. De manera 
que me avengo a lo propuesto por el señor senador Ri- 
caldoni. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa desea salir de una 
duda y por lo tanto solicitaría que el señor miembro in- 
tormante confirmara si se trata de jueces y tribunales 
del orden penal. 


SEÑOR AGUIRRE. — Naturalmente, señor Presiden- 
te, porque se trata de practicar allanamientos. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. -— Señor Presidente: no habia 
reparado en ese aspecto, que también me parece impor- 
tante. Entonces, ¿por qué no agregamos “si el Juez de 
lo Penal no se pronunciara?” 


Me refiero al encabezamiento del artículo que dice: 
“Cuando se considere necesaria para el objeto de la inves- 
tigación, la Comisión podrá solicitar al Juez”, a lo que 
agregaría “de lo Penal competente”, a fin de salvar la 
observación del señor Presidente. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — El término de “72 horas” también 
se debe corregir en el inciso primero del artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Efectivamente, también en 
€se caso se sustituiría por “tres días hábiles”. 
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Se va a votar el articulo 41 con el inciso segundo 
de carácler sustitutivo al que se dio lectura, y con las 
Correcciones de “43 horas” y “72 horas” por “dos dias 
hábiles” y “tres días hábiles” y con el agregado de “Juez 
en lo Penal competente”. 


(Se vota:) 

—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el articulo 42. 
SEÑOR BATALLA. — ¡Que se vote! 


SEÑOR PRESIDENTE, — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota:) 

—18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el articulo 43. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—17 en 18. Afirmativa, 

En consideración el artículo 44. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
Se vota:) 


—17 en 18. Afirmativa. 


En consideración el artículo 45. 
SEROR SINGER. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — Señor Presidente: me voy a per- 
mitir propOner una modificación en el inciso segundo de 
este artículo, cuando se refiere a que el testigo que se 
negare a declarar, incurrirá en el delito previsto por el 
artículo 173 del Código Penal. Esta disposición hace men- 
ción al delito de desacato, y pienso que, en este caso, 
parece más ciara ia aplicación del articuio 178 del mis- 
mo Código que dice: “El que llamado por la autoridad 
judicial en calidad de testigo, perito, intérprete, jurado, 
con un falso pretexto se abstenga de comparecer, y el 
que hallándose presente, se rehuse a prestar su Conturso, 
será castigado con multas de cien a mil pesos”. 


SEÑOR AGUIRRE. — Fido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el senor 
senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: en este caso 
discrepo con el señor senador Singer, porque si bien la 
descripción de la conducta delictiva encaja con lo previsto 
en el artículo 45, existe algo que no puede subsanarse, y 
es que el artículo 178 del Código Penal está incluido en 
el Título V del mismo, que refiere a los delitos contra la 
Administración de Justicia, y la figura delictiva está iden- 
tificada como “Omisión de los que estando legalmente 
obligados a prestar su concurso a la Justicia, no lo hicie- 
ren”. En este caso no actúa la Justicia; nunca puede 
considerarse un delito contra la Administración de Jus- 
ticia, porque se trata de la actuación de una Comisión 
parlamentaria. Por lo tanto, mal podemos decir que el 
testigo que se negare a declarar incurre en el delito pre- 
visto en el artículo 178 del Código Penal, porque no se 
trata de una omisión de prestar concurso a la Justicia, 
sino al Parlamento o a una de sus Comisiones. Observo 
que existe allí una dificultad insuperable. 


En su momento, estuve tratando de ver donde podría- 
mos incluir esta conducta dentro de una figura delictiva. 
Pero, por esa razón, no puede tener cabida en el articu- 
lo 178. 


90—C.S. 


SEÑOR FLORES SILVA. --- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Señor Presidente: no al- 
cauzo a entender, el sentido contenido en la parte final 
del inciso primero del artículo 45. 


Por ejemplo, si tenemos un testigo que no declara, que 
se niega a hacerlo, por este inciso primero lo que se logra 
€s que, en lugar de negarse a declarar en su domicilio, 
sea llevado por la fuerza pública. Entiendo que es una 
suerte de elemento intimidatorio, pues quizás sea más di- 
fícil negarse a declarar en presencia de otras personas. 
Por lo tanto, creo que se trata de una forma de coacción 
dispuesta por la ley, de la que puedo comprender el sen- 
tido, pero realmente no sé si existe algo más que esto. 
Y, para decirlo en términos vulgares, señor Presidente, lo 
que se intenta es apretar al testigo. Expreso esto porque. 
al ser conducido a declarar si no lo hace, corre el riesgo 
de una humillación mayor. Quizás encuentre este estilo 
vn poco jacobino, pero, sin perjuicio de ello, deseo pre- 
sruntar sobre su alcance concreto. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR FLORES SILVA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. 
senador. 


Puede interrumpir el señor 


SEÑOR AGUIRRE. — El alcance concreto -—el señor 
Presidente, en su calidad de profesor de Derecho Procesal, 
con toda seguridad, se lo podría explicar mejor que yo-- 
es el mismo que tiene en el ámbito de la Justicia. La fa- 
cultad de los tribunales de hacer comparecer a los testi- 
gos por la fuerza pública está establecida desde siempre. 
De lo contrario, no funcionarían los tribunales de justicia 
ni las Comisiones Investigadoras. Si la persona se puede 
rehusar, no va a ir el señor Presidente o el Secretario del 
Senado, ni el señor Presidente de la Comisión Investiga- 
dora, a traerlo a declarar por la fuerza; hay que requerir 
el concurso de la fuerza pública. Así se hace en el ám- 
bito del Poder Judicial y así hay que hacerlo aqui, ya que 
no hay ninguna otra forma. No se trata de intimidar, sino, 
simplemente, de que si la persona no colabora de “motu 
propio”, hay que obligarla a venir, y para eso está la fuer- 
za pública. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Flores Silva. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Más que del lugar donde 
declare, se trata de que lo haga o no. ¿Qué logra la futr- 
za pública? Traer al individuo, o sea, la acción de que 
venga, el objeto de su comparecencia ante la Comisión. 
Pero puede ocurrir qué no declare en su casa ni ante la 
Comisión, lo que lo hace pasible del delito de desacato, 
etcétera. 


Entiendo que esto tenga sentido en el Poder Judicial, 
pero me pregunto si lo tiene aqui. Notoriamente, traer a 
un “tipo” —si el señor Presidente me permite emplear este 
término— por la fuerza pública ante una Comisión que 
tiene fines legislativos, no me parece que tenga la misma 
finalidad que en el caso del Poder Judicial. 


Aunque al hombre ya le hemos sacado sus cartas pri- 
vadas, le hemos allanado su casa y ya se ha desacatado 
dos o tres veces, me parece que lo único que se logra cs 
su concurrencia. Pero si vamos a procesarlo por desacato, 
¿para qué queremos que concurra, si no es para hacerle 
más difícil la situación? 


Si el espíritu es lacerar a los testigos, no puedo su- 
marme a él. 


A esta altura de la discusión, he sido asaltado por 
cierto sentido pragmático, ¿Para qué traemos a esa per- 
sona si se niega a declarar? 
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SEÑOR ORTIZ. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR FLORES SILVA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Lo que ocurre es que el señor 
senador Flores Silva formula una hipótesis y la da por 
cierta. 


El tipo, como dice el señor senador, no ha dicho que 
no va a declarar; simplemente, no quiere comparecer, Cuan- 
do está en su casa y lo van a buscar, no dice que no va 
a declarar, sino que no va a concurrir. De manera que 
esa es una primera etapa, en la cual se le trae. La decle- 
vación es posterior. 


_ El señor senador supone que cuando se niega a ve- 
nir, es porque no va a declarar. No, quién sabe. Cuando 
lo hagan venir... 


SEÑOR FLORES SILVA, — Es para los casos de 
pura indolencia. 


(Campana de orden) 


SEÑOR ORTIZ. — De lo contrario, tendría que ir, 
como dice el señor senador Aguirre, la Comisión en pleno 
o el señor Presidente del Senado con todo su séquito a 
la casa del tipo, y no es eso de lo que se trata. La persona 
tiene que declarar en la sede judicial y en este caso cn 
la sede de la Comisión. De manera que tiene que venir. 
Es el mismo fundamento que se aplica en la Justicia. El 
Juez no va a ira la casa del señor —llamémosle ahora 
señor— a tomarle declaración. Lo hace concurrir a la sede 
del Juzgado. Aquí sucede lo mismo. Lo hacemos venir 
a esta augusta sede del Palacio Legislativo. Tal vez se 
impresione con las columnas y declare. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Flores Silva. 


SEÑOR FLORES SILVA. — La hipótesis que plantea 
el señor senador Ortiz es muy interesante. 


El señor, el individuo, el sujeto, desea declarar, pero 
no viene. Tampoco está permitida la declaración teletó- 
nica. 


Se trata de un caso de indolencia en que el hombre 
está deseoso de declarar, pero, sin embargo, no desea con- 
currir. Puede suceder, también, aque no tenga dinero para 
el ómnibus. 


Observo que ponemos, entonces, en marcha la fuerza 
pública. Eso tiene que ver con algo que tal vez sea menor. 
No alcanzo a descifrar los laberintos últimos de esta cien. 
cia -tan difícil que es el Derecho, pero sí alcanzo a leer en 
un proyecto de ley, en la señal que enviamos a la gente, 
O sea, un elemento de tono. Quizás se deba a una vieja 
desviación vinculada a la retórica y al análisis de las lec- 
turas que nos obligaban a efectuar cuando estudiábamos 
literatura. Lo cierto es que ponemos en marcha la fuerza 
pública en aquellos casos en que el hombre desea decta. 
rar pero no concurre. 


Considero que de esta forma no se logra el objetivo, 
pero se trasmite cierto tono muy importante, el que tam- 
bién se halla en estos artículos, en los que predomina un 
aire jacobino. 


Cuando escribo una carta, si es personal, me gusta 
que siga siéndolo. Señalo, por lo tanto, que no me agrada 
esta invasión en la vida del individuo, sobre todo, cuando 
no tiene otro fin que traerlo al sujeto, al tipo para no 
hacer nada, a que simplemente diga que no. 


Doy por sentado —reconocerá el señor senador que 
no es una hipótesis absurda— que si el hombre quiere 
declarar, se hará presente en esta augusta Casa que tiene, 
entre otras cosas, la virtud de abrir sus puertas para que 
todo hombre bien intencionado pueda declarar a gusto. 
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SEÑOR SINGER. — ¿Me permite, señor senador? 
SEÑOR FLORES SILVA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — Frente a la proposición que hi- 
cimos, con toda lógica, el señor senador Aguirre formuló 
una objeción que me parece que es de recibo. Pero yo 
digo lo siguiente: el alcance de esta disposición, es decir, 
su finalidad, parece clara. Lo que no resulta así es que 
se aplique a quien queremos hacer comparecer o declarar 
un artículo del Código Penal que no se refiere a esta si- 
tuación. Por lo tanto, pienso que tenemos que buscar la 
fórmula de conciliar el objeto de esta disposición con lo 
que establece el Código Penal. 


En el artículo que cité, el 178, el Código Penal hace 
una referencia específica a los delitos contra la adminis- 
tración de justicia. Pero en este caso, el delito no es e 
tra la administración de justicia, sino contra las Comisio- 
nes Investigadoras parlamentarias. 


Estimo que esto se subsana, no aludiendo a que incurri- 
rá en el delito previsto por el artículo tal, sino gue será 
castigado en la forma establecida por el artículo cual. No 
puede ser que castiguemos a un testigo que incurre en un 
delito frente a una Comisión parlamentaria de forma dis- 
tinta y más severa que al testigo que no comparece o no 
declara frente al llamado del Poder Judicial. 


Por lo tanto, me permito proponer que en sustitución 
de los incisos segundo y tercero se establezca que si aún así 
el testigo se negare a declarar, será castigado en la forma 
establecida por el artículo 178 del Código Penal. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. -—- En cuanto a esta última parte, 
me parece que no hay inconveniente. Incluso, podría no 
ser necesario mencionar el artículo del Código Penal. 


Así como en la parte final del inciso segundo no ha- 
cemos referencia al Código Penal ri a ningún delito en 
especial, sino que decimos simplemente: “El testigo que 
afirmare lo falso...” “será castigado con pera de tres a 
veinticuatro meses de prisión”, también en la primera par- 
te podriamos establecer que si aún asi se negare a com- 
parecer tendrá como pena tantos años de prisión uv de- 
tención. 


En cuanto a lo que expresaba el señor senador Flores 
Silva, creo que la hipótesis no es tan exagerada. Cuántas 
veces ocurre, por ejemplo, que en un accidente de trán- 
sito hay 20 curiosos y llegado el momento nadie se ofrece 
como testigo. 


(Apoyados) 


Si a esa persona, en hipótesis, lo llevaran a declarar 
forzadamente, declararía lo que vió. Puede haber un tes- 
tigo que exprese: “No quiero salir de testigo para decla- 
rar contra el Gerente del Banco”. Pero si lo llevan por 
intermedio de la fuerza pública a la Comisión Investiga- 
dora, allí va a declarar, porque él no quería comprome- 
terse y, en ese momento, debe decir la verdad. 


Por otra parte, atendiendo a las preocupaciones ja- 
cobinas, preguntaría cuál es la solución sustitutiva que con- 
temple eso que propone el señor senador Flores Silva. 
Pienso que no será que al que se niega a comparecer no 
le pasará nada, porque, entonces las Comisiones tendrían 
una gestión totalmente infructuosa. 


En lo que me es personal, no me opongo a considerar 
una solución sustitutiva; pero todavía no ha sido propuesta. 


SEÑOR SINGER. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR ORTIZ. -— Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — Deseo subrayar, señor Presidente, 
que no haríamos bien si al testigo que se niega a compa- 
recer o que aún haciéndolo se niega a declarar, lo casti- 
gáramos con mayor severidad que el Código Penal cuan- 
do se trata de testigos citados por la Justicia. Eso me pa- 
rece una exageración, que va más allá de lo que pueden 
ser nuestros naturales propósitos. 


Por lo tanto, pienso que el artículo 45 tiene que de- 
cir que el testigo que se negare a comparecer podrá ser 
conducido ante la Comisión por la fuerza pública y que 
si aún así el testigo se negare a declarar, se le aplicará la 
pena contenida en el artículo 178 del Código Penal. 


Esto de castigar con 3'a 24 meses de prisión es exor- 
bitante va más allá de lo que el propio Código Penal dis- 
pone cuando un testigo convocado por la Justicia no com- 
parece o no declara. 


Parece que en este caso, señor Presidente, quisiéra- 
mos ser más realistas que el rey. El Código Penal esta- 
blece una pena para los testigos que no comparecen o no 
declaran cuando son llamados por la Justicia y nosotros, 
para las investigaciones parlamentarias —es decir tratán- 
dose de casos excepcionales porque la investigación den- 
tro de nuestro ordenamiento jurídico radica precisamente 
en el Poder Judicial— lo castigamos en forma mucho más 
severa. 


Agradezco la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — Creo que podemos ponernos de 
acuerdo con los demás miembros informantes —ya que 
todos lo somos— en cuanto a la pena, Pero me parece 
que no puede aplicarse un tratamiento igual a aquél que 
simplemente no comparece o no declara que a aquel que 
dice lo falso, que niega lo verdadero u oculta la verdad. 
Considero que en este caso habría que aplicar una pena 
mayor. 


Dentro del criterio que ha expuesto el señor senador 
Singer, me avengo a rebajar esta pena; pero siempre debe 
de haber una diferencia. 


Por otra parte, lo que ha expresado el señor senador 
Singer —y creo que sobre este punto nos vamos a poner 
de acuerdo-— no desvirtúa la objecion del señor senador 
Flores Silva, quien encuentra inconveniente que se traiga 
a declarar a un testigo por medio de la fuerza pública. 
Tampoco me niego a considerar alguna solución sustitu- 
tiva, pero ¿qué hacemos con el que no quiere venir a 
declarar? Si no lo traemos por medio de la fuerza pública 
tampoco lo podemos mandar a las Hermanitas del Huerto 
a que lo vayan a buscar. Solamente la fuerza pública pue- 
de ir a buscarlo coactivamente. Si no se quiere traerlo 
creo que corremos el riesgo de auc hasta por comodidad 
—no por mala voluntad— sabiendo que no le va a pasar 
nada, se niegue a comparecer. En consecuencia, todo este 
mecanismo que estructurando sería infructuoso. 


SEÑOR PRESIDENTE. — A esta altura del debate la 
Mesa se permite hacer una exhortación en el sentido de 
gue nos concentremos en nuestra labor, ya que podemos 
finalizar el estudio, la consideración y la aprobación de 
este proyecto de ley —que tiene 55 artículos— en pocos 
minutos. 


Como no se encuentran presentes ninguno de los Vi- 
cepresidentes, me voy a permitir expresar algo desde la 
Mesa. 


El Código del Procedimiento Civil -—esencialmente li- 
beral, sancionado en 1878— establecía esta misma dispo- 
sición en el sentido de que el testigo que se niega es con- 
ducido por la fuerza pública, Para el testigo que se niega 
a declarar el Código contenía una disposición mucho más 
grave —que es inconstitucional y por ello no se ha aplica- 
do— que decía que el testigo que se niegue a declarar 
será arrestado hasta que declare, lo cual podría significar 
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la cadena perpetua. Por la jurisprudencia se ha interpre- 
tado que ese testigo cometía el delito de desacato. 


Todo esto es muy frecuente y considero que no podría 
regularse de otra manera. Estoy totalmente de acuerdo 
con lo que ha expresado el señor senador Ortiz en el sen- 
tido de que no habría testigo que concurriera a declarar 
por la simple incomodidad de perder media o una jornada 
de trabajo. Por lo tanto, considero que estas soluciones 
son casi de práctica. 


SEÑOR FLORES SILVA. — ¿Me permite la palabra 
para contestar una alusión? 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Tiene la palabra el señor 
senador Flores Silva para contestar una alusión. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Voy a ser muy breve, 
señor Presidente. Considero que el tema que estamos tra- 
tando es muy importante. 


Tengo ante mí unas páginas de “La Constitución Na- 
cional” del doctor Jiménez de Aréchaga donde cita, por 
ejemplo, el caso de las Comislones Investigadoras france- 
sas, señalando que no pueden obligar a declarar a particu- 
lares, ni hacer prestar juramentos a los testigos, ni 
proceder a allanamientos, También menciona el caso de 
Inglaterra, donde el Parlamento puede crear organismos 
semejantes a nuestras Comisiones Investigadoras, los lla- 
mados “Select Committees”, que existen desde 1689, aun- 
que Fecién en €l año 1770 la ley les atribuyó la facultad 
de interrogar testigos bajo juramento y solamente para el 
caso de que la matería investigada fuera elecciones impug- 
nadas. En Francia no se admite —dice Jiménez de Art- 
chaga— que una Comisión de Encuesta pueda citar direc- 
tamente a un funcionario administrativo, sino que la com- 
parecencia del funcionario la debe solicitar el señor Mi- 
nistro y éste asentirá o no al pedido de la Comisión. 


El doctor Justino Jiménez de Aréchaga se refiere tam- 
bién a una observación que ya mencionó el señor senador 
Aguirre en la Comisión de Constitución y Legislación, res- 
pecto a que estas comisiones tendrán necesidad de poseer 
facultades coercitivas para hacer efectivos sus cometidos. 


Señalo, señor Presidente, que en este terreno de las 
facultades coercitivas respecto de particulares hay, por lo 
menos, dos bibliotecas. 


Con respecto a este artículo 45 señalo que no me opon- 
go a que se sancione a quien se niegue a declarar; lo que 
me parece un tanto ocioso es que ante la negativa de de- 
ciarar se tenga que instrumentar un acto físico concreto 
y que la persona sea traída por la fuerza pública, de mo- 
do similar a lo que sucede a nivel judicial. Para mi cuando 
se dice: similar a lo judicial, no es un mérito sino una Suer- 
te de invasión en la desnaturalización de nuestra tunción. 


No Creo que sea algo positivo que se actúe de modo 
similar a lo judicial porque para eso está lo judicial. Lo que 
yo digo, señor Presidente, es que me parecia excesivo que 
si alguien se quiere negar a declarar, no pudiese decir: 
“Señores miembros de la Comisión: por la presente, infor- 
mo a ustedes, que me niego a declarar, etcétera”. Después 
vendrán las sanciones, el desacato, el artículo 173 y el Có- 
digo Penal entero. 


Esa dimensión ritual del poder coercitivo, de traer a! 
sujeto al Parlamento de la República, si no desea declarar, 
me parecía un tanto exagerado. 


Termino, señalando, en respuesta a lo que formulaba 
el señor senador Ortiz, que hay diferentes bibliotecas con 
respecto al tema de la declaratoria particular frente a las 
Comisiones Investigadoras, y todas ellas respetables. 


En consecuencia, en un caso así, deberíamos manejar 
las cosas con más cuidado. No entiendo porqué tenemos 
que cumplir con el ritual coercitivo —reitero— de traer al 
sujeto para que se niegue aquí a declarar y no pueda hacer 
lo mismo de otra manera. 


Cuando realicé mi primera intervención, señor Presi- 
dente, señalé que no deseaba abrir una polémica porque no 
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considero que esto sea una cuestión demasiado fundamen. 
tal. sino que me permite aludir a algo, que sí me lo parece, 
que es la concepción genérica sobre algunos puntos de este 
proyecto de ley, que he tachado de jacobina. El señor se- 
nador Ortiz, en cambio, se ha inclinado por las “Hermani- 
tas Descalzas” o las “Hermanas del Huerto”, 


Hay veces que prefiero a las Hermanitas del Huerto 
frente a Juan Jacobo Rousseau... 


SEÑOR CIGLIUTI. — A Robespierre. 


SEÑOR FLORES SILVA. -—— Vamos a no entrar en es0 
porque las posibilidades pueden ser muchas. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: voy a reali- 
zar un breve comentario con respecto al último párrafo del 
artículo 45, no con la intención de cambiarlo sino para 
aclararlo. El mismo dice: “En ambos casos, se procederá 
con arreglo al artículo 38 de esta ley, en lo pertinente”. En 
realidad, es con arreglo al último párrafo del artículo 38. 
De otra forma, da la impresión de que se está sumando un 
delito al otro aue se prevé en ese artículo 38. 


SEÑOR AGUIRRE. — Exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Entonces, en el párrafo se- 
gundo del artículo 45 después de “Si aún asi el testigo se 
negare a declarar” se agregaría: “será castigado con pena 
de” ¿tres a dieciocho meses de prisión? 


SEÑOR SINGER. -- De acuerdo a lo que dispone el ar- 
tículo 178 del Código Penal. 


SENOR PRESIDENTE. — Fara conservar la armonia 
se había convenido —porque el artículo 178 es un delíto 
contra la administración de Justicia— en poner la misma 
pena y no remitirnos... 


SEÑOR SINGER. — Pero el artículo habla de multa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Entonces, si es pena de mul. 
ta, que figure así. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra, el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE, — Se trata precisamente de cam- 
biar la pena de multa de cien a dos mil pesos porque es 
irrisoria. No tiene sentido. 


De la misma forma, procedió la Comisión con respecto 
al testigo que presta un falso testimonio. Se ha rebajado 
la pena —-con respecto a la del testigo que presta falso tes- 
timonio ante la Justicia, que es de tres meses de prisión a 
ocho años de penitenciaria y que nos pareció excesiva— a 
una de tres a veinticuatro meses de prisión, para que sea 
excarcelable. 


En consecuencia, creo que es irrisorio poner una pena 
de multa de cien a dos mil pesos y que es más lógico poner 
una pena de prisión, aunque sea leve, por ejemplo, de tres 
a nueve meses de prisión. 


SEÑOR RICALDONI. — Apoyado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Entonces, la primera parte 
del segundo párrafo del articulo 45 diría: “Si aún así el 
testigo se negare a declarar será castigado con pena de 
tres a nueve meses de prisión”. Además, el último párrafo 
quedaría redactado de la siguiente manera: “En ambos Ca. 
sOs, se procederá con arreglo al inciso final del artículo 38 
de esta ley, en lo pertinente”. 


SEÑOR AGUIRRE. — Exactamente. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar el artículo 45 con las dos correcciones 
señaladas, 

(Se vota:) 

—17 en 20. Afirmativa. 

En consideración el artículo 46. 

SEÑOR FLORES SILVA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. 
senador, 


Tiene la palabra, el señor 


SEÑOR FLORES SILVA. —— En la seganda frase del úl- 
timo párrafo del artículo 46 se dice: “Si la práctica de una 
pericia debiera realizarse en una repartición u Oficina pú- 
blica o de una persona de Derecho Público no estatal, o en 
un hogar o local u oficina particular, se aplicarán, en lo 
pertinente. los articulos 41 y 42 de esta ley”. 


Yo no encuentro, señor Presidente —quizá por distrac- 
ción O por el cansancio después de tantas horas de tra- 
bajo--- en qué artículo se autoriza el allanamiento de un 
hogar, 


SEÑOR AGUIRRE. — No se autoriza en ningún lado. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- La Mesa pregunta a los seño- 
res miembros informantes si la Comisión admitiría la su- 
presión de la referencia al hogar, porque parece no Corres- 
ponder con el resto del articulado. 


SEÑOR AGUIRRE. — Estamos de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Esa parte del articulo diria, 
entonces, “persona de Derecho Público no estatai, o local u 
oficina particular”, etcétera. 


SEÑOR. FLORES SILVA. — Para mi eso no soluciona 
nada. Yo lo que quiero saber es ¿dónde está-la autoriza- 
ción para allanar lo particular? 


SEÑOR PRESIDENTE. — La autorización no está; es- 
tá la disposición que dice que la Comisión podrá solicitarlo 
ante el Juez . 


Es la referencia al artículo 41. 


SEÑOR FLORES SILVA. — En el artículo 41 no lo dice, 
señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- El artículo 41 dice: “Cuando 
se considere necesaria para el objeto de la investigación, la 
Comisión podrá solicitar al Juez competente la práctica de 
allanamientos en reparticiones u oficinas públicas”. 


Ahora veo que el señor senador tiene razón, Ja refe- 
rencía es a las oficinas públicas y no al ámbito privado, 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra, el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Es claro que no está en el arti- 
culo 41 porque éste se refiere a las oficinas públicas; pero 
el artículo 46 dice que: “se aplicarán, en lo pertinente, los 
artículos 41 y 42 de esta ley”. Quiere decir que, respecto de 
personas de Derecho Público no estatal o en locales u ofici- 
nas particulares, se aplicarán esos artículos, es decir, que 
se puede hacer con los mismos procedimientos, con los 
mismos alcances, garantías y efectos jurídicos. Todo con el 
debido control judicial, señor Presidente. Además, el Juez 
puede decir que no. 


A sugerencia de la Mesa, ahora se elimina —cosa que 
me parece bien—- la referencia al hogar, porque en ese ca- 
so se entra en la órbita del artículo 11 de la Constitución. 
En consecuencia, no creo que produzca alarma el hecho de 
que por medio de la autorización judicial se pueda realizar 
un allanamiento en un local particular o en el depósito de 
un frigorífico o de una empresa. 
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SEÑOR FLORES SILVA, ¿Me permite? 


SEÑOR AGUIRRE. — Sí, señor senador. 


SENOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — El señor senador habla de 
alarma, pero mis palabras tienen un sentido que no tiene 
nada que ver con ella. Simplemente estoy pidiendo intfor- 
mación —porque es mi obligación de legislador, así como 
la del señor miembro informante es la de responder, más 
que la de calificar el tono de la pregunta— sobre una re- 
ferencia que no encontraba en el articulado de este proyec- 
to de ley. Y no la encontraba por ja sencilla razón de que 
no existía. Ahora se extiende lo que dice el artículo 41, de 
lo estatal a lo particular. 


Yo quería saber, señor Presidente, si existia una rete- 
rencia previa O si se quería hacer una extensión a todo lo 
particular a través de este sistema tan poco prolijo. Enton- 
ces, ya que se va a avanzar sobre personas privadas, me 
parece que esa resolución merecería, por lo menos, una 
irase completa, y no una enumeración un tanto caótica. 
Formulé la pregunta sin mayor alarma y con un afán, tal 
vez, de prolijidad gramatical, tema del cual el señor sena. 
dor conoce bastante. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — La alarma del señor senador 
Aguirre se debía a que temía que usted lo tachara de “Ja- 
£obino”. Pero creo que aclarado ese punto y suprimiendo 
“o en un hogar” el probiema estaria solucionado. 

Tiene la palabra el señor senador Agutrre. 

SEÑOR AGUIRRE. —- El señor senador Flores Silva ha 
dicho que el miembro informante tiene la obligación de 
contestar. En realidad, no es asi; yo tengo el derecho de 
hablar de acuerdo al reglamento. No soy el testigo al cual 
van a conducir por la fuerza pública. Pero ya que hay obli. 
gación de no calificar, también tiene el señor senador la 
obligación de no decir que la redacción no es prolija y que 
es caótica. En mi opinión, por lo menos, es prolija y ño es 
caótica. 

Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar el artículo 46 con la supresión, en su 
texto, de las palabras “o en un hogar”; el resto queda 
igual. 

(Se vota:) 


—16 en 17. Afirmativa. 
En consideración el articulo 47. 


¿El señor senador Ricaldoni propone que aqui también 
se diga “con arreglo al último inciso del artículo 38”? 


SEÑOR RICALDONI. — Si, señor Presidente. 
SEÑOR AGUIRRE. — En lo pertinente. 
SEÑOR PRESIDENTE. — De ésa forma, está salvado. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—-A15 en 18, Afirmativa, 

En consideración el artículo 48. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—17 en 18. Afirmativa. 

En consideración el artículo 49. 


SEÑOR FLORES SILVA. -— Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. —- Señor Presicente: deseo 
hacer una consulta, porque existen algunos puntos que no 
considero claros. 


El artículo expresa que las Comisiones Investigadoras 
carecen de poderes sancionatorios pero pueden solicitar 
del jerarca respectivo, aún tratándose de personas de De- 
recho Público no estatales, la separación preventiva de fun- 
cionarios mientras dure la investigación. Pero la comisión 
asesora, ¿no requeriria —y lo digo con humildad requisito- 
ria-— que el Senado, que en última instancia, es dueño de 
la decisión, lo dispusiera expresamente? 


Si el Senado no se puede enterar, porque es secreto, es 
bastante difícil que los señores senadores soliciten la se- 
paración preventiva de alguien que ignoramos debemos se- 
parar, porque no conocemos lo actuado por la Comisión. 


Sin ánimo polémico, pregunto si esto no está desnatu- 
ralizando la calidad de Comisión asesora. La Comisión se 
independiza de algún modo, más allá de la voluntad del 
Senado, en cuya representación comienza a actuar, no co- 
me asesora sino como representante del Cuerpo en actos 
relacionados con la vida administrativa del Estado y de 
las personas mixtas. 


De todos modos, las Hermanitas del Huerto y yo, va- 
mos a perder esta votación. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el senor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — Señor Presidente: voy a discre- 
par con el señor senador Flores Silva y deseo que conste 
que ésta es la primera vez. 


SEÑOR ORTIZ. — No será la última. 


_. SEÑOR BATLLE. — Efectivamente, señor senador; de- 
cía mi pariente que siempre hay un camino ancho para los 
hombres de buena voluntad. 


Creo que si trasladamos al Senado £l tema relativo con 
la oportunidad de que cada Comisión considere la conve- 
niencia de tomar una medida administrativa de esta natu- 
raleza. lo haríamos con toda la discusión del tema. Trans- 
formamos lo secreto en público y convertimos a todo el 
Senado en miembro de una Comisión. De esta forma los 
señores senadores deberán interiorizarse de todo lo discu- 
tido en la Comisión y conocer los elementos que se han 
manejado para poder ratificar o rectificar lo solicitado 
por ella. 


Por otra parte, si la resolución es tomada por el Se- 
nado, ésta tiene un carácter administrativo y político de 
mayor gravedad y consecuencias. Se advierte que la comi- 
sión está en condiciones de solicitar la separación preventi- 
va a la autoridad administrativa pero, como no podia ser 
de otra manera, no se trata de una obligación que tiene el 
administrador de estar a lo que la Comisión solicita. Si por 
el contrario, lo que ésta solicita lo hace suyo el Senado, ade- 
más de alterar el orden natural de las magnitudes de la 
discusión en Comisión, transformamos este tema, que pue- 
de ser meramente accidental, de carácter administrativo, 
en uno de carácter político que adquiere una relevancia 
que no creo que esté en el espiritu de los redactores de 
este proyecto ni de sus miembros informantes. 


En este caso, entiendo que el artículo debe mantener- 
se dentro de los términos en que está redactado. 


SEÑOR AGUIRRE. — Exacto. 

SEÑOR BATLLE. .- Creo que esta es una ley, seño! 
Presidente, muy importante que, por otra parte, tiene efec- 
tos teóricos y prácticos muy diferentes. 


Lo que la ley en si misma expresa es una cosa y se ira 
aplicando, y de la forma y manera cómo-se haga, el Sena- 
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de, con seguridad, la modificará, la mejorará o corregirá. 
Esto supone que se entra a otro tipo de actividades dentro 
del Cuerpo y de las Comisiones Investigadoras Todo esto 
determinará, también, mayores obligaciones para los que 
declaran, así como mayor seriedad para aquellos que etec- 
iúan denuncias, puesto que en ese caso el tema tomará 
otra conformación, más allá de la mera denuncia de ca- 
rácter político que muchas veces por el zangoloteo político 
preelectora!l se va haciendo de vez en cuando. 


Entiendo que €l artículo 49 es preferible que se san- 
cione tal como viene redactado en el proyecto que presenta- 
ron los miembros informantes. 


SEÑOR ZUMARAN. —- La palabra zangoloteo no está 
en nuestro santoral. 


S£ÑOR BATLLE. — La lengua de los pueblos es la 
lengua *falada”, no la de los diccionarios. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota:) 

—17 en 18. Afirmativa. 

En consideración el artículo 50. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—16 en 18. Afirmativa. 

En consideración el articulo 51. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vola:) 

—-17 en 18. Afirmativa, 


A continuación, hay un articulo que debería llevar el 
número 52, 


Está redactado en los siguientes términos: “El ejerci- 
cio de los poderes juridicos otorgados a las Comisiones 
Investigadoras no podrá comprometer el secreto bancario”. 


SEÑOR RICALDONTI, --- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, --— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: el articulo 
aditivo fue redactado por el señor senador Batlle y quien 
habla. Hemos cambiado ideas con algunos miembros de la 
Comisión y consideramos que este articulo no trata de in- 
novar lo que establece el proyecto, sino que su intención 
es aclarar. 


Si los señores senadores observan la página 40 del 
repartido, podrán apreciar que en el segundo párrato se 
expresa que si bien se descarta la rigida aplicación del 
artículo 25 del Decreto-Ley N* 15.322 de “Intermediación 
Financiera”, sólo permite levantar el secreto bancario, así 
amO la apertura de cofres-forts, previa autorización ju- 
dicial. 


Se trata de un error del informe, fruto del hecho de 
redactarse antes de replantear el tema en la Comisión. 


Por una u otra razón siempre existe un duende y esto 
escapó al control de los integrantes de la Comisión. 


Cuando se redactó el informe que contenía este párra- 
fo —y en ese momento sí se justificaba— se habia aco- 
£ido, con la reserva de muchos de los miembros de la 
Comisión, entre los cuales me cuento, la posibilidad de 
levantar en determinadas condiciones el secreto bancario, 
Más tarde, se efectuó un replanteo y se modificó el ar- 
tículo pertinente del proyecto; no se hizo el ajuste en el 
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informe, pero a texto expreso no quedó consagrada la vo- 
luntad de la Comisión en el sentido de preservar dicho 
secreto. 


En definitiva, se está tratando de plasmar en el texto 
el acuerdo mantenido en Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el artículo aditivo propuesto, que lit- 
varía el número 52. 

(Se vota:) 

—-9 en 18. Empate. 

El artículo 98 de la Cámara de Senadores establece lo 
siguiente: “Si se produjera empate las votaciones que re- 
quieran mayoría de la mitad más uno, se abrirá de nue- 
vo la discusión y si volviendo a votar se repitiesc el em- 


pate se reputará negativa la decisión”. Por consiguiente, 
se reabre la discusión. 


En consideración el artículo 52, aditivo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
—10 en 18. Afirmativa. 


SEÑOR AGUIRRE, — Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el senor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Mociono para que el último ca- 
pitulo de este proyecto se vote en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción formulada por el señor 
senador Aguirre. 

(Se vota:) 

—17 en 17. Afirmativa, UNANIMIDAD. 

En consideración el Capítulo VI, Normas de Garantia, 
que comprende los artículos 53 a 56 inclusive, en la nueva 
numeración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a volar. 

(Se vota:) 

—17 en 17. Afirmativa, UNANIMIDAD. 

El artículo 56, que pasó a ser 57, es de orden. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado: ) 


“CAPITULO 1 
De su naturaleza juridica y su clasificación 

Artículo 1% -- Las Comisiones parlamentarias son ór- 
ganos pluripersonales, previstos por la Constitución, la ley 
o el reglamento interno del Cuerpo designante, cuyo co- 
metido genérico es asesorarlo en el ejercicio de sus pode- 
res jurídicos de legislación, de control administrativo o 
de administración interna. 


Art, 22 — Las Comisiones parlamentarias son de cua- 
tro clases: 


a): permanentes; 
b) especiales; 
c) de investigación; 


d). para suministrar datos con fines legislativos. 
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Art. 32 — Las Comisivnes permanentes y las Comisio- 
nes especiales tienen la integración y las atribuciones de- 
terminadas por el reglamento interno del Cuerpo desig- 
nante. Las primeras cumplen sus funciones durante toda 
la Legislatura en que son designadas. Las segundas cesan 
al dar cumplimiento al cometido específico que determina 
su designación. 


Art. 49 — Las Comisiones permanentes cumplen fun- 
ciones de asesoramiento continuado al órgano a que per- 
tenecen, y en determinadas materias, en el ejercicio de 
sus poderes jurídicos de legislación, de control adminis- 
trativo o de administración interna. 


Art. 5% — Las Comisiones especiales cumplen funcio- 
nes de asesoramiento al órgano a que pertenecen, en un 
asunto determinado de legislación, de control administra. 
tivo 0 de administración interna. 


Art. 6% — Las Comisiones de investigación asesoran al 
órgano a que pertenecen, tanto en el ejercicio de sus po- 
deres jurídicos de legislación como de control administra- 
tivo. Pero su designación sólo procede cuando en las si- 
tuaciones O asuntos a investigar se haya denunciado con 
fundamento la existencia de irregularidades o ilicitudes. 


Art. 7% -— Las Comisiones para suministrar datos con 
fines legislativos también asesoran al órgano a que perle- 
necen en el ejercicio de sus poderes jurídicos de legisla- 
ción. 


Su designación procede cuando en las situaciones O 
asuntos a investigar no se presuma la existencia de irre- 
gularidades O ilicitudes. Pero, si de la investigación rea- 
lizada surgiere la comprobación de irregularidades o ilici- 
tudes, también pueden asesorar a la Cámara en el ejerci- 
cio de sus poderes jurídicos de ecntrol administrativo. 


Art. 8% — Tanto las comisiones de investigación como 
las que suministren datos con fines legislativos tendrán los 
poderes jurídicos que determina esta ley. 


Estos poderes no pueden ser de naturaleza legislativa 
ni jurisdiccional. Tampoco pueden corresponder a atribu- 
ciones de otros Poderes u órganos creados por la Consti- 
tución. 


La resolución que dispone la designación de la Comi- 
sión puede limitar los poderes jurídicos otorgados por esta 
ley. 


CAPITULO H 


De la designación e integración de las Comisiones 
del articulo 120 de la Constitución 


Artículo 9% — Las comisiones de investigación y para 
suministrar datos con fines legislativos pueden ser desig- 
nadas por resolución de cada una de Jas Cámaras o de la 
Comisión Permanente (articulos 120 y 132 de la Consti- 
tución). 


Art. 10. — La designación de las comisiones de inves. 
tigación debe ser precedida del nombramiento de una Co. 
misión Preinvestigadora, cuya integración será determina- 
da por el Presidente del Cuerpo de que se trate, cuidando 
que estén representados en lo posible, todos los partidos 
políticos que integran el Cuerpo. 


El legislador que haya solicitado la investigación ex. 
pondrá ante la Comisión Preinvestigadora el fundamento 
de su petición y articulará las denuncias que le den mé- 
rito. Esta, en un plazo de cuarenta y ocho horas, infor- 
mará sobre la entidad de la denuncia, la seriedad de su 
Origen, y la oportunidad y procedencia de la investigación. 


Art. 11. — Estas comisiones sólo pueden ser integra: 
das por legisladores, sin perjuicio del asesoramiento que 
pueda requerirse a personas que no tengan tal calidad. 


Su designación se realizará por el Presidente del Cuer- 
po de que se trate, previa consulta a los partidos políticos 
que lo integran, cuidando, en lo posible, que todos estén 


representados en la Comisión. 
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Las comisiones tendrán un mínimo de cinco y un 
máximo de siete miembros. 


Los denunciantes no integrarán las Comisiones Inves- 
tigadoras pero podrán asistir a todas sus actuaciones, ex- 
cepto a las relativas a la consideración del o los informes. 
'También podrán pedir la adopción de las medidas condu. 
centes al esclarecimiento de los hechos denunciados, 


CAPITULO IM 


De cis cometidos de las Comisiones del 
artículo 120 de la Constitución 


Articulo 12. — Las comisiones previstas por el articu- 
lo 120 de la Constitución tienen los siguientes cometidos: 


a) investigar situaciones que se consideren ilícitas o 
irregulares, a fin de corregirlas y hacerlas cesar, por quien 
corresponda, mediante ei ejercicio de los poderes juridi- 
cos de control administrativo o la promoción de un juicio 
político. 


b) Reunir información sobre asuntos y cuestiones en 
los que no se presume la existencia de ilicitudes o irregu- 
laridades, a fin de legislar en esas materias. 


Art. 13. — Las investigaciones practicadas por estas 
comisiones pueden alcanzar a hechos delictivos (artículo 
66 de la Constitución), pero al solo etecto de ejercer po- 
deres jurídicos de control administrativo o de hacer efec- 
tiva la responsabilidad político-penal de los funcionarios 
pasibles de juicio político. 


Art. 14 — Los cometidos de estas comisiones no 
pueden ser ejercidos respecto de materias no sujetas a re- 
gulación legal ni sometidas al control administrativo del 
Poder Legislativo. 


CAPITULO IV 


De los órganos, actividades y personas que 
pueden ser objeto de investigación 


Artículo 15. — La actividad administrativa del Po- 
der Ejecutivo, incluso ia desarrollada en cumplimiento de 
un acto de gobierno, puede ser objeto de investigación. 


Sin embargo, no podrá ser objeto de investigación un 
asunto que formare parte de la competencia de los Mi- 
nisterios de Defensa Nacional, Interior o Relaciones Ex- 
teriores, y que el Poder Ejecutivo declarara secreto, no 
siendo de aplicación lo dispuesto en el Capítulo V de esta 
ley. 


La declaración correspondiente será comunicada por 
escrito al Presidente de la Cámara que hubiera designado 
la Comisión o, en su caso, al de la Comisión Permanente. 


El Cuerpo designante, dentro de los veinte días de 
recibida la comunicación del Poder Ejecutivo deberá pro- 
nunciarse. Para ratificar la decisión de investigar será ne- 
cesario el voto afirmativo de los dos tercios de sus inte- 
grantes. 


Art. 16. — La investigación respecto de los integran- 
tes del Poder Ejecutivo puede tener por objeto todos los 
hechos que comprometen su responsabilidad po!lítico-penal 
y que pueden dar mérito a un juicio político. 


Art. 17. — Los actos de los legisladores, sólo pueden 
ser objeto de investigación por su respectiva Cámara a 
efectos de: 


a) promover o failar un juicio político, por la Cámara 
que corresponda; 


b) resolver su desafuero; 


c) ejercer los poderes disciplinarios previstos por el ar- 
tículo 115 de la Constitución. 


Art. 18. — También pueden ser objeto de investiga- 
ción las actividades de las dependencias administrativas 
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del Cuerpo designante o de la Comisión Administrativa 
del Poder Legislativo, así como los actos cumplidos por 
sus funcionarios en el ejercicio de sus funciones. 


Art. 19. — La investigación de presuntas irregulari- 
dades o ilicitudes cometidas en el ámbito del Poder Judi- 
cial o del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, na 
puede tener por objeto su actividad jurisdiccional, esto es, 
el contenido jurídico de sus sentencias y demás providen- 
cias procesales, así como sus fundamentos técnicos 


Art. 20. — La investigación de actos de los magis- 
trados del Poder Judicial y del Tribunal de lo Contencio- 
so-Administrativo sólo puede tener por objeto, asesorar 
al Cuerpo designante a efectos de: 


a) promover o fallar un juicio político, sea por actos pro- 
pios de los Ministros que son pasibles de ser respon- 
sabilizados por esta vía o por omisiones en el ejerci- 
cio de la superintendencia que compete a la Suprema 
Corte de Justicia sobre los 'Iribunales, Juzgados y de- 
más dependencias del Poder Judicial (articulo 239 in. 
ciso 22 de la Constitución); 


b) decidir el otorgamiento de la aprobación del nombra- 
miento de los miembros de los Tribunales de Apelacio- 
nes, por el Senado o la Comisión Permanente, en su 
caso (articulo 239, inciso 4% de la Constitución); 


“) denunciar delitos electorales ante la Corte Electoral 
(articulo 77 inciso 4% de la Constitución); 

d) resolver las discrepancias surgidas en el trámite de los 
presupuestos y rendiciones de cuentas del Poder Judi- 
cial y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo 
(artículo 220 de la Constitución). 


Art. 21. — La actividad de los Entes Autónomos y de 
los Servicios Descentralizados puede ser objeto de inves- 
tigación. 


Art. 22. — Las investigaciones en los Entes Autóno- 
mos y los Servicios Descentralizados proceden para aseso- 
rar al Cuerpo designante a los efectos de: 


a) hacer efectiva la responsabilidad política del Ministro 
del ramo, por omisión en el ejercicio de sus poderes 
de contro! administrativo sobre el organismo investi- 
gado; 


b) denunciar delitos electorales (artículo 77, inciso 4% de 
la Constitución); 


c) resolver las discrepancias surgidas en el trámite de los 
presupuestos y rendiciones de cuentas de los Entes Au- 
tónomos y Servicios Descentralizados no industriales 
ni comerciales (artículo 220 de la Constitución). 


Art. 23. — Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
precedente, el Senado también puede designar comisiones 
de investigación de la actividad administrativa de los En- 
tes Autónomos y los Servicios Descentralizados, para ser 
asesorado a los etectos de: 


a) otorgar la venia requerida para reelegir o designar en 
otro Directorio o Dirección General al miembro de un 
Directorio o Director General (artículos 187 y 192 
de la Constitución); 


b) resolver sobre las rectificaciones, correctivos o remo- 
ciones dispuestas por el Poder Ejecutivo con arreglo 
al artículo 197 de Ja Constitución; 


c) otorgar la venia requerida por el Poder Ejecutivo pa- 
ra destituir a los miembros de los Directorios o a los 
Directores Generales por las causales previstas en el 
artículo 198 de la Constitución. 


La investigación no procede, respecto de los En- 
tes Autónomos docentes, en el caso del literal b), ni 
en el caso del literal a) respecto de la Universidad de 
la República (artículo 205 y 203 de la Constitución) 
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Art. 24, -— También procede la designación de comi- 
siones para suministrar datos con fines legislativos, res- 
pecto de la actividad de los Entes Autónomos y los Servi- 
cios Descentralizados. En el caso de los Entes Autónomos 
deberá respetarse su especialización. 


Art. 25. — La designación de comisiones de investiga- 
ción de la actividad de los Gobiernos Departamentales, 
sólo procede para asesorar al Cuerpo designante a los 
efectos de que: 


a) el Senado falle un juicio político contra un Intendente 
o un Edil (artículo 296 de la Constitución); 


b) la Cámara de Representantes resuelva los recursos de 
apelación interpuestos en los casos de Jos artículos 300 
y 303 de la Constitución. 


También proceden las investigaciones de la actividad 
de los Gobiernos Departamentales, cuando fueren realiza- 
das por comisiones para suministrar datos con fines legis- 
lativos. 


Art. 26. — La actividad del Tribunal de Cuentas pue- 
de ser objeto de investigación, tanto por comisiones para 
suministrar datos con fines legislativos como por Comi- 
siones Investigadoras. En este último caso, la investigación 
sólo procederá para asesorar al Cuerpo designante a los 
efectos de: 


a) denunciar delitos electorales (artículo 77, inciso 4% de 
la Constitución); 


b) promover o fallar un juicio político; 


c) resolver las discrepancias surgidas en el trámite de su 
presupuesto y de sus rendiciones de cuentas (artículo 
220 de la Constitución). 


Art. 27. — La actividad administrativa de la Corte 
Electoral puede ser objeto de investigación, tanto por co- 
misiones para suministrar datos con fines legislativos como 
por Comisiones Investigadoras. En este último caso, la 
investigación sólo procederá para asesorar al Cuerpo de- 
signante a los efectos de: 


a) promover o fallar un juicio político; 


b) resolver las discrepancias surgidas en el trámite de su 
presupuesto y de sus rendiciones de cuentas (artículo 
220 de la Constitución). 


Art. 28. — La actividad de las personas de Derecho 
Público no estatales puede ser objeto de investigación, tan- 
to por comisiones para suministrar datos con fines legis- 
lativos como por Comisiones Investigadoras. En este últi- 
mo caso, la investigación sólo procederá a los efectos de: 


a) analizar actividades o situaciones que, por su relevan- 
cia, afecten el interés general; 


b) verificar si el Poder Ejecutivo ejerce, respecto de la 
persona de que se trate, su obligación de hacer cum- 
pliz e leyes (artículo 168, inciso 4% de la Constitu- 
ción). . 


Art. 29. — Las empresas privadas y, en general, las 
personas jurídicas de Derecho Privado, pueden ser objeto 
de investigación, tanto por comisiones para suministrar 
datos con fines legislativos como por Comisiones Investi- 
gadoras. La investigación sólo brocede a los efectos de: 


a) analizar actividades o situaciones que, por su relevan- 
cia afecten el interés general; 


b) verificar si el Poder Ejecutivo cumple, respecto de la 
empresa o persona jurídica de que se trate, su obli- 
gación de hacer cumplir las leyes (artículo 168, inciso 
40 de la Constitución). 


Art. 30. — Los órganos y funcionarios sometidos a 
jerarquía de otros Poderes del Gobierno o de otros órga- 
nos creados por la Constitución, pueden ser objeto de in- 
vestigación, tanto por comisiones para suministrar datos 
con fines legislativos como por Comisiones Investigadoras. 
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En este último caso, la investigación sólo procede a los 
efectos de: 


a) responsabilizar políticamente a los Ministros omisos 
en el cumplimiento de sus potestades jerárquicas o 
en su deber de fiscalizar la conducta de sus funciona- 
rios subordinados o de los Entes Autónomos y Servi- 
cios Descentralizados; 


b) verificar si el Poder Ejecutivo cumple su obligación 
de hacer cumplir las leyes (artículo 168, inciso 4% de 
la Constitución); 


c) promover o fallar un juicio político. 


Art. 31. — Si de la investigación resultare la compro- 
bación de delitos la comisión, respecto de la responsabili- 
dad penal de sus autores, aconsejará el pase de los ante- 
cedentes a la Justicia Penal, a los efectos pertinentes. 


CAPITULO V 


De los poderes jurídicos de las Comisiones 
del artículo 120 de la Constitución 


Artículo 32. — Las comisiones previstas por el artícu- 
lo 120 de la Constitución no tienen facultades para pro- 
yectar leyes: Ello, sin perjuicio del poder de iniciativa le- 
gislativa que compete a cada uno de sus integrantes (ar- 
tículo 133 de la Constitución). 


Art. 33. — Estas comisiones designarán su Presidente 
y fijarán su régimen de trabajo. Mientras el Cuerpo de- 
signante no dicte el reglamento general de funcionamiento, 
cada comisión podrá regular por vía reglamentaria el pro- 
cedimiento de la investigación. Este reglamento interno 
deberá ajustarse a ¡a presenie ley y, en lo pertinente, ai 
reglamento del Cuerpo designante y a la resolución que 
dispuso la investigación. 


:Art. 34. — Las actuaciones e informes de las Comi. 
siones, así como las sesiones de los Cuerpos designantes en 
que aquéllos se traten, serán secretas. En el momento de 
adoptar resolución dichos Cuerpos podrán resolver la pu- 
blicidad total o parcial de lo actuado. 


La asistencia a las Comisiones guedará restringida a 
sus miembros, al denunciante, a los citados por las mis- 
mas y a los funcionarios de los Cuerpos designantes nece- 
sarios para su labor. 


El secreto de la declaración, informe o documento su- 
ministrados en tal carácter por un Ministro o el jerarca 
de otro Poder u organismo o persona estatal, será man- 
tenido en todos los casos. 


El secreto de las actuaciones siempre será mantenido 
cuando, a juicio del Cuerpo designante, de su publicidad 
pudiere surgir grave riesgo o perjuicio para las personas 
O instituciones que hubieren suministrado informaciones 
a la Comisión. 


En todos los casos, el secreto quedará automáticamen. 
te levantado a los veinticinco años de la resolución del 
Cuerpo designante. 


De cada sesión de las Comisiones se labrará un acta 
que se guardará por la. Secretaria del Cuerpo designante. 
Una copia de la misma se entregará a cada integrante 
de la Comisión. 


La responsabilidad de los legisladores que violen el 
secreto se regirá por cl artículo 115 de la Constitución y 
la de los funcionarios, por el artículo 162 del Código Pe- 
nal, sin perjuicio de su responsabilidad administrativa. El 
particular que violare el secreto de las actuaciones de la 
Comisión será castigado con pena de tres meses de pri- 
sión a tres años de penitenciaría. ' 


Las Comisiones permanentes y especiales podrán ac- 
tuar en régimen de secreto, ya sea por disposición del 
Cuerpo designante, por requerimiento de los Ministros o 
jerarcas de otro Poder, organismo o persona estatal, o por 
resolución propia. 
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En tales casos, les serán aplicables las disposicicnas de 
incisos tercero y cuarto de este artículo. 


- Toda Comisión encargada de una investi. 
ocrá requerir la pr tación de informes y la 
mn de documentos relacionados directamente con 
vestigación a los organismos estatales, públicos no es- 
tatales, empresas privadas y, en general, personas ¡jurídi 
zas de Derecho Privado. Cuando la solicitud se dirigiere 
a otro P: r del Estado, la comunicación correspondiente 
se firmará por el Presidente del Cuerpo designante de la 
Comisión y con autorización de un Secretario (articulo 
t10 de la Constitución). 


Art. 39. — Cuando la solicitud determinare la remi- 
sión de documentos, actuaciones administrativas O expe- 
dientes en trámite, y ello obstare a su instrueción o a la 
resolución del asunto a que refieran, la Administración 
podrá remitir copias o fotocopias auienticadas de los ruis- 
mos. 


Art, 37. — Ningún organismo u órgano estatal. > 
público no estatal] podrá aducir el carácter secreto de su 
actividad o del asunto a que refiera la solicitud, para ne- 
garse a presentar el informe o exhibir cl documento re- 
querido. 


"Tratándose de organismos u Órganos estatales será de 
aplicación lo dispuesto por el artículo 34 de la presente ley. 


Art. 38. -—- El jerarca de un organismo u órgano esta- 
tal, así como el funcionario público relacionado con la 
investigación que se negaren a presentar informes o 2 
exhibir documentos necesarios para la investigación, incu- 
rrirán en el delito previsto por el artículo 164 del Código 
Penal. En tal caso, la Comisión dará cuenta al Cuerpo 
designante, a los eiectos de que éste resuelva si sc pasan 
los antecedentes a la Justicia Penal, sin perjuicio de pro- 
seguir la investigación. 


Art. 39. — Sin perjuicio de lo dispuesto por el articu- 
lo anterior, también se dará cuenta al Cuerpo designante: 


a) Si la negativa proviene del Poder Ejecutivo. a los efec- 
tos de los artículos 119, 121, 147 y 148 de la Consti- 
tución. 


b) Sila negativa proviene de un Ente Autónomo o de un 
Servicio Descentralizado, a los efectos de que se de- 
termine si corresponde dar cuenta al Poder Ejecutivo, 
a los fines de los artículos 197 y 198 de la Constitu- 
ción. 


c) Si la negativa proviene del Tribunal de Cuentas, a 
fin de que se determine si corresponde dar Cuenta % 
la Asamblea General, a los efectos del artículo 209 de 
la Constitución. 


ad) Si la negativa proviene de la Corte Electoral, a fin 
de que se determine si corresponde dar cuenta a la 
AsambJea General, a los efectos del artículo 2% de la 
Ley N9 9.645, de 15 de enero de 1937 y del articulo 
14 de la Ley NY 7.690, de 9 de enero de 1924. 


En todos estos casos, además, y si el Cuerpo desig- 
nante no fuere lá Cámara de Representantes, podrá dar- 
se cuenta a ésta a efectos de que determine si corresponde 
promover un juicio político. De la misma manera se prú- 
cederá si la negativa proviene de la Suprema Corte de 
Justicia o del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


A los mismos efectos (articulo 296 de la Constitu- 
ción), podrá darse cuenta a ja respectiva Junta Departa- 
mental, si la negativa precede de un Gobierno Departa- 
mental. 


Art, 40. — Los particulares, los representantes de em- 
presas y de personas jurídicas de Derecho Privado que se 
negaren a presentar los informes y a exhibir los docu- 
mentos que les fueran requeridos, incurrirán en el delito 
previsto en el articulo 173 del Código Penal, siempre que 
se tratare de informes y documentos necesarios para el 
objeto de la investigación. En tal caso, será aplicable lo 
dispuesto por el articulo 38 de esta ley, en lo pertinente. 
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Art. 41. — Cuando se considere necesario para el ch- 
jeto de la investigación, la Comisión podrá solicitar al 
Juez de lo Penal competente la práctica de allanamien- 
tos en reparticiones u oficinas públicas. En lodo e250, 
tss de disponer el allanamiento deberá darse cuenta de 
la solicitud al jerarca del organismo u órgano de que 
trate y requerir su conformidad. Esta se considerará O 
gada si el jerarca no responde en un término de tres 
días hábiles, Contra la negativa dcl jerarca, só , 
dispcnerse el allanamiento si la repartición u ina per- 
tenece al organismo u órgano objeto de la investigación. 


En todo case, el Juez podrá examinar la procedencia 
jurídica de la solicitud, asi como negarla en mérito de 
tal examen. Si el Juez no se pronunciare en el término 
s dias hábiles o no hiciera jugar a la solicitud, ix 
n pcdrá recurrir ante el Tribunal de Apelaciones 
«e turno, el quí: deberá pronunciarse en un término de 
tres días hábiles. 


Art. 42, — Lo dispuesto en el articulo anterior no 
impide practicar inspecciones oculares en las reparticio. 
nes u oficinas públicas, cuando mediare el consentimiento 
del jerarca respectivo. 


Art. 43, — Serán de aplicación a las personas de De- 
recho Público no estatales y a sus jerarcas, en lo perti- 
nente, lo dispuesto por los articulos 40, 41 y 42, 


_Art. 44. -- Toda Comisión encargada de una investi- 
gación podrá requerir, mediante oficio, la presentación de 
particulares y de funcionarios públicos en calidad de tez- 
tigos. 


En este último caso, no será necesario dar aviso ni 
verabar la autorización del jerarca respectivo. 


A Art. 45, El testigo que se negare a comparecer po- 
drá ser conducido ante la Comisión por la fuerza pública. 


Si aún así el testigo sc negare a declarar, será cas- 
tigado con pena de tres a nueve meses de prisión. El tes- 
tigo que afirmare lo falso, negare lo verdadero u ocultare 
en todo o en parte la verdad. será castigado con pena de 
tres a veinticuatro meses de prisión. 


En ambos casos se procederá con arreglo al inciso ¿i- 
nal del articulo 38 de esta ley, en lo pertinente. 


Art. 46. — Toda Comisión encargada de una investi- 
gación podrá solicitar los asesoramientos que estime pertl- 
nentes, así como la contratación de peritos e intérpretes. 


Cualquier gasto que se origine por este motivo, debera 
ser previamente autorizado por el Cuerpo designante. Si la 
práctica de una pericia debiera realizarse en una reparti- 
ción u oficina pública o de una persona de Derecho 
Público no estatal, o local u oficina particular, se aplica. 
rán, en lo pertinente, los artículos 41 y 42 de esta ley. 


Art. 47. — El asesor, perito o intérprete que afirmare 
lo falso, negare lo verdadero u ocultare en todo o en par- 
te la verdad, será castigado con pena de tres a veinticua- 
tro meses de prisión. En tal caso se procederá con arre- 
glo al artículo 38 de esta ley, en lo pertinente. 


Art. 48. —- Ninguna persona puede ser obligada, en 
calidad de testigo, asesor o perito, a dar a conocer sus 
acciones privaaas ni a informar sobre ellas (articulo 10 
de la Constitución), ni a hacer lo propio respecto de sus 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad, ni a informar en contra de dichos 
parientes. 


Art. 49. — Las Comisiones Investigadoras carecen de 
poderes sancionatorios, pero pueden solicitar del jerarca 
respectivo, aun tratándose de personas de Derecho Publico 
no estatales, la separación preventiva de funcionarios 
mientras dure la investigación. 


Art. 50. — También pueden solicitar de la autoridad 
competente a tal fin, y hasta tanto presten declaración, 
que se impida el abandono del país a las personas que 
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úcban declarar ante la Comisión. En cste caso deberá to- 
márseie declaración en un plazo máximo de diez dias. 


Art. 51. — Concluida la investigación, previo cumpli- 
miento de lo dispuesto por el artículo 66 de la Constitu- 
ción, en su caso, la Comisión elevará al Cuerpo designar- 
le su o sus informes, en los que deberán constar un re- 
sumen de sus actuaciones, las conclusiones resultantes y 
las medidas que aconseje adoptar. 


Art. 52. — El ejercicio de los poderes juridicos Otor. 
gados a las Comisiones Investigadorás no podrá compro- 
meter el secreto bancario. 


CAPITULO VI 
Normas de garantía 


Articulo 53. — A los fines establecidos en el artícuio 
65 de la Constitución los iculpados serán notificados en 
forma personal y tendrán un plazo común de veinte dias 
corridos para producir sus descargos y articular sus de- 
fensas. 


En todos los casos el plazo cmpezará a correr a par- 
tir del día siguiente al de la última notificación personal 
y será prorrogable, por una sola vez y a pedido de parte, 
por diez días corridos. 


Los inculpados tendrán, a su disposición, en la Sala 
de la Comisión Investigadora, los antecedentes referentes 
a las inculpaciones que se les formulen y podrán ser 
asistidos por letrados. 


Art. 54. — Al evacuar la vista, el inculpado podrá pe- 
dir el diligenciamiento de prueba. 


La Comisión evaluará la pertinencia de la prueba 
olrecida y podrá disponer su diligenciamiento ou su tre- 
chazo, total o parcial, todo ello sin ulterior recurso. 


CAMARA DE SENADORES 


C.5.—99 


Art. 55. Toda persona llamada a declarar como 
testigo anie una Comisión Investigadora tiene derecho a 
ser asistida por abogado. Este tendrá todas las atribucio- 
nes que le permitan controlar la regularidad jurídica del 
interrogatorio según las disposiciones de la presente ley. 
Podrá igualmente, formular preguntas y solicitar las rec- 
tificaciones que considere necesarias para conservar la 
fidelidad y exactitud de lo declarado, 


Art. 56. — La vista de las actuaciones y la articula- 
ción de la defensa se cumplirán en el régimen de secreto 
dispuesto por el artículo 34 de esta ley, asi como el de 
las obligaciones de reserva que genera. 


Art. 57. -- Comuniquese, etc.” 


9) SE LEVANTA LA S 


ION 


SEÑOR PRESIDENTE. - Agotado el orden del dia, se 
levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 21 y 23 minutos, presidiendo 
el doctor Tarigo y estando presentes los señores senadores 
Aguirre, Araújo, Batalla, Batlle, Cersósimo, Cigliuti, Flo- 
res Silva, Gargano, Martinez Moreno, Mederos, Ortiz, Pe- 
reyra, Ricaldoni, Senatere, Singer, Traversoni, Zorrilla y 
Zumarán). 


Dr. ENRIQUE TARIGO 
Presidente 


Dn. Mario Farachio 
Dn. Félix B. El Helou 
Secretarios 


Dn. Jorge Pelutío Etchebarne 
Director del Cuerpo de Taquigrafos 


